VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE LA VIGÉSIMA PRIMERA SESIÓN ORDINARIA DEL PLENO DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL DÍA 07 DE JUNIO DE 2017, EN LAS INSTALACIONES DEL MISMO INSTITUTO.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO, COMISIONADO CIUDADANO PRESIDENTE.- Comisionada, Comisionados ciudadanos del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, siendo las 12 horas con 20 minutos del 07 de junio de 2017, solicito al licenciado Rodrigo Montoya Castillo, encargado de Despacho de la Secretaría Técnica, que proceda al pase de lista, con el fin de verificar si existe el quórum establecido por la ley, para la celebración de la Vigésima Primera Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto, al cual se ha convocado.
Proceda, por favor, señor Secretario.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO, SECRETARIO TÉCNICO.- Gracias, Comisionado Presidente. Buenos tardes Comisionada, Comisionados.

Procedo a pasar lista de asistencia a los integrantes de este Pleno. Están presentes los siguientes Comisionados ciudadanos: Mucio Israel Hernández Guerrero, David Mondragón Centeno, Elsa Bibiana Peralta Hernández, Luis Fernando Sánchez Nava y Alejandro Torres Rogelio.
Señor Presidente, le informo que existe el quórum legal requerido para sesionar, de conformidad al Artículo 17 del Reglamento de Sesiones del Pleno del Instituto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias, señor Secretario.

En virtud de que existe el quórum legal establecido, se declara abierta la Sesión.

Comisionada, Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo de los asuntos del Orden del Día de esta sesión.

Es necesario indicar que el desarrollo de la misma será de conformidad con el procedimiento establecido en el Artículo 21 del Reglamento de Sesiones de este Pleno.

Señor Secretario, haga favor de proceder a dar lectura al Orden del Día.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

El Orden del Día de esta Sesión Ordinaria es el siguiente:

I.
Lista de asistencia y verificación del quórum legal.

II.
Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del Orden del Día.

III.
Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Vigésima Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, celebrada el 31 de mayo de 2017.
IV.
Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueba el Convenio Específico de Colaboración que celebran el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal y la Escuela de Administración Pública del Distrito Federal, para los efectos que se indican.

V.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de tres Proyectos de Resolución de Recursos de Revisión interpuestos ante el InfoDF, en materia de solicitudes de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición a datos personales.

VI.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de 38 Proyectos de Resolución de Recursos de Revisión interpuestos ante el InfoDF, en materia de solicitudes de acceso a la información.

VII. 
Asuntos generales.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Comisionada, Comisionados, está a su consideración el Orden del Día. 

Si no hay consideraciones, quienes estén a favor del Orden del Día, sírvanse, por favor, manifestarlo.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Se aprueba por unanimidad el Orden del Día de la Vigésima Primera Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto, correspondiente al año 2017.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. El tercer punto del Orden del Día consiste en la presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Vigésima Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto, celebrada el 31 de mayo de 2017.
Comisionada, Comisionados, queda a su consideración el Proyecto de Acta.

Si no hay observaciones, quienes estén a favor, sírvanse por favor, manifestarlo.
C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Se aprueba por unanimidad el Acta de la Vigésima Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias. Continuamos con la presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo, mediante el cual se aprueba el Convenio Específico de Colaboración que celebra el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales y la Escuela de Administración Pública de la Ciudad de México, que para los efectos se indican.
Por lo que solicito con la aprobación de ustedes para que la maestra Ana Lía de Fátima García García, Secretaria Ejecutiva de este Instituto, proceda con la exposición correspondiente.

Maestra, le damos la bienvenida y le cedemos el uso de la palabra para que nos pueda presentar este Convenio con la Escuela de Administración Pública para el diplomado de protección de datos personales.

C. ANA LÍA DE FÁTIMA GARCÍA GARCIA, SECRETARIA EJECUTIVA.- Claro que sí, muchas gracias, Comisionado Presidente, buenas tardes Comisionada, buenas tardes Comisionados.

A continuación, expongo el proyecto de acuerdo mediante el cual se aprueba el Convenio Específico de Colaboración que celebran el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal y la Escuela de Administración Pública del Distrito Federal, para los efectos que se indican.
Consideraciones.

Que de acuerdo con el Artículo 37 primer párrafo en relación con el décimo séptimo transitorio, ambos de la Ley de Transparencia local, el InfoDF es un órgano autónomo de la Ciudad de México, especializado, independiente, imparcial y colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, con plena autonomía técnica, de gestión y financiera, con capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su organización interna, funcionamiento y resoluciones, responsable de garantizar el cumplimiento de la presente ley, dirigir y vigilar el ejercicio de los derechos de acceso a la información y la protección de datos personales, conforme a los principios y bases establecidos por el Artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la Ley General y en la propia Ley de Transparencia local.

Que la Escuela de Administración Pública es un organismo descentralizado de la Administración Pública de la Ciudad de México, con personalidad jurídica, patrimonio propio y autonomía de gestión, de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 3° de la Ley Orgánica de la Escuela de Administración Pública del Distrito Federal.
Que con fecha 13 de junio del 2012 las partes celebraron un convenio marco de colaboración con el objeto de establecer las bases de coordinación y cooperación entre ellas en el ámbito de sus respectivas competencias, a fin de conjugar sus esfuerzos, recursos y capital humano en la planeación, diseño, instrumentación y evaluación de proyectos, programas, trabajos, acuerdos y otras acciones de interés y beneficio mutuo, con la finalidad de promover la formación y profesionalización de las y los servidores públicos de la Administración Pública de la Ciudad de México y aspirantes a serlo, respecto en la importancia del derecho de acceso a la información pública y la protección de datos personales.
Que el objeto del presente Convenio Específico de Colaboración es establecer la participación conjunta de las partes en la actualización e impartición del diplomado denominado “diplomado en materia de protección de datos personales, cuarta edición en su modalidad presencial”, dirigido a personas servidoras públicas pertenecientes a órganos e instituciones del gobierno de la Ciudad de México, sujetos obligados por la Ley de Transparencia local y la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal.
Por las consideraciones y fundamentos anteriormente expuestos, el Pleno de este Instituto emite el siguiente acuerdo:

Primero.- Se aprueba la suscripción del Convenio Específico de Colaboración a celebrarse entre la Escuela de Administración Pública del Distrito Federal y el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal.
Segundo.- Se faculta al Comisionado Presidente para que, de ser el caso, realice las modificaciones de forma convenidas con la contraparte, siempre que se respete la esencia del objeto del convenio.

Tercero.- El presente acuerdo entrará en vigor al momento de su aprobación.

Cuarto.- Se instruye al encargado del Despacho de la Secretaría Técnica para que realice las acciones necesarias para la publicación del presente acuerdo en el portal de internet de este Instituto.
Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Comisionada, Comisionados, está el maestro León Aceves, como dirían en los recintos legislativos: a las puertas de este recinto.

Entonces, si ustedes me permiten, pongo a consideración de ustedes el acuerdo presentado por la maestra para que pueda ingresar el maestro León Aceves Díaz de León y podamos hacer un par de comentarios y firmar este acuerdo porque el 23 de junio empezaría, arrancaría nuestro diplomado de datos personales con la Escuela de Administración Pública.
Entonces, si no tienen inconveniente, le pido a nuestro Secretario Técnico que pueda poner a consideración de ustedes este Convenio de Colaboración con la Escuela de Administración Pública de la Ciudad de México.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, aquellos que estén a favor con el Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueba el Convenio Específico de Colaboración que celebran el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal y la Escuela de Administración Pública del Distrito Federal, para los efectos que se indican, sírvanse manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad el acuerdo presentado.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Le agradecemos mucho a nuestra Secretaria Ejecutiva la presentación del asunto del acuerdo y el trabajo.
Si me permiten, hacemos rápidamente un receso, es decir, paramos un poco la sesión para que pueda entrar el maestro León Aceves y podamos proceder a la firma del acuerdo.

(Receso)

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy buenas tardes, le damos la bienvenida al maestro León Aceves Díaz de León, Director de la Escuela de Administración Pública de la Ciudad de México, también al antropólogo Javier Ferrara Araujo, Secretario General de la misma. Un honor, mi querido maestro, tenerlo acá en el asunto del Pleno, sobre todo porque ya el 23 de junio vamos a arrancar con nuestro, yo diría ya, muy prestigiado y muy bien colocado, muy bien ranqueado seminario, pues sí, un seminario, en realidad de protección de datos personales que además ha tenido una muy buena acogida en la Ciudad de México con los funcionarios.
La verdad es que nosotros estamos muy complacidos con la colaboración que hemos hecho, seguramente esa colaboración se extenderá a otros ámbitos, sobre todo de las agendas que traemos en el asunto de la Ciudad, eso también nos genera un gusto importante, ratificarles la bienvenida, mi querido maestro.

No sé si alguno de mis compañeros de Pleno, mis colegas de Pleno, quisiera hacer uso de la palabra antes de cederle la palabra al maestro León Aceves Díaz de León.
Comisionado Alejandro Torres Rogelio, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias, muy buenas tardes a todos. Maestro bienvenido, es un gusto tenerlo aquí, también al antropólogo Farrera, también sean bienvenidos, por supuesto, a mis compañeros del Pleno, muy buenos días.

Yo quiero destacar la relevancia que en esta ocasión va a tener esta colaboración interinstitucional a la luz de la reciente promulgación de la Ley General de Protección de Datos Personales y que nos encuentra en la Ciudad de México con el proceso legislativo, desde luego, de armonización de la ley local.

Hay que tener en cuenta que no basta con leer la ley para ya tener todos los conocimientos, es una materia muy especializada, muy técnica en muchas ocasiones, pero es de vital importancia porque tiene que ver con la protección, garantizar un derecho fundamental de todas las personas.

Así que es muy bueno que en la Ciudad de México emprendamos estas tareas de preparación, de profesionalización y de profundización en el conocimiento de este derecho como servidores públicos, porque finalmente la protección de datos personales se ejerce tanto ante particulares que tienen nuestros datos, también como autoridades que para realizar sus labores, sus funciones, necesita tener datos personales, así que siempre profundizar en este conocimiento en este tema, resulta muy bueno porque redunda en una mejor atención al ciudadano que finalmente exige de toda autoridad un comportamiento no solamente apegado a la ley, sino también profesional.
Y además, a los servicios públicos que se involucran en los seminarios que realizamos, en las actividades que realizamos en conjunto con la Escuela de Administración Pública de la Ciudad de México, también les interesa muchísimo, les apasiona a ellos esta materia y luego el problema no es quién entra, sino más bien quién no entra porque tenemos una demanda mayor de la capacidad que tenemos para poder atender todas estas necesidades y siempre es muy alentador, como decía, que los servidores públicos de la ciudad quieran profundizar en sus conocimientos en esta materia, se apasionan muchísimo, lo hemos constatado generación tras generación.
Y además celebrar que es una tarea que ya llevamos varias ediciones, va una más y como bien dijo el Comisionado Presidente hace unos instantes, con muchas posibilidades de poder incrementar esta colaboración, profundizarla ya en otros ámbitos también que nos competen como servidores públicos.
Muchísimas gracias por seguir creyendo en este Instituto para poder hacer una sinergia y poder beneficiar a los ciudadanos con una preparación de nuestros servidores públicos.
Maestro, muchas gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Comisionado David Mondragón Centeno, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Muchas gracias, Comisionado Presidente, saludo con mucho afecto a mi compañera y a mis compañeros Comisionados y por supuesto, sobre todo en esta ocasión a nuestros invitados.

Yo quiero agradecer la presencia del maestro Aceves Díaz de León, quiero agradecer también el acompañamiento que ha dado a los trabajos de alianza que ha llevado a cabo el InfoDF y la Escuela de Administración Pública de la Ciudad de México, también al antropólogo Farrera, Secretario General de esta Escuela, porque ha habido ya productos, no solamente hay una voluntad política, no solamente hay una sensibilidad adecuada, convicciones sobre el tema, sino que ha habido ya muchos productos en el trabajo de esta alianza que lleva a cabo el InfoDF con la Escuela, que se reflejan en la capacitación, que ha sido una capacitación de calidad.

En este caso hemos tenido ya varios ejercicios exitosos en los seminarios de protección a datos personales, que es un tema que cuando lo iniciamos con la Escuela era un tema novedoso, era un tema que no estaba muy bien aprendido, muy bien agarrado, digamos, internalizado por parte de servidores públicos y que con el trabajo que hemos realizado conjuntamente esta internación ya empieza a ser visible, ya empieza a estar presente.

Y nosotros lo que consideramos también es que la Escuela de Administración Pública en todos los cursos que da, que no son precisamente de transparencia o que no son precisamente de protección de datos personales, siempre incluye este ingrediente, porque tenemos en cuenta, lo vemos muy bien que la labor de todos los servidores públicos están atravesados, está presente en la labor de todos los servidores públicos, tanto la protección a los datos personales como la transparencia.

Creo que ese es un logro que hemos logrado alcanzar en la formación, en la internalización, en la sensibilización de todos los servidores públicos que no se necesita necesariamente que el tema sea protección a datos personales o transparencia, que siempre hay una atención, una referencia al tema para que los servidores públicos se desempeñen en ese sentido.
Por ello es que para nosotros la Escuela de Administración Pública de la Ciudad de México, pues es una aliado fundamental porque de no existir esta convicción, este conocimiento y esta sensibilización en todos los servidores públicos, pues la labor del InfoDF quedaría trunca, pero con esto nosotros ampliamos mucho y también ejercemos el mandato en las funciones, en la misión que tiene el InfoDF, su Pleno, para cumplir con esta misión, que no solamente es de vigilancia de la ley, sino de difusión de la cultura, tanto la transparencia como los datos personales.
Y además, bueno, el último punto que quiero abordar es el gusto que me ha dado que el Comisionado Presidente nos comunicó el día de hoy en la mañana que ya estamos en pláticas para establecer un diplomado o un seminario, hay que valorar cuál de los dos es más conveniente, cuál de los dos es más necesario en el tema de Gobierno Abierto, que como bien se sabe, es un tema en que la Ciudad de México tiene un compromiso muy importante 
por ser un referente en su legislación en este momento y también por ser un referente en la métrica de Gobierno Abierto que recientemente hizo el CIDE en donde aparecemos como primer lugar.
Eso nos tiene satisfechos, pero más que satisfechos nos tiene comprometidos para desarrollar el tema verdaderamente y adicionalmente lo tenemos que hacer a la brevedad posible y como siempre lo hemos hecho, debemos desahogar las cosas rápidamente y con la eficiencia que ha caracterizado el trabajo y la sinergia que ha hecho el Instituto con la Escuela de Administración Pública.

Muchas gracias, nuevamente, muy bienvenidos.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias, Comisionado.

Comisionada, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias, Alejandro, qué amable, gracias, creo que al jalarlo lo zafé, ¿verdad? Ya está.
Buenas tardes, después de este inconveniente logístico, buenas tardes a todos los que nos ven, nos acompañan, desde luego a mis compañeros de Pleno y a nuestros invitados especiales, que es un honor tenerlos aquí. Muchas gracias, maestros y muy queridos por nosotros en el tema, por todo lo que comparten y todo lo que han querido también compartirnos en los temas de capacitación en el Instituto.

Bueno, yo también celebro, al igual que mis compañeros, que se lleve a cabo un año más este diplomado, que es un, quiero decirlo con todo el mejor ánimo, es un muy buen ejercicio en materia de capacitación para el tema de protección de datos personales, pero un ejercicio que yo creo que debemos buscar que crezca más.

Como bien dijo el Comisionado Torres, el tema de haberse generado la Ley General de Protección de Datos Personales obliga a, sobre todo a nivel gobierno, a nivel, tanto federal como local, a seguir implementando esto y esto requiere muchísima capacitación al respecto.
Entonces, me parece que el diplomado es un excelente ejercicio, pero que tenemos que trabajar para generar todavía más, pues yo sé que las instalaciones y me consta, porque fui alumna del primer diplomado, son a veces insuficientes.

Pero yo creo que debemos abrir y buscar con estos pretextos, abrir más espacios para que los servidores públicos se involucren más en el tema de conocer la protección de datos personales, sobre todo cuando ahora ya tenemos una ley que lo establece para sujetos obligados y qué mejor que la Escuela de Administración Pública sea quien tome la batuta de ese tema en la Ciudad de México para impulsarlo, porque tenemos la necesidad, decía hace rato, de una cobertura mucho mayor.

El diplomado es un excelente, yo lo recomiendo y en este momento lo digo, yo soy egresada de ahí y digo que todos se inscriban porque vale muchísimo la pena los expositores, el temario, cómo está todo realizado, es muy bueno, pero insisto, hay que impulsar mayor cobertura en el tema porque el diplomado no nos alcanza, necesitamos mayor capacitación en el tema, el tema del derecho de acceso a la información, la protección de datos personales, los archivos que también en particular me gustan, la parte de Gobierno Abierto, como bien refiere el Comisionado, tenemos muchas cosas que abarcar.
Y una de las ideas y que quiero aprovechar el micrófono y la visita de ustedes aquí, que ya lo habíamos platicado en alguna ocasión, maestro, es que tenemos que pensar que el Instituto debe generar la formación inclusiva de todos los servidores públicos, ya con estos temas, estos temas no deben ser materia nada más de un diplomado, no deben ser materia de una clase, debe ser formativos para los servidores públicos en todo el contexto.

Y nuevamente aquí entra la importancia de la Escuela de Administración Pública, que la Escuela de Administración Pública se vuelva un referente como lo está haciendo con la constitución de este diplomado, un referente en la formación de los servidores públicos de la Ciudad de México que incluyan todo este eje formativo en estas materias.
La verdad es que a mí me parece que la Escuela está haciendo muy buena labor en la Ciudad de México, lo sé por voz también de otras escuelas de Administración Pública y creo que ser referente en esquemas de formación para servidores públicos que incluyan ya estas materias, que el servidor público ya sepa que lo tiene que hacer por servicio público, desde el momento en que decide ser administrador público, desde el momento que decide dedicarse a gestiones de gobierno tiene que saber qué es el derecho de acceso a la información, qué es la protección de datos personales, cómo generar gestión documental, cómo ejercer un gobierno y un Gobierno Abierto.

Entonces, a mí me parece que estos ejercicios abren esa posibilidad de seguir construyendo, la Escuela lo está haciendo, nos ha dado la mano, nos permite introducirnos con la creación de estos diplomados y le pedimos, abusando su presencia, que nos siga abriendo las puertas para hacer y hacer crecer este tema.

Mi sueño dorado sería que las escuelas de Administración Pública se vuelvan realmente las escuelas por excelencia capacitadoras de los servidores públicos y que cuenten con las instalaciones necesarias y suficientes para que todos quepan y para que todos los diplomados no abarquen 60 personas abarquen 600, abarquen 6 mil, abarquen 60 mil porque eso es lo que se necesita en la Ciudad de México, una Ciudad que ha sido referente en muchas cosas y que no deja de serlo con este diplomado, que celebro nuevamente que se lleve a cabo y que es envidia, lo debo decir también, de otros estados, otros estados que lo quieren replicar, que lo han replicado algunos porque el ejercicio es muy bueno, ha sido exitoso y puede ser la punta de lanza de muchos otros ejercicios exitosos.
Muchas gracias y perdone que aproveche, ahora sí que aprovecho la visita para pedir, como los reyes magos cuando vienen, hay que pedirles mucho. 

Entonces, muchas gracias por estar aquí y gracias, maestro, siempre es un placer en lo personal y en lo institucional. Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias a la maestra Elsa Bibiana Peralta Hernández.

No sé si el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, por favor.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Mis compañeros Comisionados, simplemente para fortalecer esta relación institucional, queríamos, se ha consolidado este derecho de la protección de los datos personales, como dice el Comisionado David Mondragón, digamos, ya se cuajó, porque cuando entramos aquí era un tema árido que nadie comprendía y no estaba bien socializado.
Ha bajado, digamos, al tema de los servidores públicos en la aplicación y ya lo empiezan a ejercer los ciudadanos, lo vemos en los recursos de revisión, en las solicitudes de protección de datos personales y qué mejor que dejemos ahora nosotros encargamos en estos momentos, vendrán cambios de Pleno del Info, vendrán cambios seguramente en su momento en la Escuela, pero que dejemos esta tarea de trabajo permanente y continuo a manera de que este derecho se consolide y se pueda ejercer por todos los ciudadanos.
Y bienvenidos, siempre con gran entusiasmo entre las dos instituciones y usted encabezando la Escuela de Administración con el maestro también y es un gusto tenerlos aquí en el InfoDF.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias, Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

No sé si el Secretario General.

C. JAVIER FARRERA ARAUJO.- Muy brevemente nada más para saludar al Pleno de los Comisionados, mostrarle nuestro mayor gusto de estar aquí y obviamente para señalar simplemente que no podía ser distinto, o sea, las dos instituciones somos instituciones que estamos dedicadas y como ya lo dice la Constitución, ahora la Constitución de la Ciudad de México, a que se garantice el derecho a la buena administración.

Ese es un elemento esencial y que precisamente, hace que tengamos que trabajar muy estrechamente, que tengamos que trabajar juntos en varios aspectos no solamente en datos personales, yo creo que esta ampliación de la relación va a ser yo digo que muy positiva y esto reflejará a una institucionalización que, precisamente, pueda trascender los posibles cambios, las administraciones para que realmente lo que a todos nos interesa, que tengamos una Función Pública profesional, que tengamos una Función Pública transparente y que pueda ejercer y garantizar la buena administración para todos los ciudadanos.
Muchas gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias a usted, antropólogo Javier Farrera.

Y ahora le cedo con muchísimo gusto el micrófono al maestro León Aceves para que sea tan amable de dirigirnos un mensaje.

C. LEÓN ACEVES DÍAZ DE LEÓN.- Con todo gusto, muchísimas gracias y buenas tardes. El honor es nuestro, señora Comisionada, Comisionados, Presidente. En realidad, como ya lo esbozaba Javier, una institución como la Escuela de Administración Pública difícilmente podría cumplir con su objeto legal, con su misión institucional sin alianzas, como las que se tejen con institutos como el Info de la Ciudad de México, precisamente por ese tipo de obligaciones que tenemos en cuanto a la profesionalización de los servidores públicos en torno a lo que ahora se esboza en el futuro, quizá como Gobierno Abierto que incluye, desde luego, la transparencia, el acceso a la información pública, los datos personales, la innovación tecnológica, etcétera.

Entonces, insisto, nuestro profundo agradecimiento porque, insisto, difícilmente podríamos cumplir con nuestra labor si no hubiera esa voluntad, ese interés y esa enorme gentileza de su parte en lo personal e institucionalmente, desde luego.

Y me gustaría señalar también que, sobre todo es muy gratificante el que ya estemos firmando por tercer año consecutivo este convenio y que no es de los convenios que luego se quedan en el cajón, sino que ya llevamos tres generaciones concluidas en la impartición de este diplomado en protección de datos personales que, efectivamente, han tenido una alta demanda, que desafortunadamente no alcanzamos a dar cobertura a todos, aun así son más de 110 personas, servidoras públicas directamente ligada a la protección de datos personales, a los sistemas correspondientes que han venido siendo profesionalizadas a través de este programa y nos parece que es algo que hay que, sobre lo cual hay que congratularnos conjuntamente, colectivamente porque es un gran logro.
Y sobre todo y ya se mencionaba previamente, es un logro porque además en sí misma la profesionalización que vamos logrando en más de 110 personas, pues se da en un contexto, particularmente la firma de este convenio y las próximas ediciones serán el contexto nacional en torno a la Ley General, que ya el Comisionado señalaba y se da en torno a la reciente aprobación de la Constitución de la Ciudad de México, que efectivamente, como Javier mencionaba, consagra en su carta de derechos el derecho a la buena administración pública.
Desde la Escuela, como lo hemos venido percibiendo, reflexionando, intentando generar, digamos, esquemas para que los servidores públicos estemos a la altura y podamos cumplir con ese mandato, es decir, con el derecho a la buena administración, como lo hemos venido viendo, es que pensamos que haya al menos y digo al menos, cuatro sistemas o cuatro esferas que interactúan y que tienen implicación directa en lograr o no, o en qué medida garantizarle a las y los ciudadanos el derecho a la buena administración.
Y pensamos que el primero de ellos son las bases constitucionales que tiene ahí nuestra Carta Magna respecto al sistema de gestión, eso nos parece muy importante, ahí hay una serie de bases constitucionales respecto a cómo mejorar la planeación, la presupuestación, el monitoreo, la evaluación y la rendición de cuentas, procurando que a su vez todo el sistema de transparencia o la esfera de la transparencia arroje luz sobre todos esos procesos que en sí mismos la legislación secundaria derivada de la Constitución pueda establecer instituciones, mecanismos, instrumentos mucho más transparentes respecto a cómo se planifica, cómo se presupuesta y qué resultados tiene la aplicación de los recursos públicos.
Entonces, y, por tanto, facilitar la toma de decisiones, transparentar la toma de decisiones de los poderes públicos y a su vez que puedan con mayor facilidad rendir cuentas de manera proactiva, que incluso hasta se liga en su momento con el tema del Gobierno Abierto, desde luego.
El segundo que me gustaría hacer mención, bueno, ya lo mencioné, desde luego, la transparencia, el acceso a la información pública y esta tendencia al Gobierno Abierto con todos sus componentes, que por cierto la propia Constitución tiene ahí un numeral, ya no recuerdo si debe ser como el Artículo 66, una cosa del tipo, respecto a qué se entenderá por Gobierno Abierto en la Ciudad y que seguramente derivará también en una legislación al respecto específica.
El tercero de ellos es definitivamente el sistema local anticorrupción, sin lugar a dudas, como un pilar para garantizar el derecho a la buena administración pública. No me quiero detener mucho en el punto porque además el propio Instituto es uno de los actores más relevantes y uno de los actores relevantes en el Comité Coordinador, en el futuro Comité Coordinador del sistema local anticorrupción. Por razones obvias ese sistema debe ser uno de los pilares para garantizar el derecho a la buena administración.

Y el tercero y último pensamos es el sistema de profesionalización de las personas servidoras públicas, porque creemos, estamos convencidos de que de poco nos va a servir una muy buena Constitución, una Constitución de avanzada como la que afortunadamente ha creado la Asamblea Constituyente a partir del texto del Jefe de Gobierno.
De poco nos serviría también una legislación secundaria adecuada, una reingeniería institucional, organizacional, si no tenemos, si no somos las personas servidoras públicas que todo eso requiere.

Entonces, pensamos que ese sistema de profesionalización es fundamental y en su caso, el Servicio Civil de Carrera que también está como una obligación en la Constitución, son fundamentales para operar esos sistemas, no se operan solos los sistemas, requerimos de los mejores perfiles, de los perfiles con las competencias para operar, al menos esos sistemas y poder garantizarle a la gente ese derecho a la buena administración pública, sobre todo porque nos ponen, como se dice y qué bueno, la vara muy alta.

Es decir, no está sólo consagrado el derecho, sino que además hay mecanismos para su exigibilidad y la justiciabilidad del asunto, en otras palabras habrá recursos jurídicos en contra de la administración y de los servidores públicos, habrá que ver cómo queda esa legislación también por actos que la ciudadanía considere que violan el derecho a la buena administración.
En otras palabras, eso implica una gran responsabilidad, una mayor responsabilidad de todas y todos los servidores públicos y, por tanto, el convencimiento de que es a través de la profesionalización y de otras cosas como podremos estar a la altura.
De tal suerte que bajo este gran marco me parece que el diplomado en protección de datos personales juega un rol, jugará un rol, seguirá jugando un rol importante en todas estas piezas que hay que ir embonando para la garantía del derecho a la buena administración pública.
Desde luego compartimos plenamente, tomamos nota, coincidimos en que siempre se requieren más recursos, en muchas ocasiones los temas de la capacitación y profesionalización y ustedes lo saben bien, como coloquialmente se dice: como no son tan sexis y en ocasiones no se pone el foco suficiente sobre ellos.

Pero nos parece que la Constitución es un, digamos, abre una muy buena rendija, una muy buena ventana para poner el foco sobre este tipo de temas, tomamos nota de las sugerencias y tengan la plena certeza de que estamos y seguiremos trabajando para encontrar las modalidades y las vías para ampliar la cobertura, la pertinencia y la calidad de todos los programas de la Escuela.

Entonces, de nueva cuenta agradecer la colaboración institucional, es realmente un honor para nosotros. Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias, mi querido maestro y la verdad es que el honor y es para nosotros mismos tener una alianza estratégica con el tema.

Yo nada más reacciono rápidamente esto que decía el maestro, porque la verdad es que es una lectura muy integral de lo que tendría que ser el derecho al buen gobierno y a la buena administración, o sea, ya dice, un sistema de gestión integral, un tema de transparencia y sus derivados como Gobierno Abierto, el sistema local de anticorrupción como tal y por supuesto, un sistema de profesionalización. Es otra lectura, yo digo, yo lo retomo porque estamos, como bien saben ustedes, a punto de ir a legislar en la Ciudad de México por que se cumplan los plazos constitucionales para el sistema local anticorrupción.
Y una de las cosas que ojalá se escuchen en otros ámbitos, es que podamos generar un sistema con esta lógica porque la Constitución ya obliga, precisamente, a garantizar, a ser exigible y justiciable el derecho a la buena administración; por lo tanto, tenemos que armonizar en conjunto estas cosas.
La verdad es que le agradecemos muchísimo porque sí creo que es una visión integral muy importante, que además hay que empujar porque son de las mejores causas de la Ciudad.
Y le agradecemos muchísimo la presencia, la alianza estratégica, todo el esfuerzo y el trabajo que hemos desarrollado en este asunto y digamos, y para además continuar con ese trabajo vamos a firmar, si le parece bien, el asunto del convenio porque el 23 de junio vamos a arrancar con el asunto, que además es un, yo digo, un diplomado que el Info, digamos, aprecia muchísimo.
Entonces, firmemos, mi querido maestro, por favor.

(Firma de convenio)

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Habemos convenio, le agradecemos muchísimo, si quieren hacemos una foto para quede sellado.

(Toma de fotografía)
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Vamos al siguiente punto el Orden del Día, que es la presentación, discusión y, en su caso, aprobación de los proyectos de resolución de los recursos de revisión interpuestos ante este Instituto, en materia de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición a datos personales.
Por lo que solicito con la aprobación de ustedes para que Alejandra Mendoza Castañeda, encargada de despacho de la Dirección de Asuntos Jurídicos de este Instituto, haga las exposiciones correspondientes.

Le damos la bienvenida a nuestra Directora de Asuntos Jurídicos y empezaremos, precisamente, con estos recursos en materia de acceso a datos personales, el primer expediente es el 030 de este año, el sujeto obligado la Caja de Previsión de la Policía Preventiva de esta Ciudad, mejor conocida como Caprepol o algo así.

Le cedemos el uso de la palabra a nuestra Directora para que nos presente este recurso de revisión.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA, DIRECTORA JURÍDICA.- Muchas gracias, señor Comisionado Presidente, buenas tardes señora Comisionada, buenas tardes señores Comisionados, buenas tardes señor Secretario.

Ente público: Caja de Previsión de la Policía Preventiva. Expediente: RR.SDP.030/2017.
Solicitud: el particular requirió la rectificación de dos cantidades consignadas en una constancia de sueldos, salarios, conceptos asimilados, crédito al salario y subsidio para el empleo.

Respuesta: el ente público informó al particular que lo requerido no era susceptible de ser atendido a través de una solicitud de rectificación de datos personales, emitiendo un acta de improcedencia.
Recurso de revisión: el particular manifestó su inconformidad con la respuesta al considerar que la misma se encontraba carente de la debida fundamentación y motivación.
Consideraciones del proyecto: del estudio realizado a las constancias que obran en autos, pudo advertirse que la solicitud de rectificación de datos personales no era la vía procedente para que el ente público efectuara tal rectificación, en virtud de que el particular pretende se realice un nuevo cálculo relacionado con las cantidades que se consignaron en la constancia del interés del hoy inconforme y no así realizar la rectificación de una cantidad o cifra ahí consignada.
Sin embargo, el ente omitió en su respuesta realizar un razonamiento del cual pudiera desprenderse tal situación, sin exponer los preceptos legales aplicables al caso en concreto, así como las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hubieran tenido en consideración para la emisión del acto.
Sentido del proyecto: modificar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Este recurso se lo ha reservado la maestra Elsa Bibiana Peralta Hernández, a quien le cedo el uso de la palabra.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias, otra vez buenas tardes nuevamente.
Bueno, yo aquí no estoy de acuerdo en el sentido de modificar por las razones que se expresan en el proyecto y yo sostengo que debería ser confirmar.

Del estudio realizado a las constancias, según se advierte en la nota, se estableció que la solicitud de rectificación de datos personales no fue procedente porque según esto no era la vía para que el ente público efectuara tal rectificación.
Y porque el particular pretende que se realice un nuevo cálculo relacionado con las cantidades que se consignaron en la constancia de su interés y no así realizar la rectificación de una cantidad o cifra consignada.
Aquí consideramos en el proyecto que el ente omitió en su respuesta realizar un razonamiento del cual pudiera desprenderse tal situación, sin exponer los preceptos legales aplicables al caso en concreto, así como las circunstancias especiales o razones particulares o causas inmediatas que se hubieran tenido en cuenta.
En este sentido yo no estoy de acuerdo porque me parece, no me parece, del análisis a la respuesta proporcionada por el propio ente, sí se advierte que hace un análisis del tema respecto de lo que se está pidiendo, y sí le contesta, inclusive le da el fundamento que es la motivación fundamental del tema y le da los artículos además que fundan esa circunstancia, basado en que es un estar, esta respuesta de las cantidades que le proporcionaron están apegadas a una determinación emitida por una autoridad o la autoridad correspondiente en un diverso laudo dictado.
Entonces, sí le da del análisis que se desprende, sí le da los fundamentos y la motivación de por qué razón no es procedente que se realicen las correcciones de las cantidades que la persona pide que se hagan.
Para entender mejor esto explico, dice: derivado de la liquidación laboral por juicio, perdón, derivado de la liquidación por juicio laboral efectuada a favor del peticionario en el mes de noviembre, ese organismo elaboró y emitió una constancia de sueldos, salarios, conceptos asimilados, crédito al salario y subsidios para el empleo y en esta constancia se establecen una serie de cantidades.

Dice el peticionario: una vez presentada la declaración anual realizó trámites ante el SAT para efectos de la obtención de saldo a favor; sin embargo, refiere que la autoridad tributaria le comunicó que existe un error, el cual le señaló mediante asesoría fiscal explicándole lo siguiente y presenta unas tablas de ingresos no acumulables y cantidades por ingresos acumulables también, por ingresos no acumulables y, en fin.

Entonces, regresa con el ente para el cual trabaja y que fue el emisor de la constancia y le dice: mira, me dijeron en el SAT que no procedían esas cantidades, que esas cantidades no son, rectifíquelas. A mí me parece que éste no es un tema de datos personales, es un tema de cálculo de cantidades que tiene que ver con algo que además una autoridad ya dijo en un laudo que se fijaba de esa manera.
Por tanto, la autoridad sí le dijo y le dice que no son acumulables y le hace otra vez las cuentas y le desglosa, de esta manera hay que definir cuándo no procede porque no sea la vía y no procede porque en este caso no es el competente y, por tanto, por ahí él no puede rectificar este tipo de información.
Entonces, me parece que lo que tiene que hacer, fiscalmente hablando, y además considerando que ya hay una resolución que dice que se cuantifique de determinada manera, tiene que agotar otro tipo de trámites para que se puedan rectificar las cantidades que fiscalmente dice que no corresponden o qué dice que le dijeron aparte en el SAT, cosa que me parece que no quedó acreditada, que creo es una mera manifestación de la persona.

Entonces, esto tampoco podemos partir de la base de lo que dijo la persona que no corresponde a los cálculos que se establecen.

Y entonces el ente sí le desglosa, sí les desglosa lo que considera que con base en esa determinación es lo que corresponde y, por tanto, para mí está bien establecido que diga que no es procedente porque, efectivamente, no es esa la vía, no para no rectificar un dato, si él acreditara con algún otro documento que le hubiera dado el SAT que ésas eran las cantidades, entonces, pudiera haber habido una rectificación, pero no es el caso.

Entonces, aquí como la persona no acredita, solamente se basa en una mera manifestación y la autoridad sí lo hace con fundamento en una determinación que además le dijo cómo realizar tales cargos, es por eso que establece que no procede hacer esa rectificación en los términos que lo está pidiendo.
Es cuanto. Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Comisionados, está a su consideración la reserva hecha por la maestra, creo que lleva razón en el asunto porque antes el agravio: no me funda y motiva el asunto y en la respuesta primigenia en realidad sí funda y le motiva el tema y creo que, como dice, digamos, la materia de en donde quiere que se rectifiquen los datos, pues no es materia de datos personales plenamente.
Entonces, creo que con la argumentación hecha va el tema del cambio de sentido en el término de confirmar la respuesta del sujeto obligado.

No sé si hay alguna cosa, si no para que con la reserva hecha por la maestra nos la pueda poner a consideración.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.
Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a datos personales RR.SDP.030/2017 de la Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito Federal sea el de confirmar, con los ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad. 
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Vamos al siguiente recurso de revisión, también en materia de acceso a datos personales, es el expediente 21, sujeto obligado la Comisión de Derechos Humanos de esta Ciudad.

Nuestra Directora Jurídica para presentarlos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Ente obligado: Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. Expediente: RR.SDP.021/2017.

Solicitud: copia simple de todos los movimientos del Sistema Integral de Gestión de Información SIGI de un expediente de queja.

Respuesta: el ente público proporcionó a la particular los datos personales requeridos al entregarle copia simple de todos los movimientos del Sistema Integral de Gestión de Información SIGI respecto al expediente de queja de su interés.
Recurso de revisión: la particular manifestó su inconformidad con la respuesta emitida indicando que la misma fue incompleta, debido a que en las copias proporcionadas no obra la totalidad de los movimientos del expediente de su interés, exhibiendo un acta circunstanciada de fecha 6 de octubre de 2016, la cual señala debía aparecer en la relación de movimientos que le fue entregada.
Consideraciones del proyecto: del análisis y estudio realizado a la normatividad aplicable al caso se determinó que el ente público proporcionó los datos requeridos por la particular en la solicitud de acceso a datos personales de mérito, tal y como se encuentra en sus archivos y base de datos, sin que el documento exhibido por la particular cuente con los elementos de validez necesarios, como es la firma de los servidores públicos que intervinieron, así como el sello del propio ente. 

Por lo que con dicho documento no acredita la falta de inclusión de la actuación señalada en el Sistema Integral de Información SIGI.

Sentido del proyecto: confirmar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Nadie se ha reservado este recurso de revisión, creo que todo mundo estamos de acuerdo en confirmar.

Si es así, señor Secretario Técnico, póngalo, por favor, a consideración del Pleno.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a datos personales RR.SDP.021/2017 de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal sea el de confirmar, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Vamos al siguiente recurso de revisión, que en materia de datos personales, es el 028 de este año, el sujeto obligado la Secretaría de Salud de esta Ciudad.
Nuestra Directora de Asuntos Jurídicos para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Ente público: Secretaría de Salud. Expediente: RR.SDP.028/2017.

Solicitud: el particular requirió toda la documentación, incluyendo su expediente médico de la Clínica Especializada Condesa.

Respuesta: con fundamento en lo dispuesto por el Artículo 36 de la Ley de Protección de Datos Personales en relación con lo establecido por el numeral 43 de los lineamientos para la protección de datos personales en el Distrito Federal, el ente hizo del conocimiento del particular que lo solicitado no obraba en sus sistemas de datos personales, por lo que le indicó que la Clínica Especializada forma parte de servicios de salud pública del Distrito Federal y en ese sentido proporcionó los datos de contacto de la Unidad de Transparencia de servicios de salud pública.

Recurso de revisión: el hoy recurrente expresó como único agravio que el ente público le negó la información considerando que Servicios de Salud Pública pertenece a la Secretaría de Salud.

Consideraciones del proyecto: del estudio a la respuesta que por esta vía se impugna se determinó que el único agravio hecho valer resulta infundado, toda vez que la Secretaría de Salud informó al particular de manera fundada y motivada, conforme al Artículo 36 de la ley de la materia su incompetencia y la improcedencia de su solicitud, en razón de que es competencia de servicios de salud pública del Distrito Federal atender lo relativo a los expedientes clínicos de la Clínica Especializada, siendo entes distintos.
Sentido del proyecto: confirmar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Este recurso tampoco nadie se lo ha reservado, creo que todo mundo estamos de acuerdo en confirmar la respuesta, no es que no le vayan a dar la información, sino que tiene que ir a Servicios de Salud en donde está el expediente clínico de la persona y ahí se lo podrán entregar.
Si no hay alguna otra consideración, por favor, señor Secretario Técnico, para que lo pueda poner a consideración del Pleno.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a datos personales RR.SDP.028/2017 de la Secretaría de Salud del Distrito Federal sea el de confirmar, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad. 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Vamos ahora a los recursos de revisión en materia de acceso a información pública que han sido reservados o tienen observaciones por parte del Pleno. Vamos a empezar con el recurso de revisión 0634/2017 de la Delegación Gustavo A. Madero.
Nuestra Directora de Asuntos Jurídicos para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Delegación Gustavo A. Madero. Expediente: RR.SIP.0634/2017.

Solicitud: el particular solicitó en 11 requerimientos información relacionada con la obra pública de levantamiento del piso de las banquetas en la colonia Estrella desde el mes de diciembre del año 2016.
Respuesta: el sujeto obligado informó al particular que la información de su interés se encuentra contenida en un total de mil 542 fojas, para lo cual generó un recibo de pago correspondiente a las fojas antes citadas, asimismo, hace del conocimiento del particular que la información que le será entregada será en versión pública, ya que cuenta con información confidencial.
Recurso de revisión: el recurrente motivó su agravio en que la información que se le haría entrega le fue entregada de manera incompleta, ya que sólo se le entregaron 400 fojas de un total de mil 542 copias simples en versión pública.

Consideraciones del proyecto: durante la sustanciación del recurso de revisión el sujeto obligado comunicó a este Instituto la emisión y notificación de una respuesta complementaria, la cual se determinó desestimarla, ya que si bien el sujeto obligado se pronunció con respecto a que haría la entrega de las copias que no le fueron entregadas al particular, también lo es que no le notificó al particular dicha respuesta complementaria a un correo distinto al del recurrente.
Por lo que al no haber notificado dicha pretensión y no haber entregado en su totalidad las copias que fueron solicitadas por el particular, se determinó que el agravio del particular se constituye como parcialmente fundado.

Sentido del proyecto: modificar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Este recurso de revisión se lo ha reservado el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, a quien le cedo el uso de la palabra.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Gracias. De acuerdo con el sentido del proyecto, sin embargo, se pone a su consideración los siguientes comentarios.

De la lectura al proyecto se advierte que durante la gestión de la solicitud el sujeto obligado incurrió en inconsistencias e irregularidades, ya que pone a su disposición las copias requeridas, se le pidió al solicitante que pagara 848 pesos por la reproducción de mil 542 hojas que contienen la información de su interés.

Sin embargo, tal y como lo expone el recurrente en sus agravios, al recoger la información únicamente le proporcionaron 400 copias de las mil 542, por lo que es claro que la respuesta se dio de manera incompleta, aun y cuando la persona ya había realizado el pago.
En ese sentido se sugiere en primer término emitir una orden categórica en la que se le ordene la entrega al particular de la información que ya se pagó y no simplemente se le notifique el día y hora en que se entregarán las copias faltantes.

En segundo lugar, con apoyo en la fracción V del Artículo 264 de la ley de la materia que se refiere a una causal de sanción a lo dispuesto en la ley de la materia por la entrega de información incompleta, se propone dar vista a la Contraloría General, al mismo tiempo deberá de recomendársele al sujeto obligado que en futuras ocasiones al atender las solicitudes de información se abstenga de realizar prácticas dilatorias en perjuicio de las personas que ejercen el derecho de acceso a la información pública.
Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionada, Comisionados, está a su consideración la reserva hecha por el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, prácticamente yo coincido en que tiene que haber una orden categórica no solamente que le notifiquen cuándo puede pasar a recoger las casi 800 páginas que faltan o más y la novedad que nos platea el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava es que haciendo uso del 264 fracción X podamos dar una vista a la Contraloría por haber entregado información incompleta teniéndola, evidentemente, en el asunto.

Comisionados, está su consideración la reserva hecha por el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

Si no hay algún otro comentario, con las observaciones hechas por el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, por favor.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información, RR.SIP.0634/2017 de la Delegación Gustavo A. Madero sea el de modificar, con los ajustes señalados y se da vista a la Contraloría General. Quien esté de acuerdo, favor de manifestarlo.

Comisionada, su voto, por favor.

Se aprueba por unanimidad. 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Vamos al siguiente recurso de revisión, que es el 0740, el expediente de este año, el sujeto obligado la Secretaría de Obras y Servicios.

Nuestra Directora de Asuntos Jurídicos para presentarlos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Secretaría de Obras y Servicios. Expediente: RR.SIP.0740/2017.

Solicitud: el particular requirió copia digitalizada de los planos con ubicación de instalaciones subterráneas existentes, hidráulicos, sanitarias y de comunicación que se localicen o ubiquen en diversos sondeos ubicada sobre determinado domicilio, precisando que la ubicación se refiere a uno de los puntos por donde habrá de pasar la obra denominada “Tren Interurbano Zinacantepec-Observatorio”.
Respuesta: el sujeto obligado informó que los sondeos que solicita el ciudadano forma parte del proyecto ejecutivo, mismo que es responsabilidad exclusiva de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, por lo que con fundamento en el Artículo 200 de la ley de la materia, sugirió turnar la solicitud a dicha autoridad.
Recurso de revisión: el hoy recurrente expresó como único agravio que el sujeto obligado le negó la información solicitada, argumentando no ser de su competencia; sin embargo, refiere que no está solicitando información cuya naturaleza pertenece al proyecto ejecutivo ferroviario, sino está solicitando información relativa a planos con ubicación de instalaciones subterráneas existentes, hidráulicos, sanitarias y de comunicación que se localicen o ubiquen en diversos sondeos, misma que por su naturaleza corresponde a ese sujeto obligado y que debe obrar en su poder, no así a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes.

Consideraciones del proyecto: del análisis a la respuesta que por esta vía se impugna, se concluyó que el único agravio hecho valer por el hoy recurrente resulta parcialmente fundado, toda vez que contrario a lo señalado por el recurrente, sí solicitó información relacionada con el proyecto ejecutivo ferroviario, ya que del acuse de recibo de solicitud de acceso a información pública señaló: la ubicación se refiere a uno de los puntos por donde habrá de pasar la obra denominada “Tren Interurbano Zinacantepec-Observatorio”.

Por lo que, en relación a la respuesta, se tiene que, si bien el sujeto obligado manifestó que los planos requeridos forman parte del proyecto ejecutivo del tren interurbano y que, por tanto, sugirió al recurrente presentar su solicitud ante la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, omitió pronunciarse en relación al tramo 3 de dicho proyecto. 
Ello es así, ya que derivado del estudio a los convenios de coordinación de acciones que suscribieron la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno Federal y el Gobierno del Distrito Federal de la convocatoria al procedimiento de licitación pública nacional para los trabajos de construcción y obras complementarias del tramo 3, así como lo publicado en el micrositio Tren Interurbano Tramo CDMX, se advirtió, le compete la realización de las obras de dicho tramo a la Secretaría de Obras y Servicios y que para llevar a cabo la construcción cuenta con diversos planos, máxime que en vía de manifestaciones reconoce que el Gobierno de la Ciudad de México por conducto de la Secretaría de Obras y Servicios tuvo a su cargo la ejecución de sondeos en diversos puntos del trazo del proyecto.
Por lo que la realización del proyecto referido no es competencia exclusiva de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en tal virtud el sujeto obligado deberá atender la solicitud dentro del ámbito de sus atribuciones.

Sentido del proyecto: modificar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Este recurso de revisión se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias. Estando de acuerdo con el sentido del proyecto, modificar, creo que el recurso de revisión que se nos presenta se quedó corto en cuanto a su alcance porque una vez que ha establecido de manera muy clara cómo es que la información que está solicitando sí es competencia del sujeto obligado al cual se le hizo la información, después nosotros decimos que los planos que está pidiendo, primero que tiene que checar si forman parte del tramo 3 que le corresponde a la Ciudad de México la parte de la construcción y entonces someter la documentación a consideración de su Comité de Transparencia para determinar si contiene información de acceso restringido, siguiendo el procedimiento previsto en la propia ley y bueno, en su caso, bueno, ya clasificarla.

Aquí va a haber un problema, porque cuál es la causal para la que va a poder clasificar la información porque no olvidemos lo que pidió, lo que pidió fue, efectivamente, planos, comunicación de instalaciones subterráneas existentes, instalaciones que se refieren a las instalaciones hidráulicas, sanitarias y de comunicación ubicadas en determinados puntos que da. Entonces, para la cuestión de la clasificación no va a ser posible con las causales que establece el 183.
Mi propuesta es lo siguiente, precisamente, como comentábamos hace rato, bueno, y en otros momentos, como ya estamos en un sistema nacional tenemos una legislación ya diferente que no se permite garantizar de mejor manera los derechos, está la Ley General también y con la Ley General a partir del 113 es que creo que podríamos ir hacia el análisis de la naturaleza de la información, porque es ahí donde digo que nos quedamos cortos. Sí, pero va a clasificar también, pero y cómo va a clasificar esa información.
Ahí la propuesta es lo siguiente, que clasifique conforme a los lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones públicas, aprobadas por el Sistema Nacional de Transparencia publicadas en el Diario Oficial de la Federación del 15 de abril de 2016 y modificadas el 29 de julio de 2016.
Y ¿esto por qué? Porque en estos lineamientos a los que hago referencia dice el capítulo 2 relacionado con la clasificación de la información, el lineamiento número quinto, dice y me permito citar rápidamente: “la carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información por actualizarse cualquiera de los supuestos de clasificación previstos en la Ley General, la Ley Federal y las leyes estatales, corresponderá a los sujetos obligados, por lo que deberá fundar y motivar debidamente la clasificación de la información ante una solicitud de acceso o al momento en que generen versiones pública para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia, observando lo dispuesto en la Ley General y las demás disposiciones aplicables en la materia”.
Y luego el numeral, el lineamiento número décimo séptimo correspondiente al capítulo quinto de la información reservada dice este lineamiento décimo séptimo: “de conformidad con el Artículo 113 fracción I de la Ley General, podrá considerarse como información reservada aquella que de difundirse actualice o potencialice un riesgo o amenaza a la seguridad nacional cuando”.
Y aquí la fracción VIII de este lineamiento décimo séptimo dice: “se posibilite la destrucción, inhabilitación o sabotaje de cualquier infraestructura de carácter estratégico o prioritario, así como la indispensable para la provisión de bienes o servicios públicos de agua potable, de emergencia, vías generales de comunicación o de cualquier tipo de infraestructura que represente tal importancia para el Estado, que su destrucción o incapacidad tenga un impacto debilitador en la seguridad nacional”.
Entonces, creo que ésta podría ser la argumentación que podría justificar, de alguna manera, para fundar y motivar, precisamente, la clasificación de la información, porque como hemos visto en otros casos, cuando se ha hecho, por ejemplo, por la fracción I del 183, simplemente no da porque es la seguridad de las personas, seguridad o vida de las personas, pero hacer que encuadre este supuesto en el caso concreto, resulta muy difícil, muy, muy difícil, de hecho, en esta sesión vamos a abordar un recurso de revisión que viene en segunda instancia del INAI, en el cual se argumenta muy, muy bien eso, o sea, cómo es que no basta con que digas: pues sí, es que hay un riesgo. No, tienes que hacer caso y cómo a la persona le aplica este supuesto, en este caso concreto y entonces irse uno por uno.

Entonces, es una cosa muy, muy complicada y como hemos visto, finalmente, bueno ––termino nada más–– que la ley local ya no permite reaccionar por seguridad nacional ni nada de ello, sin embargo, sí podemos aludir a la normatividad a la que estamos sujetos todos los integrantes del Sistema Nacional de Transparencia. En este caso la Ley General que a través de sus artículos 113, estos lineamientos precisamente son el cómo aplicar el 113 de la Ley General y creo que estos dos lineamientos que acabo de señalar podrían dar, precisamente, la argumentación para la clasificación de la información, precisamente por tratarse de instalaciones, en este caso hidráulicas y de comunicaciones que resultan importantes para seguridad nacional.
Y finalmente consideremos que, además, como bien se estuvo viendo y revisando en el recurso de revisión, no es tampoco una obra a cargo enteramente de la Ciudad de México, sino que está en relación con una instancia federal, que es la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, por eso creo que en este caso podría encuadrar esta argumentación.
Lo pongo a su consideración. Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Comisionada, Comisionados, está a su consideración la reserva hecha por el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, yo nada más una, digamos, de acuerdo con la argumentación de si se tendría que clasificar o no la información, que es un problema con esas clasificaciones porque, digamos, el INAI tajantemente dijo: no pueden ustedes meter otra causal de instalaciones estratégicas en las armonizaciones.
Claro, y la mete en un lineamiento, me parece verdaderamente absurdo, o sea, porque la mete en el lineamiento y no la quita en las leyes, pero bueno, ya no voy a decir nada porque luego se enojan conmigo, pero bueno, tengo que decir.

Segundo, lo que se refiere al tramo, al tercer tramo, el tercer tramo de este tren interurbano, lo que es obra civil y ahí los especialistas que me auxilien, lo que es obra civil sí le corresponde al Gobierno de la Ciudad de México, sólo lo que es obra civil. La parte de, le está pidiendo cosas subterráneas, planos subterráneos, no sé si exactamente lo pueda o no tener, o sea, que ahí viene el asunto, ¿por qué? Porque se cruzan ahí un par de cosas, o sea, sí, claro, SACMEX, pero también se puede cruzar CFE, se puede cruzar o alguna otra cosa.
Entonces, digamos, la primera cosa es y bien dice el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, necesitamos tener certeza de que esa información en realidad sí la posea la Secretaría de Obras y Servicios, sé que tiene planos, pero de obra civil que están en el asunto del micrositio.

La otra parte si hay certeza y si va y si la tiene, o sea, digamos, si se puede ubicar y si la tiene, pues bueno, tendría que venir este proceso de clasificación, pero creo que la primera parte de, como bien nos lo expone además en la orden, la primera va a tener que ser, se ubique que sí es competente, si la tiene evidentemente se pronuncie y si es el caso, vaya al asunto de la clasificación con, digamos, estas características que puede tener, que es verdaderamente un bien en general, yo creo que los lineamientos no pueden estar por encima ni siquiera por las leyes locales así vistas por el legislador, las leyes locales, pero creo que no pueden estar encima.
Pero digamos, en esta cosa como identificar si lo tienen, si se ubica, si es competencia se pronuncie y si es así que podamos ir a la clasificación con esas características.
Comisionado, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias. Yo comparto también esa duda al momento de revisar esto, bueno, para empezar a ver si tiene el sujeto obligado aquí de la Ciudad, la Secretaría de Obras esta información que le están pidiendo, porque, además, primero hay que señalar, no está pidiendo los sondeos. No, esos sondeos los dice como referencia de la ubicación de lo que está pidiendo, es decir, los planos que yo quiero no se ubican en cualquier parte, se ubican en tal, dónde y de ahí les da los puntos específicos a través de los sondeos.
Entonces, es una cosa importante ahí de tener, claro y creo que ello ameritaría inclusive una revisión del recurso, porque hay un momento en que pareciera que le estamos diciendo que tiene, le está pidiendo el sondeo y no es eso lo que pide, de hecho, hasta en el agravio lo señalo, lo que pide es otro que está abajo, en las instalaciones subterráneas.

Sin embargo, el recurso, aquí nuestra área Jurídica hizo muy bien en revisar lo que hay de información en el sitio de internet del propio sujeto obligado donde hay un micrositio específicamente para esta obra, que es muy importante.
Y ahí en una de las secciones hace mención y cito textual, en la sección de preguntas frecuentes preguntan: ¿se suspenderán los servicios de agua y drenaje en la zona donde se construirá el tramo 3 del tren interurbano? Y la respuesta es: para evitar dañar o suspender estas instalaciones se realizan estudios preliminares que consisten en sondeos y calas de suelo para la identificación de obra inducida. Esto, por un lado.
Entonces, sí existe la parte de esta información, pero hay otra parte en el recurso de revisión en donde señala que para poder dar la licitación se entregaron los planos con toda esta obra, acá, acá porque para hacer este tramo tenía que entregarla, nada más que se le obliga a la Secretaría de Obras que a quien entregue los planos para que puedan hacer las propuestas, para concursar en la licitación, si van a imprimir esos planos, recordemos que son cuestiones digitales, entonces, tiene que comprometerse a la confidencialidad de toda esa información, o sea, sí hay esa parte de cuidado en el que está bien, para que tú puedas concursar necesitas la información, te doy los planos, pero para ese solo objetivo y una vez concluyendo vienen de regreso y si hiciste impresión, igual.

Entonces, esa parte la desarrolla en otro momento aquí el propio recurso de revisión, por lo cual, se concluye que sí tiene la información. En donde yo digo es que ya nos quedamos corto, es de que está bien, vas a traer información y la vas a tener que someter a tu Comité de Transparencia, pero y esa información qué naturaleza tiene y ya estamos viendo que es una información delicada, efectivamente, y cómo la vas a encuadrar en la ley, o sea, para clasificarla como de acceso reservado, en este caso, la clasificación reservada.
Bueno, por eso es que mi propuesta es que ya, para concluir, es justamente que aludamos a lo que plantean los lineamientos en relación con la Ley General.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Está bien. No sé si haya alguna otra cosa, pero todos más o menos claro, lo único que digo es que busque como viene, que ubique, que diga, que la identifique, que se pronuncie sobre el tema y si hay, digamos, si tiene que pasar por un proceso de clasificación en esta información, pues ya haga acopio de todo este tema de los lineamientos para clasificación y desclasificación de información pública emitidos por el Sistema Nacional de Transparencia.
Exacto, exacto, por el Consejo, sí, sí, pues hacemos raras la verdad, o sea, cosas, pero bueno.
Señor Secretario Técnico, por favor.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.
Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información, RR.SIP.0740/2017 de la Secretaría de Obras y Servicios, sea el de modificar por las consideraciones y ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.
Se aprueba por unanimidad. 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Vamos al siguiente recurso de revisión, que es el 0747, el sujeto obligado la Delegación Tláhuac.

Nuestra Directora Jurídica para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Delegación Tláhuac. Expediente: RR.SIP.0747/2017.

Solicitud: la particular solicitó el Padrón de Establecimientos Mercantiles con licencia de funcionamiento vigentes.

Respuesta: el sujeto obligado a través del Jefe de Unidad Departamental de Licencias, Giros, Mercantiles y Espectáculos Públicos emitió una respuesta señalando un link electrónico a través del cual dio cabal cumplimiento a lo requerido por el particular.

Recurso de revisión: el recurrente se agravió en contra del contenido de la respuesta argumentando que la información proporcionada no coincidía con lo solicitado, en virtud de que requirió el Padrón de Establecimientos Mercantiles, el cual no contaba con los rubros establecidos en el Artículo 5° fracción III de la Ley de Establecimientos Mercantiles del Distrito Federal.

Consideraciones del proyecto: del análisis realizado al único agravio invocado por la particular se determinó infundado, ya que el sujeto obligado a través de la Unidad Administrativa competente atendió de forma categórica el requerimiento planteado en la solicitud de acceso a la información pública de mérito.

Sentido del proyecto: confirmar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Leyó muy rápido, Directora, ¿no? Estaba chiquito el recurso.

Este recurso de revisión se lo ha reservado la maestra Elsa Bibiana Peralta Hernández, a quien le cedo el uso de la palabra, por favor, maestra.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias, maestro. Aquí tampoco coincidimos con el sentido del proyecto de confirmar, por lo siguiente.

El recurrente solicitó el Padrón de Establecimientos Mercantiles actualizado, al dar respuesta el sujeto obligado sólo proporciona el link, el recurrente se inconforma por la información encontrada en el portal, ya que sólo corresponde al año 2016, así que como manifiesta que no cuenta con todos y cada uno de los rubros que de conformidad con el Artículo 5° fracción III de la Ley de Establecimientos Mercantiles del Distrito Federal, debería contener.
En ese orden de ideas, en primer lugar, no puede darse por válida la respuesta otorgada, toda vez que se ha determinado por este Pleno que el proporcionar sólo el link no debe darse por cumplido, con ello no da por cumplido el requerimiento.

En segundo lugar, debe estudiarse en el considerando cuarto la naturaleza de la información solicitada, Padrón de Establecimientos Mercantiles referente a la fracción XV del Artículo 124 de la Ley de Transparencia, de conformidad con los lineamientos y metodología de evaluación de las obligaciones de transparencia que deben publicar en sus portales de internet y en la plataforma los sujetos obligados de la Ciudad de México y determinarse que la información requerida debe contener los siguientes rubros.
Conforme al formato 15 LTAIPRC- Artículo 124 fracción V, el Padrón de Establecimientos Mercantiles refiere que se debe proporcionar el ejercicio, el periodo, el nombre del establecimiento mercantil, el giro, el tipo de vialidad, el nombre de la vialidad y el número exterior, con base en los datos que debe proporcionar por dirección.
Igualmente, debe proporcionar el número interior, en su caso, el tipo de asentamiento, nombre de asentamiento, clave de la localidad, nombre de la localidad, clave del municipio, nombre del municipio o delegación o clave de la entidad federativa, igualmente debe precisar el código postal, la fecha de apertura, el tipo de permiso, su horario permitido, si se permite vender o no bebidas alcohólicas y el hipervínculo al padrón correspondiente completo y vigente.
Por lo anterior, el sentido debe ser el de revocar a efecto de que el sujeto obligado proporcione el Padrón de Establecimientos Mercantiles actualizado, con todos y cada uno de los rubros antes señalados en el medio solicitado por el particular en un plazo de cinco días.

Es cuanto. Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionados, está a su consideración la reserva de la maestra Elsa Bibiana Peralta Hernández, en el sentido de modificar, según entiendo, ¿verdad? El revocar, no subsistiría nada. No, pues es el link, atendiendo un poco el agravio, porque el agravio dice, es que, sí, estamos de acuerdo.

Por favor, señor Secretario Técnico.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información, RR.SIP.0747/2017 de la Delegación Tláhuac sea el de revocar, con los ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.
Se aprueba por unanimidad. 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Vamos al siguiente recurso de revisión, que es el 0749, el sujeto obligado la Jefatura de Gobierno de la Ciudad.

Nuestra Directora de Asuntos Jurídicos para presentarlos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Jefatura de Gobierno del Distrito Federal. Expediente: RR.SIP.0749/2017.

Solicitud: el particular realizó 31 requerimientos sobre la licitación pública que tuvo por objeto concesionar una superficie de 13 mil 671.27 metros cuadrados para la construcción, administración, operación, explotación y mantenimiento del estacionamiento público subterráneo construido bajo determinado inmueble.

Respuesta: el sujeto obligado se declaró incompetente para detentar la información solicitada y remitió la solicitud de acceso a la Secretaría de Movilidad, Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, Delegación Benito Juárez y Autoridad del Espacio Público generándose nuevos folios de canalización.

Recurso de revisión: el particular se agravió en contra de la respuesta señalando que el sujeto obligado al declararse incompetente le niega el acceso a la información pública que debe detentar, pues como titular de la Administración Pública es responsable de atender las funciones administrativas que tiene encomendadas, por lo que no puede evadir su responsabilidad señalando que es incompetente cuando la Ley Orgánica de la Administración Pública especifica sus facultades limitándose únicamente a remitir la solicitud a otros sujetos obligados, cuando debe de conocer sobre la concesión de materia de la solicitud y detentarla, por lo que se le debe de obligar a su entrega.
Consideraciones del proyecto: de la investigación realizada a la página de la Oficialía Mayor se pudo determinar que el inmueble que refiere el particular en su solicitud es del dominio público, por lo que, para otorgar la concesión para la construcción y operación de un estacionamiento subterráneo, debe realizarse a través de una declaratoria de necesidad, de acuerdo con lo que determina la Ley del Régimen Patrimonial y del Servicio Público.
Por otra parte, la Oficialía Mayor ejerce los actos de transmisión de dominio y emite opinión mediante la evaluación técnica, financiera y análisis de costo-beneficio para el otorgamiento de concesiones de este tipo; sin embargo, el sujeto recurrido no remitió la solicitud a la Oficialía Mayor para que se pronunciara sobre lo solicitado.
En este sentido el sujeto obligado deberá pronunciarse en el ámbito de su competencia respecto a la declaratoria de necesidad y remitir a la Unidad de Transparencia de la Oficialía Mayor la solicitud del particular para que en el ámbito de sus facultades se pronuncie sobre aquellos requerimientos de su competencia.

Sentido del proyecto: modificar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Este recurso de revisión se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias. De acuerdo con el sentido del proyecto, solamente mi propuesta es que pudiéramos ajustar esta forma de redactar la orden porque pareciera que ya nada más tiene que referirse a la declaratoria de necesidad cuando ya vimos en todo el recurso que sí es competente para atender los requerimientos. Eso sí, los que le competan porque ya vimos que hay otros que no sería propiamente Jefatura, sino nada más eso.

Pero como está redactada la orden, parecía que nada más sobre la declaratoria y es muy limitativo. Entonces, únicamente ajustar esa redacción. 

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Está, creo que todo mundo estamos de acuerdo, que finalmente precisar un poco en la orden qué le tendría que competer a la Jefatura, pues seguramente le llegaron algunos oficios, lo que le haya llegado, que pueda responder sobre el tema y la remisión, como nos lo plantea en el proyecto.

Señor Secretario Técnico, para que pueda ponerlo a consideración del Pleno.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información, RR.SIP.0749/2017 de la Jefatura de Gobierno del Distrito Federal, sea el de modificar, con los ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.
Se aprueba por unanimidad. 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. El siguiente recurso de revisión me pide el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, quien se lo ha reservado, que omitamos la lectura y que iría directo a la observación del recurso.
Por favor, Comisionado.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias, muy brevemente, lo que pasa es que es un par de observaciones relacionados con la forma, es decir, con un par de redacciones, un párrafo que la verdad no se entiende nada y otro que, bueno, también traía ahí un problema de redacción para su comprensión, que pasaría yo directamente a la Secretaría Técnica, puesto que no tiene nada que ver con el fondo del tema ni modifica el sentido de la orden ni nada.

Entonces, si ustedes están de acuerdo, le paso a la Secretaría Técnica mis observaciones.

Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Nada más nos va a pasar un recurso distinto, dice, pero no modifica el fondo.

Maestra, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias. Yo aquí quisiera hacer notar que, desde luego, estoy de acuerdo con ése, yo también me percaté de esa observación. 
He estado haciendo llegar vía memorándum una serie de observaciones, tanto a la Secretaría Técnica como a la Dirección Jurídica, de forma, o sea, para no entretener demasiado aquí ese tipo de observaciones, que no trascienden al fondo, que no violentarían el voto emitido por ustedes, pero que son correcciones de diversos temas, así es, párrafos, fechas, cosas así que no trascienden, insisto, porque las que trascienden las pongo siempre a su consideración.
Entonces, igual nada más para que quede como constancia. Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien, maestra. No y además agradecemos el asunto del trámite que las cosas de forma puedan pasar, digamos, para los debidos engroses, pues hacer todas las correcciones en el asunto, se agradece el asunto del trámite.
Señor Secretario Técnico, para que pueda poner a consideración del Pleno este recurso de revisión.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información, RR.SIP.0750/2017 de la Delegación Benito Juárez sea el de revocar, con los ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.
Se aprueba por unanimidad. 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Vamos al siguiente recurso de revisión, que es el 0761, el sujeto obligado la Secretaría de Gobierno de esta Ciudad.

Nuestra Directora de Asuntos Jurídicos para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Secretaría de Gobierno de esta Ciudad. Expediente: RR.SIP.0761/2017.

Solicitud: del periodo comprendido del 1° de diciembre de 2005 al 20 de marzo de 2017 se proporcione un listado de los conciertos, espectáculos, eventos, exhibiciones, filmaciones, muestras, ferias y todo tipo de actos y/o ceremonias realizados en el Zócalo de la Ciudad de México, incluyendo el nombre, la descripción del evento, la fecha y hora en que tuvo lugar, si los organizó el Gobierno de la Ciudad o alguna de sus dependencias o si fue por particulares, proporcionando una relación de los pagos realizados para su celebración, así como los contratos respectivos y copia de los recibos o facturas correspondientes.
Respuesta: el sujeto obligado proporcionó al particular una tabla de los eventos realizados en el periodo comprendido del año 2012 a la fecha, indicando el nombre del evento, quién lo organizó, fecha de celebración, horario, aforo, categoría y localización.

Recurso de revisión: el particular manifestó su inconformidad con la respuesta emitida indicando que la misma fue incompleta, debido a que no le fue entregada la información de los años 2005 al 2011, a pesar de ser información que es de carácter público, por lo que debe constar en los archivos de la autoridad recurrida.

Consideraciones del proyecto: del estudio realizado a la respuesta emitida en atención a la solicitud de acceso a la información pública de mérito, se advierte que el sujeto obligado fue omiso en informar de forma debidamente fundada y motivada las causas por las cuales sólo cuenta con información a partir del año 2012, sino de igual forma omiso en remitir la solicitud ante las autoridades competentes para pronunciarse al respecto, siendo éstas la Delegación Cuauhtémoc y la autoridad del Centro Histórico, por lo que la respuesta emitida faltó a lo establecido en el Artículo 6° fracciones VIII y X de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, ordenamiento de aplicación supletoria a la ley de la materia.

Sentido del proyecto: modificar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias. Este recurso de revisión se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Este 0761 es casi idéntico al 0762, lo que pide es prácticamente lo mismo y si ustedes no tienen inconveniente podría abordarlos de manera conjunta, aunque bueno, no dejo de observar que también la Comisionada se reservó el 0762; sin embargo, yo haría mis observaciones de manera conjunta si ustedes me lo permiten porque además son las mismas observaciones para ambos recursos.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Adelante.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Vamos, entonces, primero con el recurso, porque además los sentidos son distintos. En este caso es modificar en el 0761 y estando de acuerdo con el sentido del proyecto, creo necesario los siguientes ajustes:

Primero, desestimar la parte del sobreseimiento por no haber remitido, piden eso, pero la Secretaría ya estaba imposibilitada al provenir la solicitud de una remisión, por cierto, de este Instituto. Entonces, se debe desestimar la respuesta complementaria por falta de congruencia, pues si sólo conserva la información de un año atrás no podría haber proporcionado la información de 2012, es lo que le dice, por la cuestión del COTECIAD y todo ya nada más es un año y ya no la tengo, ¿cómo es posible entonces que pudiste entregar la de 2012 si a partir de un año ya la destruyes?

Bueno, entonces, ¿qué es lo que se necesita aquí? Hacer el ajuste, realizar la búsqueda, ante la inconsistencia es realizar la búsqueda de la información de localizarla, entregarla.

Ahora, si se eliminó efectivamente la información de conformidad con el Catálogo de Disposición Documental, entonces tendrá que informarlo, pero tendrá que anexar la baja documental, el acta de la baja documental y con ello acredita que efectivamente la información ya no la tiene.

Además, en este 761 orientar al particular para que presente su solicitud ante la autoridad del Centro Histórico y ante la Delegación Cuauhtémoc.

El sentido decía es modificar.

Y en el 762 es prácticamente el mismo requerimiento de información y al igual que el anterior no procede el sobreseimiento por falta de congruencia de la respuesta complementaria, por lo mismo que dice que ya nada más conservan la información un año, pero estamos viendo que sí tenía información desde 2012 que fue la proporcionó.

Entonces, igual, desestimar el sobreseimiento y en considerando cuarto modificar para ordenar, igual, también la búsqueda de la información, entregarla en caso de que la localice, en caso contrario entonces hacer las manifestaciones correspondientes, anexar el acta de baja documental en caso de que la información ya se haya depurado y además proporcionar los datos de contacto para que el particular presente también la solicitud ante la autoridad del Centro Histórico y la Delegación Cuauhtémoc, que aunque es lo mismo del recurso anterior, pero finalmente son dos recursos diferentes.

Creo que aquí pudieran haberse acumulado, pero no se hizo, en fin, en todo caso pues así va a tener que ser en cada uno de los dos recursos prácticamente la misma orden.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Maestra, no sé si, digamos, sé que estamos en 761 pero no sé si. Usted trae reservado ese de 762, entonces, no sé si pudiéramos ir a la reserva de una vez que usted trae y votarlos 761 y 762, ¿sí?

Entonces, le cedo el uso de la palabra para la reserva del 762.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Sí, gracias. De hecho, es idéntico pero yo por eso me reservé el 762 para hablar y remitirme al 761, entonces, pero es en los mismos términos y si me permite leeré las observaciones que coincide.

No se coincide con el sentido del proyecto de sobreseer porque efectivamente en la sesión existe un asunto similar que es este 761, que estamos analizando, en el cual se solicitan los mismos requerimientos al mismo sujeto obligado y donde, y como bien dice el Comisionado, ya se había determinado modificar y hay un tema ahí de incongruencia que habría que atender.

Igual, se establece que, al realizar el estudio de la respuesta complementaria en el considerando segundo, ésta debe desestimarse por no remitir la solicitud a las autoridades también competentes.

En el considerando cuarto debe realizarse el estudio que se realiza también en el 0761 y determinar que son competentes también la Delegación Cuauhtémoc y la autoridad del Centro Histórico.

En ese sentido, en este caso, que era el de sobreseer para ajustar al otro tema, la observación viene por modificar, que es la propuesta que yo haría en el 0762, a efecto que mediante su correo institucional remita también las solicitudes a las autoridades antes mencionadas y el plazo, que sea todo en un plazo de tres días.

Es cuanto, gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Creo que son muy coincidentes, cinco días para que pueda, sobre todo, exacto, para que pueda hacer la búsqueda exhaustiva, como ustedes lo han dicho. Hay que desestimar sobre el sobreseimiento, hay que más bien ir a cuarto, como ustedes bien lo han dicho, la búsqueda exhaustiva, de localizar la información la entrega y si no, pues evidentemente entregar el acta del COTECIAD en términos de la baja documental de esa información, que es básicamente y, evidentemente entregar los datos de contacto tanto de la Delegación Cuauhtémoc como de la autoridad del Centro Histórico que serían las instancias competentes para conocer sobre los eventos desarrollados.

Antes de someter a consideración el asunto, el Comisionado David Mondragón Centeno.
C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, yo sólo quisiera hacer un comentario y manifestar mi extrañeza por la respuesta del ente en el sentido de que durante un año de acuerdo a su Catálogo de Disposición Documental sólo lo conservan un año y después lo destruyen, eso discúlpenme el dramatismo pero se me hace una barbaridad, ¿por qué? Porque estamos hablando de rendición de cuentas y en la rendición de cuentas lo que implica un gasto o un acto de esas características no es para destruirlo el año que viene, ¿por qué? Porque este gobierno tiene que dejarle al gobierno que viene toda la documentación respecto de su gestión, lo mismo que este gobierno debió de haber recibido de la anterior toda la documentación de acuerdo a su gestión.

Me parece que en términos de normatividad —no estoy muy seguro de ello— pero no puede ser que esté a un año, creo que lo mínimo que hay para documentos de relevancia es de tres años, seis años, diez años, pero no un año.

Entonces, creo que la respuesta del sujeto obligado pues es muy cuestionable en ese sentido y yo lo que le pido al Jurídico y les propongo a ustedes compañeros Comisionados y Comisionada, es que se revise la normatividad de archivos para que en el recurso aparezca que de acuerdo al análisis que se hizo a la materia de archivos no es posible que información de ese carácter sea destruida al año, porque si bien es cierto que las dependencias tienen Subcomité de Archivos, Subcomité Técnico, su COTECIAD y también ellos elaboran su catálogo pues la verdad es que no lo pueden hacer discrecionalmente, no puede ser que todas las dependencias digan: ah, pues yo lo destruyo al mes de salidito y tan, tan, así está en mi catálogo y así está mi disposición. Creo que realmente es en absurdo que no tiene ni fundamento ni motivación.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Maestra, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Sí, gracias. Abonando a lo que dice el Comisionado, efectivamente, derivado de lo que se trata, recordemos que la información se resguarda todavía por un periodo del siguiente año por lo menos para efectos de revisión de los órganos internos o de las auditorías superiores, o sea, te revisan lo que hayas ejercido en el año anterior, entonces, me parece que si lo están destruyendo pues habría que tomar nota para ver que eso no corresponde.

Y otra, estamos hablando también de información que es fiscal, o sea, hay facturas, hay una serie documentos que fiscalmente hablando son cinco años para…, así es, entonces es información contable que bueno, me parece que no es adecuado.

No sé, hemos hecho algunas recomendaciones para que se abstengan de emitir este tipo de respuestas o este tipo de prácticas que son a todas luces contrarias a lo que es el derecho de acceso a la información.

Entonces, bueno, en este caso, pues si ustedes tienen a bien considerarlo, pues hacer la recomendación, sobre todo, considerando de qué Secretaría se trata.

Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Nada más, digo yo estoy de acuerdo con lo que se dice, digamos, a nosotros no nos alcanza para meternos en el tema de archivos, esa parte no quedó en el asunto de la ley.

Yo creo que sí es como dice el Comisionado David Mondragón, sin calificarlo, eh, una muy mala práctica si el COTECIAD está, digamos, haciendo una destrucción anual de una serie de documentos, que no creo porque si ustedes se remiten a la respuesta originaria, en realidad le piden 2005, 2017 y él da 2012 por una sencilla razón, porque está en una lógica archivística, entonces, siete años atrás pues evidentemente ya está en Archivo Histórico, pensando en el asunto y por eso da 2012, 2017, pensando en el asunto y creo que esta respuesta tampoco puede ser una respuesta, exacto, por responder algo, pues responden: es que el COTECIAD da baja documentales cada año.

Yo creo que lo, no sé qué tipo de valores documentales tenga eso, porque nosotros no tenemos facultad para el tema, pero creo que con lo que dice el Comisionado y la Comisionada en términos de que entregue precisamente el acuerdo de la baja documental, tendremos certeza de si se hace o no se hace, pues digo, ahí con esas características.

Que yo creo que finalmente cualquier COTECIAD está sujeto a los plazos de la Ley de Archivos y ésa marca muy claramente los plazos de gestión, concentración, histórico, que son las cosas básicas en términos de archivos.

Entonces, creo que con lo que ustedes han dicho en términos de entréguenos la baja documental podemos ahí y si la tienen, bueno, pues es ya un tema de su propio mecanismo de archivos.

Maestra, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Maestro. Igual, con el fin de abundar y considerando que a lo mejor nosotros tenemos todavía una normatividad en materia de archivos que es imperante actualizar.

Recordemos que en el Sistema Nacional y, hace trajimos unos lineamientos a colación, en el Sistema Nacional también se emitieron lineamientos en materia de archivos que resulta que ya son aplicables de acuerdo a las consideraciones en materia de archivos porque es normatividad emanada de la Ley General y normatividad que establece también ya una serie de parámetros al respecto que estamos obligados todos a obedecer, a conocer y a obedecer.

Entonces, de alguna manera, en el caso de los entes de transparencia sí nos alcanza el tema de archivos con base en esos lineamientos porque esos lineamientos también nos obligan y nosotros los votamos y los aprobamos en las comisiones respectivas.

Entonces, estos lineamientos sería imperante que los conozca todo mundo, que de hecho ya están publicados y se ha hecho una difusión al respecto de manera local porque son los que están fungiendo, según el dicho del propio AGN, están fungiendo como la normatividad a nivel nacional en materia de archivos, estos lineamientos que emanan de la Comisión de Archivos y que fueron aprobados al seno del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia y que son nuestra normatividad que hay ahorita a nivel nacional en materia de archivos, y que los órganos locales están obligados ya a acatar.

Entonces, considerando todavía eso pues habría la posibilidad abundando, de que todos los órganos, hacer ahorita también un llamado para que todos los órganos de la Ciudad de México, los sujetos obligados le den una revisadita a estos lineamientos en materia de archivos y vayamos revisando esos temas y ajustándonos. Eso es abundando a lo que usted dice.

Gracias, maestro.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias.

Comisionado David Mondragón Centeno, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, quisiera aclarar que yo me estoy refiriendo a que no es posible que los hayan destruido, si se trata de una destrucción la verdad es que sí, esto necesita de una valoración importante y de una revisión adecuada junto con el sujeto obligado.

Si se trata de una baja documental ese es otro carácter, esa sí puede darse al año, al año y medio, a los dos años, la baja documental, es decir, que pase del archivo de trámite al archivo de concentración y después de un tiempo al histórico. Eso creo que todos los tenemos claro.

Por otra parte, me queda perfectamente claro, Comisionado Presidente, pues que nosotros no tenemos atribuciones en materia de archivos, pero mi argumento va en el sentido y creo que esto puede ayudar, en el sentido de que en el análisis del fundamento de la respuesta, nosotros podemos decir, ese no es un fundamento nada más porque es la verdad, si nos fundamentan una respuesta con base en algo que legalmente no es, que normativamente no aplica pues nosotros sí podemos entrar al análisis de decir este argumento que das de acuerdo a la Ley de Archivos no corresponde y más aún con el elemento que acaba de introducir la Comisionada Elsa Bibiana Peralta, de los lineamientos de archivos que sí efectivamente viene de una Ley General, estamos obligados aunque no se armonice todavía nuestra ley, pero es el debate que tuvimos también con la Ley General de Transparencia, si ya entraba en aplicación desde el momento en que se aprobó la Ley General o teníamos que esperar a que se armonizara.

Hubo un debate en todo el país, en algunos lugares se aplicó la Ley General, en otros lugares se esperaron hasta armonizar su ley, pero al final de cuentas esa etapa ya pasó, ya pasó porque ya toda las leyes de transparencia están armonizadas.

Ahora, pues a lo mejor lo que hay que esperar para evitar el debate es esperar a que pase el año que establece el transitorio de la Ley General de Archivos y de la Ley General de Datos Personales, para decirle: eso es de aplicación porque está clarísimo en los transitorios, si no se armoniza entra directamente como la norma, lo que se establece en las leyes generales.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Creo que con la reserva hecha por los Comisionados salvamos esa parte porque dicen: a ver, pues entrégame el asunto de la baja documental o lo que tenga en el COTECIAD en términos del acuerdo para destruir, dar de baja o lo que sea ese asunto.

Creo, digamos, es muy válida la preocupación en esos términos porque sí es de extrañar que se haga una baja o una destrucción de documentación en periodos tan cortos, cuando hay, digamos, estamos haciendo un, hay que ajustarlo pronto en términos de archivos eso porque sí es un tema complicadísimo el asunto.

Nuestra ley, nosotros sí habíamos propuesto, o sea, que otra vez regresáramos a archivos, pero ahí sí unánimemente la ciudad dijo: no, ya quédense con acceso y ahí archivo lo vamos viendo. Fue literal el tema, pero bueno, veamos este tema.

Yo diría que en el tema del cumplimiento ahí le echáramos un ojo de manera puntual al tema de cómo está el asunto de los acuerdos de COTECIAD y todo el tema que tiene que ver precisamente con bajas documentales, destrucción de esa información y a partir de eso ya tendremos una orientación; un poco con lo que dice la maestra y el Comisionado David Mondragón, y atendiendo a la reservas hechas por el Pleno.

Señor Secretario Técnico para que pueda poner a consideración. Ambos serían precisamente por modificar, exactamente, con las observaciones hechas por ambos.

El Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava entrega de forma un nuevo recurso, nuevo recurso, porque es sujeto obligado venía.

Señor Secretario Técnico, por favor.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución de los recursos de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP.0761/2017 y RR.SIP.0762/2017, ambos de la Secretaría de Gobierno, sea por modificar con los ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Me dice el Comisionado Alejandro Torres, que si ustedes lo permiten, el siguiente sería sin lectura por parte de nuestra Dirección Jurídica, bueno, asuntos jurídicos y presentaría la reserva de manera directa al Pleno.

Comisionado, por favor, usted en el uso de la voz.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Se trata del recurso de revisión RR.SIP.0781/2017 de la Delegación Benito Juárez y esto es porque es nada más la cuestión de los cuadros que se están incorporando aquí en el recurso de revisión que no se ven, en páginas 8, 9 y 20 que ustedes ven, pues no se ven. A lo mejor el área de Comunicación, los diseñadores podrían ayudar al área Jurídico para incorporarlas y si no pues entonces hacer la descripción de los mismos para que quede claro al recurrente qué es lo que se está planteando aquí y al sujeto obligado también desde luego.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien.

Comisionado David Mondragón Centeno, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, dada la reiteración de este fenómeno, yo quisiera resaltar la importancia de que en el recurso de revisión, en la resolución, en el proyecto que se elabora en el Jurídico, se integren copias que sean legibles porque debemos de considerar que esto llegue a una segunda instancia, ya sea el INAI, ya sea al Poder Judicial.

Creo que no va a dar mucho a nuestro favor, no nos va a favorecer, sino todo lo contrario el que el recurso de revisión traiga cosas ilegibles, por eso es que si en el expediente existe el documento legible, pues evitémonos el trabajo de mal escanearlo y mal imprimirlo y mal integrarlo, y simplemente en el documento, en el recurso hacer referencia “el documento fulano que obra en el expediente” y ya no necesitan fotocopiarlo y pegarlo y ponerlo porque sí hay problemas a veces de fidelidad, no es culpa de las personas, es una cuestión tecnológica que baja de calidad cuando va pasando de papel al escáner y luego del escáner al documento y luego del documento a la impresión.

Entonces, para evitar todo eso, cuando sea necesario, cuando podamos, bueno, adelante, pero cuando se vea que no es muy legible lo que integramos al recurso entonces optar por hacer la referencia como ya lo ha reiterado en varias ocasiones el Comisionado Alejandro.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Maestra, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias. Yo me sumo a lo reiterado de este tema, pero hablo en auxilio de la Dirección Jurídica y del tema tecnológico.

Nos urge contar con equipo que nos permita hacer esto de manera adecuada, entonces, yo creo que debemos asumir en este Pleno la responsabilidad que tenemos todos de proveer el equipo necesario y las condiciones necesarias a las áreas que corresponde para que puedan hacer su trabajo adecuadamente.

Entonces, en este sentido pues asumo la responsabilidad que me toca y hago la petición formal al Pleno de que nos hagan llegar el equipo necesario.

Pues sí, si es necesario hasta sacrificar, como dice el Presidente, nuestro sueldo para comprar un escáner, con mucho gusto, con mucho gusto hacemos la donación. 

Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien, maestra, muchísimas gracias.

¿No sé si haya alguien más?

Comisionado David Mondragón Centeno.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, acusamos de recibo la solicitud que ya no es nueva, que ha hecho de manera muy justificada la Comisionada Elsa Bibiana y yo creo que lo vamos a revisar en el Programa de Adquisiciones de este año de tecnologías, pues a mí que me toca coordinar esa área pues veré la forma de dar prioridades y atender esta solicitud y, por supuesto, de revisar los equipos que tienen ahorita porque tal vez podamos hacer algún enroque de alguien que tenga un equipo más eficiente y que no lo ocupe tanto a ustedes, también vamos a tratar de eficientar los equipos que existen y ver si el que tienen actualmente pues tiene alguna compostura o ver si hay, vamos a analizar el asunto con mucho gusto y mucha disposición, Comisionada.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias, Comisionado.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien, Comisionado.

Señor Secretario Técnico para que lo pueda poner a consideración del Pleno para que se corrijan las imágenes de la página 8, 9 y 20 de este recurso.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP.0781/2017 de la Delegación Benito Juárez, sea el de sobreseer por quedar sin materia con los ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Vamos al siguiente recurso de revisión que es el 0786/2017, sujeto obligado la Delegación Gustavo A. Madero.

Nuestra Directora de asuntos jurídicos para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Delegación Gustavo A. Madero. Expediente: RR.SIP.0786/2017.

Solicitud: el particular solicitó se les remitieran tres actas de las sesiones del Comité de Transparencia del sujeto obligado celebradas en diversas fechas.

Respuesta: el sujeto obligado atendió el requerimiento del particular remitiéndole las actas del Comité de Transparencia de su interés.

Recurso de revisión: el recurrente motiva su agravio en base a que el sujeto obligado remitió las actas del Comité de Transparencia de su interés sin firmas de los que en ellas intervinieron.

Consideraciones del proyecto: del estudio a las constancias de autos, así como a la legislación de la materia, se pudo determinar que respecto a que el sujeto obligado no remitió las actas del Comité de Transparencia del interés del particular debidamente firmadas por los que en ellas intervinieron, contravino lo dispuesto por el Artículo 90, fracciones IX y XII de la ley de la materia, en relación con el diverso 6º, fracciones I, VI y VIII de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, los cuales establecen que tratándose de órganos colegiados sus actos serán válidos cuando sean emitidos por el quórum legal, así como con la firma autógrafa del o los servidores públicos que lo emitan, aunado a que es necesario que los sujetos obligados justifiquen sus actos a través de los medios y procedimientos establecidos, contraviniendo así lo dispuesto en el Artículo 6º de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal de aplicación supletoria a la ley de la materia.

Sentido del proyecto: revocar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Me pide el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, que este 786 y 794 puedan, que prácticamente, exactamente, vale para el mismo comentario.

Entonces, si ustedes permiten, para que presente una reserva y un comentario para 786 y 794.

Por favor, Comisionado.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Gracias. En ambas solicitudes se pidieron actas de Comité de Transparencia para atender los requerimientos. El sujeto obligado le envió al particular los documentos de su interés pero sin firma, siendo este el motivo de inconformidad en las dos resoluciones; sin embargo, al comparar los asuntos se puede ver que hay una contradicción en los sentidos que se está emitiendo, ya que por un lado en el recurso con número 786 se propone revocar la respuesta y en el 794 se propone modificarla.

En ese sentido y a fin de evitar resoluciones contradictorias entre sí, se sugiere homologarlas y en ambos casos revocar las respuesta impugnadas, en atención a que le asiste la razón al recurrente ya que las actas del Comité de Transparencia que le enviaron no contenían las firmas de los servidores públicos, lo que constituye un acto de invalidez respecto a dichos documentos.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionada, Comisionados, está a su consideración…

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- (Fuera de micrófono, inaudible)

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- No, revocar, ambos por revocar, evidentemente no tenemos certeza por las actas de ese Comité de Transparencia, y lo que nos propone el Comisionado es que en ambas podamos revocar la respuesta.

Si no hay algún otro comentario, señor Secretario Técnico, para que lo pueda poner a consideración del Pleno.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP.0786/2017 y RR.SIP.0794/2017, ambos de la Delegación Gustavo A. Madero, sea el de revocar con los ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Vamos al siguiente recurso de revisión que es el 0791, el sujeto obligado nuevamente la Delegación Gustavo A. Madero.

Nuestra Directora de asuntos jurídicos para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Delegación Gustavo A. Madero. Expediente: RR.SIP.0791/2017.

Solicitud: la particular solicitó a través de medio eléctrico gratuito el Acta de la Tercera Sesión del Comité de Transparencia del año 2014.

Respuesta: el sujeto obligado proporcionó la información solicitada remitiendo un archivo electrónico en formato PDF, el cual contiene el acta de Comité de Transparencia de interés de la particular.

Recurso de revisión: la particular se inconformó con la respuesta por la falta de legitimidad de la documentación proporcionada al no encontrarse con el sello de recepción y las firmas de los integrantes.

Consideraciones del proyecto: del análisis realizado al único agravio invocado por la parte recurrente, consistente en que el Acta de Comité de Transparencia proporcionado por el sujeto obligado sin firma se determinó fundado, ello en atención a que el Artículo 90, fracciones IX y XII de la ley de la materia, en relación con el diverso 6º, fracciones I, VI y VIII, de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, señalan que tratándose de órganos colegiados sus actos serán válidos cuando sean emitidos por el quórum legal, así como con la firma autógrafa del o los servidores públicos que lo emitan.

Sentido del proyecto: revocar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Este recurso de revisión se lo ha reservado en primera instancia la maestra Elsa Bibiana Peralta Hernández, a quien le cedo el uso de la palabra.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Sí, perdón, maestro, disculpe. Gracias.

En este caso no se coincide tampoco con el sentido del proyecto de revocar por lo siguiente:

El requerimiento del particular se divide en dos partes. La primera de ellas va encaminada a indicar una serie de manifestaciones subjetivas al señalar que es ilógico que en una solicitud hecha con anterioridad le prorroguen el plazo para dar respuesta.

En la segunda parte solicita: quiero un oficio firmado por el Secretario particular donde me diga que un acta de comité que pedí de 2014 es compleja. El sujeto obligado al dar respuesta le indica que dio respuesta a la solicitud indicada por el particular, además le anexa de nueva cuenta la información que requiere.

El agravio hecho valer por el recurrente va encaminado a indicar que el acta anexada no reúne las características de validez (firmas), de lo anterior podemos percatarnos que el sujeto obligado no da respuesta a lo solicitado por el particular en la solicitud inicial, sólo emite una serie de argumentos anexando un documento que no tiene nada que ver con lo solicitado, además el agravio no tiene tampoco nada que ver con la solicitud inicial.

Por lo anterior, el presente recurso debe quedar sin materia y por lo tanto sobreseerse por improcedente, ya que no encuadra en ninguno de los supuestos del Artículo 234, supuestos para la admisión del recurso de revisión con relación a la fracción III que dice que no se actualiza alguno de los supuestos previstos en la presente ley del Artículo 249, así con el 249, fracción III de la Ley de Transparencia.

Es cuanto, gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Este recurso de revisión también se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias. Yo coincido con el análisis que hace nuestra compañera, la Comisionada, porque aquí de alguna manera creo que todos se fueron, hasta nosotros nos fuimos con la finta de qué era lo que estaba pidiendo.

En algún momento la persona hizo una solicitud “A” y entonces le extienden el plazo, le amplían el plazo para responderle porque es compleja y entonces hace una solicitud “B” para decir, a ver de cuándo acá lo que pedí es una cosa muy compleja como para que me amplíes la solicitud.

A ver dame el oficio donde diga el secretario particular que es una cosa muy compleja. Ah, eso es lo que está pidiendo, pero el sujeto obligado le responde ya dándole lo del Comité, el acta de aquel Comité, pero eso no es lo que pidió, pidió una cosa, un oficio donde le digan que era muy complejo lo que pidió en la solicitud “A”, entonces, ya de ahí mal; y mal la persona porque al agraviarse, se agravia del documento que le anexaron, pero eso no fue lo que pidió, entonces, ya no hay congruencia en su agravio respecto de lo que fue su solicitud, por ello es que considero también adecuado que finalmente no hay aquí.

En todo caso, tendríamos que haberle pedido que precisara los agravios porque el agravio no se corresponde con la solicitud que hizo, pero no hicimos esa prevención.

Al final, nosotros como órgano garante también nos vamos con la finta, analizando lo que le entregó de información que como en los casos anteriores vemos que no tenía las firmas, entonces carece de legalidad, pero eso no era el punto, el punto era un oficio en el cual le dijeran que lo que había pedido en aquel entonces era una cosa muy compleja por lo cual se justificaba la ampliación del plazo para hacerle respuesta a aquella solicitud primera, aquél primer folio, no a éste.

Entonces, por eso es que creo que, como dice la Comisionada, finalmente, debería sobreseerse por no haber finalmente ahí materia.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionados, está a su consideración las reservas.

Creo que coinciden, el tema de las reservas en términos de hacer un sobreseimiento por no haber materia. Los argumentos que da la maestra quedan claros, que no hay solicitud, no hay agravio, no hay una serie de cosas.

Claro, nosotros, no con la finta sino finalmente en un espíritu garante le dijimos: a ver, lo que está pidiendo es el acta, es que es la tercera de 2015, 2014 no sé, 2014, ¿no? Y había pedido otras, 2013, 2014, 2016 esas cosas, claro, por eso el recurso va por ahí y el asunto otra vez de entrégale el asunto del acta, pero claro, el argumento, el agravio es dime qué es compleja y explícame por qué es compleja y luego.

Entonces, digamos, técnicamente creo que podemos ir al sobreseimiento porque no hay materia en el tema.

Si no hay alguna otra consideración, por favor, señor Secretario Técnico.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP.0791/2017 de la Delegación Gustavo A. Madero, sea el de sobreseer por quedar sin materia por las consideraciones y ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Vamos al siguiente recurso de revisión que es el 0809 de este año, el sujeto obligado la Delegación Benito Juárez.

Nuestra Directora Jurídica para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Delegación Benito Juárez. Expediente: RR.SIP.0809/2017.

Solicitud: le entregue en medio electrónico gratuito de una relación de los contratos celebrados para obra en el parque ubicado entre las calles Heriberto Frías, Pestalozzi y Mateos Romero y Pilares, correspondientes a los ejercicios fiscales 2014, 2015 y 2016, indicando para cada obra el nombre del proveedor, número, fecha y monto del contrato, origen del recurso, federal, local, presupuesto participativo, forma de adjudicación del contrato, directa, invitación restringida, licitación pública y el estado actual de la obra, concluida en proceso o por realizarse, así como la entrega gratuita en medio electrónico de todos los contratos mencionados en dicha relación, así como todos sus anexos y en caso de los documentos de entrega-recepción de las obras concluidas y los calendarios de ejecución de las obras por realizarse.

Respuesta: el sujeto obligado proporcionó una relación de contratos con la información requerida y en cuanto a éstos y todos sus anexos ofreció como opción la entrega de la información previo pago de 4 mil 176 hojas o la consulta directa, señalando fecha, horario y lugar para ello.

Recurso de revisión: el particular se agravia en contra de la respuesta señalando que la información se le debió de entregar en forma gratuita al ser pública de oficio, además de que en la consulta directa la información que se puso a disposición estaba incompleta, además de que no puede ser consultada en el portal de transparencia, ya hubiese ejercido una ampliación de plazo sin motivo.

Consideraciones del proyecto: de los agravios formulados por el particular, se advierte que éste pretende adicionar la solicitud inicial, perdón, adicionar la solicitud inicial, por lo que el presente medio de impugnación debe sobreseer únicamente respecto del requerimiento novedoso.

Por otro lado, del estudio realizado a la respuesta otorgada por el sujeto obligado se advierte que ésta atendió lo solicitado en su primera parte al entregar la relación de contratos solicitada y en cuanto a los anexos solicitados quedó plenamente justificado el cambio de modalidad en la entrega de la información, dado el volumen de la información requerida.

Sentido del proyecto: sobreseer respecto de los agravios que tienden a adicionar la solicitud inicial y conformar la respuesta del sujeto obligado.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Este recurso de revisión se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias. Este recurso es interesante porque plantea diversos agravios y mi observación va precisamente a revisar prácticamente todos porque creo que ahí hay unas imprecisiones.

Bueno, no coincido con la propuesta que se nos presente en este recurso que es sobreseer, por lo siguiente:

Primero, por lo que hace al agravio analizado en el considerando segundo, más que ser una denuncia o ampliación de solicitud, lo que la persona pretende dejar claro es que la información que requirió es considerada una obligación de transparencia, por lo que debería estar disponible en formato electrónico y considero que no debiera desestimarse como lo hacemos. A veces, parece que castigamos al solicitante por dar más elementos argumentativos de por qué se está agraviando y lo consideramos como una ampliación de su agravio, no, aquí está argumentando del que era una obligación de transparencia y entonces creo que debemos analizar en conjunto este agravio con el resto de los demás que se plantean.

Luego, es importante revisar la redacción del proyecto y el tipo de referencias que estamos haciendo en el mismo, cómo lo estamos estructurando, recordemos que van los resultandos y los considerandos y vamos por etapa; primero si somos competentes, con qué ley, en fin, todo eso, el segundo, todo eso.

En la página 14 para realizar un análisis en el considerando segundo estamos pidiendo que el lector se remita al considerando cuarto, pero si apenas estamos en el segundo y ya estamos haciendo la referencia al considerando cuarto, eso no tiene estructura. Entonces, creo que hay que corregir eso.

Ahora, en el considerando cuarto, cuando se analiza el primer agravio, que está en las páginas de la 32 a 36, establecemos que el sujeto obligado no estaba obligado a entregar la información en la modalidad electrónica por el volumen y al no tenerla digitalizada pero no analizamos en ningún momento de que se trataba de obligaciones de transparencia o no y declaramos infundado el agravio, pasando por alto que el mismo recurrente nos señaló que la información y eso debimos haberlo corroborado, que la información que estaba requiriendo debía estar digitalizada tal y como lo prevé el Artículo 121, fracción XXX, inciso a).

Luego, en el agravio segundo, el sujeto obligado en sus alegatos explica por qué no estaba obligado a tener ciertos documentos en uno de los expedientes y por eso declaramos infundado el agravio; sin embargo, los alegatos, como lo hemos expresado no son la vía para mejorar la respuesta y, en todo caso, debió haber explicado esta circunstancia en la respuesta original, y en este agravio también estamos omitiendo pronunciarnos sobre por qué es válido que no se le proporcionara uno de los contratos con sus anexos.

Luego en el agravio cuatro, donde nuevamente analizamos que no le fue proporcionada la información de manera gratuita, volvemos a omitir el hecho de que se trataba de obligación de transparencia y al analizar los agravios 5 y 6 relativos a la ampliación del plazo, establecemos que además de ser un acto consumado, el tiempo de respuesta era de nueve días con posibilidad de ampliación por otros nueve días más, pero en este caso, estamos olvidando remitirnos al Artículo 209 que establece que la información que esté disponible en internet deberá ser entregada en cinco días.

Por lo que al tratarse de un acto consumado deberíamos declarar el agravio fundado pero inoperante.

Luego, al analizar el agravio número 7, está más relacionado con la entrega de la información incompleta, únicamente estamos remitiendo a la conclusión del análisis del agravio segundo.

La propuesta es modificar y ordenar que le entregue la información en modalidad electrónica por tratarse de obligaciones de transparencia y que se reestructure el considerando cuarto, estudiando de manera conjunta los agravios que versen sobre el mismo tema para dotar de mayor claridad el análisis que se hace.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionados, está a su consideración.

Por favor, Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Nada más para felicitar al Comisionado Alejandro Torres por su excelente análisis y decir que me sumo en todos sus términos a su reserva.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Bien, todo mundo estamos…, igual, por mi conducto lo felicita la maestra, que es tan bueno el asunto que ellos van a hacer el engrose, dice la maestra, ¿no?

Está bien, creo que le da coherencia y sentido al tema porque sí, los agravios están rarísimos, sí chuecos, chuecos en el asunto, está bien, creo que, digamos, sé que son muchas páginas, seguramente tendrá que hacer un CD para que se lo ponga y que ese CD sea gratuito, digamos, es la forma porque es un volumen considerable de cosas.

Señor Secretario Técnico, con estas observaciones, que evidentemente tiene que ver con el estudio de los agravios y claro, lo que dice el Comisionado, no vayamos agravio por agravio porque por eso traemos problemas con el asunto, sino podamos hacer el estudio de dos o tres agravios en conjunto y la resolución sea, porque además son contratos que se los pueda entregar.

Ahí, nada más remitiendo porque son 2014, 2015, 2016, remitir al marco jurídico establecido en el asunto y con esas características.

Por favor, señor Secretario Técnico.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP.0809/2017 de la Delegación Benito Juárez, sea el de modificar por las consideraciones y ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Vamos al siguiente recurso de revisión que es el 0812/2017, sujeto obligado la Delegación Iztacalco.

Nuestra Directora Jurídica para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Delegación Iztacalco. Expediente: RR.SIP.0812/2017.

Solicitud: el particular solicitó del personal que se encuentra laborando físicamente en la Secretaría particular del Jefe Delegacional lo siguiente: nombre completo, funciones reales, tipo de nómina a la pertenecen, horario y sueldo mensual neto y bruto, si son sindicalizados, autogenerados o nómina 8, funciones reales y el horario de trabajo de cada uno de ellos.

Respuesta: el sujeto obligado envió a la particular información esquematizada en una tabla que contiene los rubros: nombre, contratación, jornada, sueldo bruto mensual, sueldo neto mensual y tipo de nómina, además un documento que contiene las funciones del secretario particular.

Recurso de revisión: la particular se inconformó en contra de la respuesta del sujeto obligado manifestando que no le proporcionó las funciones reales que lleva a cabo el personal adscrito a la Secretaría particular del Jefe Delegacional, con excepción del Secretario particular.

Consideraciones del proyecto: con base en el estudio realizado se determinaron consentidos de manera tácita lo relativo al nombre completo, tipo de nómina a la pertenecen, horario y sueldo mensual neto y bruto.

Por lo que hace a las funciones reales, se determinó que el sujeto obligado debe contar con esa información toda vez que de conformidad con la fracción II del Artículo 121 de la ley de la materia, es una obligación de transparencia común, por lo que debe contar con ella.

Asimismo, ya que se le informó a la particular que las funciones del personal de estructura serán descritas por el enlace designado por la Dirección General de Desarrollo Delegacional y que las funciones del personal de base, sindicalizado y de nómina 8 son designadas por el superior inmediato, no siendo eso lo solicitado y ya que sólo se le enviaron las funciones del Secretario particular se vulneraron los principios de congruencia y exhaustividad que rige la materia, por lo dicho con fundamento en la fracción IV del Artículo 244 de la ley de la materia, resulta procedente modificar la respuesta emitida por el sujeto obligado.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Este recurso de revisión también se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias. En este caso no estoy de acuerdo con el sentido que se nos propone, creo que debe ser confirmar por lo siguiente: 

De la lectura de la respuesta, se advierte que el sujeto obligado ya se pronunció respecto a las funciones de los servidores públicos. En la página 2 del proyecto, se advierte que el sujeto obligado en su dijo, cito: “en lo que respecta a las funciones reales de cada uno de ellos, me permito informarle que las funciones del personal de estructura serán descritas por el enlace designado por la Dirección General de Desarrollo Delegacional, las funciones del personal de base, sindicalizado o sindicalizado y de nómina 8 son designadas por el superior inmediato”. Hasta aquí la cita.

Sin embargo, estamos ordenando que entreguen las funciones reales, eso no existe ese concepto en dónde está, nosotros tenemos que ordenar respecto de la normatividad.

Entonces, eso implicaría tratar de obligar al sujeto obligado a hacer un pronunciamiento respecto de si hacen o no funciones que no tienen asignadas, pero esto ya escapa al alcance del derecho de acceso a la información. Por eso es que como dije, el sentido creo que debe ser confirmar la respuesta.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón Centeno, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, por las consideraciones que hace que ya expresó el Comisionado Alejandro Torres también me sumo a su propuesta de confirmar la respuesta y adicionalmente quiero hacer un comentario para que estemos muy atento de la subjetividad que luego impera en ciertas resoluciones que tenemos, a veces parte del sujeto obligado, a veces del particular que solicita la información.

En este caso estamos claramente ante una subjetividad del particular de decir: pues ya le dio las funciones, quiero las reales, ¿qué entendemos por reales? ¿Qué quiere decir eso? Hay subjetividad en el particular en su agravio porque está señalando que no le dieron las reales y las reales son, a mi entender, las que están en la norma y es solamente una apreciación subjetiva del particular que puede decir: es que no cumple esas funciones, cumple otras, ¿cuáles? Ya no estamos ante un evento que esté en el marco o en el ámbito de atribuciones de este Instituto.

Nosotros estamos brindando el acceso garantizando el acceso a la información pública y esa información se le da y ya lo otro, ya no está en nuestra competencia porque radica en una subjetividad que es difícil, tenemos que creer al particular que no les está dando las reales o tenemos que creer a la normatividad, como dice el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, pues nosotros tenemos la obligación de atenernos la ley, para otras ocasiones se presenta algo similar estemos muy atentos a eso.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Maestra, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- A ver, aquí estoy de acuerdo con lo que comentan y con el sentido de confirmar porque hay que considerar el área que lo está pidiendo, lo está pidiendo de la Secretaría particular, es decir, la oficina cercana al titular del área, no es personal de estructura, todo el personal de estructura que obedece a un organigrama obviamente tiene funciones reales que aunque a veces no se realiza están establecidas en una normatividad que son los manuales de organización, los manuales de procedimiento y todos los manuales que hay.

Entonces, aquí en este caso las secretarías particulares son muy abiertas, el tema es que funcionan con base en una serie de actividades que como bien refiere la persona pues las instruye fulano y fulano. 

Entonces, me parece que en este caso no es un tema que encaje normativamente en las estructuras que deben tener definidas funciones, por tanto, pudiera ser o consideramos que es válida la respuesta que le da, aparte sí le da horarios y le da un cuadro donde ya le precisa mucho mejor la información.

Entonces, me parece que sí se ajusta. Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Secretario Técnico, con las consideraciones y en el sentido de confirmar la respuesta del ente.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP.0812/2017 de la Delegación Iztacalco sea el de confirmar por las consideraciones y ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Vamos al siguiente recurso de revisión que es el 3184 de 2016, el sujeto obligado Sistema de Transporte Colectivo, mejor conocido como Metro.

Nuestra Directora Jurídica para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Sistema de Transporte Colectivo Metro. Expediente: RR.SIP.3184/2016.

Solicitud: actas del comité de incidentes relevantes de 2013 a 2016.

Respuesta: el sujeto obligado declaró la reserva de la información a través de su Comité de Transparencia y en cambio hizo entrega de un documento denominado resumen ejecutivo de las actas solicitadas.

Recurso de revisión: el particular esgrimió inconformidad en contra de la respuesta debido a que, primero el oficio del área que sirvió de base para llevar a cabo la reserva carece de razonamientos donde se exprese en qué consiste el riesgo real demostrable e identificable.

Segundo, en la reserva se refirió a documentación no solicitada ni del interés del particular.

Tercero, resulta inadecuado el fundamento legal citado en la reserva para tales efectos.

Consideraciones del proyecto: en cumplimiento a la resolución del 15 de marzo de 2017, emitida en el recurso de inconformidad RIA008/2017 por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personal, el sujeto obligado debe desclasificar la información sometida a su Comité de Transparencia en la Séptima Sesión Extraordinaria de fecha 4 de octubre de 2016, debiendo entregar versión pública de la información requerida por el recurrente.

Sentido del proyecto: modificar la respuesta impugnada.

Es cuanto.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Este recurso de revisión se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, quien tiene el uso de la palabra.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias. Hay una cosa muy, muy sencilla, pero es nada más con el propósito de darle claridad a la argumentación que hacemos.

Una vez que se establece todos los antecedentes y entre ellos lo que revisó el INAI y luego lo que ordena y ya entonces nosotros pasamos a hacer ya finalmente la argumentación y entonces aquí en la página 80 brinca que de repente ya nos estamos refiriendo a información de tipo confidencial, cuando todo el recurso, todos los antecedentes estuvieron haciéndose referencia a información clasificada como reservada y de repente salimos nosotros en nuestra argumentación con una cuestión de confidencialidad, parece que estamos cometiendo un error, que después se explica páginas adelante cuando ya vemos que ahora sí al analiza la naturaleza de la información vemos qué parte de la documentación que va a tener que someterse a clasificación sí tiene datos personales, ah, entonces, por ello es que es confidencial.

Entonces, falta ahí en la página 80 esa parte cuando nos dice la información confidencial del por qué, entonces, un poquito ahí explicar más que después, como les digo, finalmente, ya se aclara porque ya al hacer el análisis puntualmente de cada una de las actas del Comité de Incidentes Relevantes del Sistema de Transporte Colectivo, ya se ve que si la primera tiene nombre y edad de una persona y otra de un menor, ah, bueno, entonces, por ello es que estamos hablando antes de la confidencial pero les digo, como viene toda una argumentación de información reservada no queda claro por qué de repente ya estamos haciendo referencia a confidencial.

Entonces, es una cuestión quizá de forma pero que vale la pena para que quede claro y esa es mi propuesta no cambia, desde luego, el sentido del mismo.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- De acuerdo, falta nada más un enlace conectivo, lógico de por qué finalmente pasamos del tipo de información y es por la diligencia que hace, a partir de la diligencia que hace se da cuenta que puede haber información de datos sensibles además de datos personales, pero como bien dice el Comisionado, a lo mejor falta nada más esa corrección, que hay que establecerla.

Maestra, usted en el uso de la voz.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias. Lo que sucede aquí es que nosotros dimos por válido que se entregara un resumen, un resumen de lo que se consideró como eventos relevantes que elaboró el propio ente, eso fue lo que consideró, entonces, el Instituto dice no, si existen esas actas, esas actas es información pública y se deben entregar en versión pública, por eso es que lo único que se debe testar son los datos personales y es por eso que pasa a hacerse el análisis de qué es aquello que se va a restringir.

Entonces, desaparece esa parte de reserva que no debe existir y que por tanto, se elimina el tema de hacer un informe para que se vuelva versión pública de documentación que es pública, de hecho, porque son actas y entonces solamente se reservarán, perdón, se restringirá el acceso a los datos confidenciales.

Ese es el tema, pero igual si no hay precisión pues efectivamente que se precise bien porque además ese es el punto focal del cumplimiento, exactamente, ese es el tema para que se entienda qué fue lo que pasó en esta determinación y qué es lo que está revocando y también nos sirve a nosotros de muy buen precedente para no, en ese caso no volver, vamos, en el caso de que haya un documento que contenga la información pues lo factible es entregar versiones públicas, no resúmenes de las mismas.

Entonces, ese sería el punto, gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien.

Comisionado David Mondragón Centeno, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, creo que efectivamente no fue lo más acertado llamarle un resumen, sino deberíamos de haber llamado conforme a nuestra ley, una versión pública del documento, no un resumen ejecutivo y creo también que la parte de la reserva pues debe de considerarse, debe ser valorada adecuadamente porque efectivamente puede haber datos que pongan en riesgo la seguridad de las instalaciones tal y como hace un momento nos leía en los lineamientos el Comisionado Alejandro Torres, que esto encaja muy bien en los lineamientos generales que el Sistema Nacional de Transparencia tiene para eso y que normativamente son válidos y están vigentes.

Por lo que resta a la parte de datos confidenciales, creo que es lo mínimo, es lo básico, es lo obvio, es la parte trivial del tema, de que si hay datos personales pues deben testarse eso por ley, eso no es una determinación de este Pleno de que si se publica o no se publican sino que la ley dice: no deben de publicarse, los datos personales deben de protegerse y por lo tanto deben estar testados.

Pero me preocupa, finalmente, que es lo que quiero dejar en la mesa, me preocupa el tema de la información que puede ser de carácter restringido en su modalidad de reservada por el tema que ponga en riesgo la seguridad del Sistema de Transporte Colectivo, sabemos que es un tema de transporte que transporta millones de personas al día, que es de lo más relevante en nuestra ciudad, que una fallita en cualquier estación causa un caos que tiene efectos económicos, efectos de salud y efectos de seguridad, hay muchos efectos que perjudican, pueden tener un perjuicio social para nuestra ciudad y esto pues si, obviamente, un análisis, ¿por qué digo esto? Porque un análisis de los incidentes, de las fechas, de los lugares puede poner en evidencia las áreas de debilidad del Sistema de Transporte Colectivo y en ese sentido, pues es lo que a mí me sigue preocupando porque si bien es cierto debemos de hacer, considerar la resolución del INAI, en este caso, debemos también de buscar la forma de que esos datos queden también resguardados.

Entonces, la versión pública, creo que este Instituto tiene la responsabilidad y la obligación de ordenar una versión pública resguardando tanto los datos, los datos confidenciales como los que puedan poner en riesgo la seguridad de las instalaciones del Sistema de Transporte Colectivo, de acuerdo a los lineamientos que el Comisionado nos ilustró hace un momento.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Comisionado Alejandro Torres Rogelio, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Ya solamente adicionar una cuestión, la importancia de que el área Jurídica requiera a los sujetos obligados la documentación que en estos casos pretende clasificarse para poder tener la certeza, porque finalmente eso fue lo que revisó el INAI que nos faltaron elementos para poder argumentar que ésta debía ser una información que se clasificara.

Entonces, solicitar las diligencias, lo hemos dicho en otras ocasiones, vale la pena reiterarlo porque no es una cosa menor, eso nos da mejores elementos, ahí por ejemplo, se pudo haber visto desde el primero momento que había no solamente información reservada sino también confidencial, como ya después surgió y precisamente por eso es lo que estamos ordenando ahora.

Entonces, nada más sugerir al área Jurídico que no pierda de vista la importancia de hacer, de solicitar estas diligencias a los sujetos obligados cuando tiene que ver con información que se va a clasificar.

Respecto del producto que sale de los comités de transparencia cuando se clasifica, evidentemente no pueden haber clasificaciones generales y mucho menos surgir de ello un resumen, ahí que describa eso o es versión pública y tan, tan, porque además resumen hasta implicaría procesamiento de información; entonces, no, es versión pública tal cual, ya nada más se testa la información que debe ser clasificada, ya se ha reservado confidencial y listo, pero no resumen que es eso.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Atendiendo el asunto, sí viene porque además sí encontramos confidencial pero también debe de haber reservada, exactamente, sobre todo, por lo que dice el Comisionado David Mondragón que algunos puntos de incidencia de riesgos, evidentemente generen un mecanismo complicado en términos del propio funcionamiento del Metro y entonces que se haga, digamos, y básicamente como bien dice el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, nos lo regresaron para tener mayores elementos para resolver el asunto, que son el tema de las diligencias.

Señor Secretario Técnico para que pueda poner a consideración el asunto, haciendo los ajustes que se han establecido para que quede claro por qué de repente de información reservada cambiamos a confidencial en esos términos, que quede establecido más lo que dice el Comisionado David Mondragón, que sí está pero hay que enfatizarlo, por favor.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP.3184/2016 del Sistema de Transporte Colectivo, sea el de modificar por las consideraciones y ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Vamos al siguiente recurso de revisión que es el 0818, el sujeto obligado la Delegación la Magdalena Contreras.

Me dice el Comisionado que puede omitirse la lectura, iría directo al asunto de la reserva.

Por favor, Comisionado.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Muy breve, es nada más reiterar lo que ya en otro recurso solicité, checar que se distingan bien los cuadros, en la que yo tengo, claro, podría ser que la mía es una reducción, no se ve nada, pero nada más checar esto, por favor, que efectivamente estén legibles los cuadros.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien, nada más a la hora de entregar precisamente nuestra resolución, sobre todo, a las personas que sean legibles el asunto de los cuadros.

Por favor, señor Secretario Técnico, para que pueda poner a consideración este recurso de revisión al Pleno.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP.0818/2017 de la Delegación la Magdalena Contreras, sea el de sobreseer por quedar sin materia con las consideraciones aquí señaladas, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Vamos al siguiente recurso de revisión que es el 0817/2017, sujeto obligado la Delegación Cuauhtémoc.

Nuestra Directora Jurídica para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Delegación Cuauhtémoc. Expediente: RR.SIP.0817/2017.

Solicitud: la particular requirió las rutas de los camiones recolectores de la basura, así como los kilómetros recorridos diarios por los camiones recolectores o, en su defecto, el consumo de combustible gastado en la recolección.

Respuesta: el sujeto obligado proporcionó a través de su Directora General de Servicios Urbanos la página electrónica de la Delegación Cuauhtémoc.

Recurso de revisión: el recurrente se agravió en contra de la respuesta del sujeto obligado porque éste dentro de su respuesta envió un hipervínculo, mismo que no cuenta con la información requerida en la solicitud de acceso a la información pública.

Consideraciones del proyecto: del análisis realizado a las constancias que integran el presente expediente, se observó que a través de una respuesta complementaria el sujeto obligado se pronunció respecto al agravio invocado por la particular en el presente medio de impugnación, proporcionando lo requerido en su solicitud de acceso a la información pública, por lo que se tiene por atendida la solicitud actualizándose en el presente asunto la hipótesis de sobreseimiento previsto en el Artículo 249, fracción II de la ley de la materia.

Sentido del proyecto: sobreseer el recurso de revisión.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Este recurso de revisión se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias. En este caso, pues no estoy de acuerdo con el sentido que se propone.

Estamos dando por satisfecha la solicitud de información respecto de las rutas que le da, bueno, le da el vínculo y también le da la información, exactamente, trae la descripción de las rutas, pero no sobre el resto de la solicitud que fueron también los kilómetros recorridos ni tampoco respecto del combustible, entonces, la respuesta complementaria creo que no puede ser validada y entonces tenemos que irnos a la respuesta primigenia donde ya nada más le refirió el vínculo electrónico pero general de la delegación, fue hasta la complementaria cuando sí le da ya la URL específica donde están las rutas, creo que es revocar.

Ahora, hay un error que también es importante mencionar. En la página 4, por ejemplo, estamos dando por válida en la respuesta complementaria que el sujeto obligado le dice, bueno, respecto de los kilómetros recorridos diarios por los camiones recolectores o, en su defecto, el consumo de combustible gastado en la recolección, la respuesta que da el sujeto obligado es: “ el Servicio de Recolección de Residuos Sólidos cubre la extensión territorial de la delegación 34.2 kilómetros cuadrados” son conceptos totalmente diferentes y nosotros estamos validando. Es muy diferente superficie, el área a distancias, que es a lo que se refiere a recorridos.

De hecho, en otro recurso que también estamos viendo en esta sesión, hay un sujeto obligado que sí le dice, 600 kilómetros recorren diariamente el conjunto de los camiones porque no lo pidió con desglose de cada camión, de cada ruta, no, lo pidió así general y en general le dijeron, 600 kilómetros recorridos.

Entonces, es importante tener en cuenta que no es lo mismo área, superficie que distancia, recorridos, entonces, creo que más bien es revocar para que le responda todos los puntos y estaba pensando yo en que bueno, al principio sí le había dado la URL, pero le dio la página en general de la delegación, ya hasta la complementaria sí le da la página exacta donde están las rutas y que además sí viene, entonces, y además hasta se las dieron impresa también, entonces, no tendrá problema a ello.

Por lo pronto la complementaria no podremos validarla y la original no atendió la solicitud, por lo tanto, va a tener que ser revocar, es mi propuesta.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionada, Comisionados, está a su consideración la reserva hecha por el Comisionado Alejandro Torres Rogelio.

Comisionado David Mondragón, usted en el uso de la palabra.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, de acuerdo con la propuesta de revocar la respuesta. Considero al igual que el Comisionado Alejandro Torres que no satisface la respuesta y por otra parte pues quiero referirme a que nosotros debemos, para elaborar el proyecto de resolución saber leer bien la pregunta, la pregunta dice: “requirió las rutas de los camiones recolectores de basura, así como los kilómetros recorridos o, en su defecto”. Entonces, esto nos quiere decir que para satisfacer la respuesta si opta por la primera parte tiene que entregar las rutas y los kilómetros, con eso satisface el requerimiento.

Y si no entrega ninguna de esas cosas, en su defecto el consumo de combustible, entonces, ya sea la primera parte o la segunda parte hubiera satisfecho la respuesta, pero sucede que no satisface ninguna de ellas.

Lo otro pues sí me parece digno de una broma, de una anécdota, de pensar que al darle la superficie que cubre la Ciudad de México o la delegación pues le está dando la respuesta al kilometraje que recorren, aquí en el InfoDF pues ya tenemos la obligación los Comisionados de consignar en una bitácora qué kilometraje recorremos y otros datos y no vamos a poner, ah, pues lo que nosotros recorremos lo que mide la Ciudad de México y sus alrededores, porque a veces tenemos que ir de comisión a Tlaxcala, a Puebla, a Morelos, o sea, es una vacilada, no podemos aceptar ese tipo de respuestas.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. No sé si haya algo más, nada más para que entonces sea revocar el tema de la respuesta porque finalmente no cumple con el tema del asunto y revoquemos para que entregue lo que la falta de la respuesta.

Por favor, señor Secretario Técnico.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP.0817/2017 de la Delegación Cuauhtémoc, sea el de revocar por las consideraciones y ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Comisionada, su voto, por favor.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Vamos al siguiente recurso de revisión que es el 0800, el sujeto obligado la Secretaría de Seguridad Pública.

Nuestra, nos dice el Comisionado que lo trae reservado que le permitamos ir a la reserva de manera directa.

Por favor, señor Comisionado.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias. Son de forma, de redacción, solamente le pasaría a la Secretaría Técnica, si ustedes me lo permiten, pasarles las correcciones que debe hacer, son un par de correcciones.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien, son formas.

Por favor, señor Secretario Técnico para que reciba las cosas de forma y la pueda poner a consideración del asunto.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP.0800/2017 de la Secretaría de Seguridad Pública sea de modificar por las consideraciones aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Vamos al siguiente recurso de revisión que es el 0803 de este año, el sujeto obligado la Delegación Cuauhtémoc.

Nuestra Directora Jurídica para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Delegación Cuauhtémoc. Expediente: RR.SIP.0803/2017.

Solicitud: el particular requirió se le proporcione la siguiente información: 1. Número de depósitos de sociedades de convivencia en la Ciudad de México por tipo de pareja en las delegaciones.

2. Número de matrimonios celebrados entre parejas del mismo sexo y diferente.

3. Número de registro de concubinatos entre parejas del mismo sexo y diferente sexo a partir del año de 2007 a marzo de 2017.

Respuesta: el sujeto obligado a través de la Jefatura de Unidad Departamental de Estudios Legislativos emitió respuesta indicando que el número de sociedades de convivencia registradas en esa demarcación territorial, desde 2007 a marzo de 2017, es de 190 sociedades de convivencia.

Recurso de revisión: la particular se agravió porque el sujeto obligado le proporcionó de manera incompleta la información solicitada sin especificar por año la sociedad registradas o depositadas del año 2007 a marzo de 2017 en esa delegación.

Consideraciones del proyecto: del estudio realizado a las constancias que conforman el presente expediente, se advierte que el sujeto obligado a través de la Jefatura de Unidad Departamental de Estudios legislativos, emitió respuesta al único agravio identificado con el numeral 1, indicando el número de sociedades, es de 190 sociedades de convivencia durante la fecha de su interés, sin especificar por año y por tipo de pareja, por lo que el único agravio es parcialmente fundado.

Asimismo, remitió la solicitud de información pública a la Consejería Jurídica de Servicios Legales quien es competente para pronunciarse después de la fecha que entró en vigor el nuevo Manual Administrativo de Organización en la Delegación Cuauhtémoc, ya que los trámites referentes al Registro Civil pasarían a esa Consejería, por lo que se ordena se turne a la Dirección General Jurídica y de Gobierno de la Delegación Cuauhtémoc para que se pronuncie respecto de los requerimientos de su competencia de conformidad con el Artículo 211 de la ley de la materia.

Sentido del proyecto: modificar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Este recurso de revisión se lo ha reservado en primera instancia la maestra Elsa Bibiana Peralta Hernández.

Nada más una pregunta, Comisionado, porque trae también reservado el siguiente de Tláhuac, que es el 805 y creo que son muy coincidentes, será que, ¿son diferentes las reservas? Ah, bueno, entonces vamos sólo con éste que es el 803, en primera instancia la maestra para presentarnos la reserva, por favor.

Maestra.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias, maestro.

Voy a reiterar lo que pidió como solicitud. 1. Número de depósitos de sociedades de convivencia en la Ciudad de México por tipo de pareja en las delegaciones a partir de 2007 a marzo de 2017.

2. Número de matrimonios celebrados entre parejas del mismo sexo y diferente sexo a partir del año 2007 a marzo 2017.

3. Número de registro de concubinatos entre parejas del mismo sexo y diferente sexo a partir del año de 2007 a marzo de 2017.

Respuesta: le informo que conforme al planteamiento de la solicitud de información únicamente corresponde a este órgano político-administrativo en Cuauhtémoc la respuesta a la pregunta con el numeral 1, en ese sentido el número de sociedades de convivencia registradas en esta demarcación territorial desde el año 2007 a marzo 2017, es de 190 sociedades de convivencia.

Agravios, el sujeto obligado tenía el deber de entregarme la información de manera completa, es decir, tenía que informarme cuántas sociedades de convivencia se celebraron por tipo de pareja en cada año, a partir de 2007 a marzo de 2017 y no sólo decirme que se celebraron 190 sociedades de convivencia, habida cuenta que no tengo la certeza sobre los tipos de pareja y cuántas parejas celebraron en cada año una sociedad de convivencia, por tal motivo, me inconformo ya que se insiste, mi petición fue específica y requiero de la información completa.

Observaciones: se coincide con el sentido del proyecto de modificar, pero se hacen las siguientes:

Del estudio del agravio manifestado por el recurrente consideramos que éste debe ser dividido en dos partes, la primera parte del agravio consiste en cuántas sociedades de convivencia se celebraron en cada año durante 2007 a marzo de 2017.

La segunda parte refiere a los tipos de pareja en sociedades de convivencia registradas durante el mismo periodo, en este orden de ideas, el primer agravio debe ser estudiado en el considerando segundo del presente proyecto en atención a que el particular amplía su solicitud al requerir el número de sociedades de convivencia en un estado de segregación por año, lo cual representa un nuevo elemento que no fue planteado en su requerimiento original, es así que proponemos sobreseer únicamente por lo que hace a los nuevos requerimientos planteados por el particular, de conformidad con el Artículo 249, fracción III de la Ley de Transparencia.

En cuanto al segundo agravio, referente a los tipos de pareja en sociedades de convivencia, debe ordenarse la entrega de dicha información, ya que en el estudio del proyecto en su considerando cuarto se determinó que la Delegación sí cuenta con atribuciones para dar atención a dicho requerimiento.

2. Se propone se estudie la competencia de la Consejería Jurídica y de Servicios Legales a efecto de que la solicitud sea remitida a dicho sujeto obligado, ya que ésta es competente para pronunciarse respecto a los requerimientos planteados por el particular, lo anterior de conformidad con el Artículo 10, párrafo séptimo de la Ley de Sociedad de Convivencia para el Distrito Federal, el cual menciona que la Consejería Jurídica y de Servicios Legales del Gobierno del Distrito Federal, en coordinación con el Archivo General de Notarias y los órganos político-administrativos implementarán un sistema de control de archivos de sociedades de convivencia.

Observaciones de forma, también se advierte en la página 38 que se repite un párrafo donde se determina el sentido del proyecto.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias.

Este recurso de revisión también se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra. 

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. De acuerdo también coincidiendo con lo que acaba de comentar la Comisionada, para no dar reiterar ya nada más me permitiría agregar dos puntos.

En la parte del sobreseimiento que ella propone respecto del Artículo 249, fracción III de la ley, agregar que es con relación al 248, fracción VI por ser una ampliación de solicitud de los agravios.

Y ya que se va a ordenar lo de la entrega de la información ya nada más también incorporar lo siguiente, porque en el cuadro que está entregando, que son 190 sociedades de convivencia, pero después en la complementaria dice: del periodo 2007 a 2017, ya no habla de sociedades de convivencia sino de matrimonios heterosexuales, matrimonio del mismo sexo hombres, matrimonio del mismo sexo mujeres, ¿cuál es el problema? Que es el término porque una cosa era sociedades de convivencia y después fue el matrimonio igualitario, entonces, ya no sabemos a qué se está refiriendo, entonces, que haga las aclaraciones a que haya lugar, pertinentes porque no es lo mismo sociedades de convivencia que es lo que versa la solicitud respecto de matrimonios del mismo sexo.

Entonces, serían mis observaciones.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. No sé si haya, digo, creo que todo mundo coincidimos con lo que se propone, dividir el agravio, estudiarlos por separado, sobreseer la parte que tiene que ver con el asunto de la ampliación, 242 en relación con el 248 y lo otro pues que aclare el asunto y que entregue la información que tiene que ver precisamente con las sociedades en convivencia y el tipo de pareja que es por año, que es un poco lo que nos propone.

Señor Secretario Técnico, para que lo pueda poner a consideración del Pleno.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP.0803/2017 de la Delegación Cuauhtémoc, sea el de sobreseer por improcedente lo relativo a los planteamientos novedosos y modificar la respuesta por las consideración y ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Vamos al siguiente recurso de revisión, me pide el Comisionado que sea sin lectura, entonces, le cedo el uso de la palabra para que de manera directa nos planté la reserva.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Porque como bien se dijo antes, son los mismos requerimientos nada más que un sujeto obligado diferente, pero mi observación aquí es distinta, por eso es que lo planteo de manera individual.

Coincido con el sentido pero no con la orden porque de la normatividad transcrita en el proyecto no se está advirtiendo de dónde concluimos que la Dirección General Jurídico y de Gobierno del sujeto obligado ya no es competente para tener esta información a partir de 2010, queda eso trunco.

Entonces, creo que es necesario nada más hacer la precisión correspondiente en el proyecto, que tiene que ver finalmente con el cambio de la cuestión normativa que hubo.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Perfecto. No sé si haya alguna otra observación, si no con esta precisión que tiene que ver con el estudio del proyecto y también en el asunto de la orden para que se pueda poner a consideración del Pleno.

Por favor, señor Secretario Técnico.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP.0805/2017 de la Delegación Tláhuac, sea el de revocar con los ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Vamos al siguiente recurso de revisión que es el 0759, el sujeto obligado la Secretaría de Gobierno.

Nuestra Directora Jurídica para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Secretaría de Gobierno. Expediente: RR.SIP.0759/2017.

Solicitud: el particular solicitó se le informara lista de las organizaciones de la sociedad civil en la Ciudad de México registradas ante esa instancia pública, cuyo desempeño se relacione con la seguridad pública.

Respuesta: el sujeto obligado hizo del conocimiento del particular las facultades que tiene expresamente conferidas en el Artículo 23 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal, no obstante, mediante respuesta complementaria el sujeto obligado a través de la Subdirectora Jurídica en la Dirección General de Tratamiento para Adolescentes manifestó que la Dirección General de Tratamiento para Adolescentes y las comunidades adscritas a ésta, cuentan con un cuerpo de seguridad denominados Guías Técnicos pertenecientes a la Policía Bancaria e Industrial de la Secretaría de Seguridad Pública.

Asimismo, orientó al particular para que dirija su solicitud a la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal y la Secretaría del Desarrollo Social.

Recurso de revisión: el particular se inconformó con la respuesta emitida por el sujeto obligado, indicando que le causa agravio que no se le proporcione la información solicitada, ya que se le tuvo por no presentada su solicitud y sí desahogó la prevención realizada por el sujeto obligado.

Consideraciones del proyecto: del estudio realizado a la respuesta impugnada, se advirtió que el sujeto obligado tuvo por no presentada la solicitud de información previo el haber realizado una prevención al recurrente, siendo que su solicitud era clara.

Del análisis de las atribuciones se advierte que el mismo no estaba en posibilidades de dar atención a la misma por lo que debió remitir su solicitud a la Secretaría de Seguridad Pública y a la Secretaría de Desarrollo Económico.

Sentido del proyecto: modificar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Este recurso de revisión se lo ha reservado el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, a quien le cedo el uso de la palabra. 

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Gracias. No se coincide con el estudio ni con el sentido que se presenta.

Al momento de hacer el análisis en el proyecto se pierde de vista que el motivo del agravio deviene en que el sujeto obligado hizo una prevención de la solicitud y al considerar que el particular no la atendió en sus términos, se tuvo por no presentada, por ello es que no se coincide con el estudio que se presenta, ya que no se podría modificar la respuesta a una solicitud que la Secretaría tuvo por no presentada, es decir, que no nació a la vida jurídica.

Este punto adquiere sustento por la revisión a los pasos de la solicitud visibles en la página 7 del expediente que después de tener la solicitud por no presentada, por no satisfacer la prevención, el sujeto obligado emitió el paso, proceso finalizado con lo que se dio fin a la gestión del requerimiento.

Por lo anterior, es que se sugiere por un lado cambiar los argumentos expuestos precisando en el considerando tercero, al dejar la litis de la resolución que el análisis se centrará en determinarse el acto impugnado, es decir, la prevención se encontró o no ajustada a derecho.

Por otro lado, se propone realizar el estudio de la gestión a la solicitud a fin de determinar que la prevención no era necesaria, por lo que deberá de revocarse el acto impugnado y ordenarle a la Secretaría que atienda la solicitud de información.

Finalmente, es importante comentar que debe de dejarse la recomendación hecha al sujeto obligado a través de la cual se pone de manifiesto que la prevención de la solicitud fue excesiva e innecesaria dado que el planteamiento fue claro y preciso tal y como se advierte en la página 62 del proyecto.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien, no sé si haya alguna otra consideración, coincidimos básicamente con lo que nos plantea el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, en el sentido de revocar el asunto y que atienda lo que le ha sido planteado.

Por favor, señor Secretario Técnico.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP.0759/2017 de la Secretaría de Gobierno, sea de revocar por las consideraciones y ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Vamos al siguiente recurso de revisión que es el 0779 de este año, el sujeto obligado la Procuraduría General de Justicia de esta ciudad.

Nuestra Directora Jurídica para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. Expediente: RR.SIP.0799/2017.

Solicitud: ocho requerimientos respecto al número de procedimientos legales de extinción de dominio interpuestos por las autoridades del Gobierno de la Ciudad de México ante los juzgados en la materia, de 2009 a marzo de 2017.

Respuesta: en respuesta el sujeto obligado atendió los requerimientos del particular, señalando que por cuanto hace a los domicilios de los inmuebles donde se está llevando a cabo los procedimientos de extinción de dominio, no es posible hacer su entrega, ya que la misma guarda el carácter de acceso restringido en su modalidad de confidencial.

Lo anterior, de conformidad a lo dispuesto por el Artículo 186 de la ley de la materia, al tratarse de datos correspondientes a domicilios de personas identificables y su patrimonio.

Recurso de revisión: el particular manifiesta que el sujeto obligado no proporcionó la información concerniente a los domicilios donde se están llevando los procedimientos de extinción de dominio al alegar que es información confidencial.

Consideraciones del proyecto: del estudio realizado al acta del Comité de Transparencia correspondiente a la normatividad y a las documentales remitidas como diligencias para mejor proveer, se advirtió que la clasificación de la información solicitada por el particular se encuentra fundada y motivada al tratarse de información concerniente al domicilio y patrimonio de personas identificables, actualizándose con ello la hipótesis establecida en el Artículo 186, de la ley de la materia.

Sentido del proyecto: confirmar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Este recurso de revisión se lo ha reservado el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, a quien le cedo el uso de la palabra.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí, gracias. No se coincide con el sentido que se presenta de acuerdo a lo siguiente:

En la pasada sesión del Pleno efectuada el 24 de mayo, se resolvió el expediente con número RR.SIP.0628/2017, interpuesto también en contra de la Procuradora, en ese asunto se determinó revocar la clasificación de información respecto a la relación de bienes inmuebles sujetos a un proceso de extinción de dominio en la colonia Doctores, por lo que debería de entregarse el número de inmuebles, sujeto a dicho proceso y el motivo de la extinción.

En aquella ocasión se comentó que para abrir la información debiera traerse como hecho notorio la resolución del expediente RR.SIP.3220/2016 emitida el 13 de diciembre del 2016, asunto en el que se dieron a conocer, entre otras cosas, las delegaciones donde se cometieron hechos relacionados con la extinción de dominio.

Con esos argumentos es que para este asunto la propuesta que se plantea consiste en modificar la respuesta impugnada, ya que el agravio se centra en un solo punto de la solicitud que a saber se trata de la ubicación de cada uno de los inmuebles sujetos a procesos de extinción de dominio.

En la resolución deberá de analizarse la clasificación hecha por el sujeto obligado en la cual se determinó que el domicilio solicitado es confidencial al tratarse de un dato patrimonial que hace a una persona identificable, argumentándose con apoyo en los hechos notorios citados, que por lo que hace los inmuebles cuyo procedimiento de extinción se encuentra concluido, concluido y donde la resolución fue favorable al Estado, que esto se trata de información pública de interés general por lo que deben de darse a conocer, en esos casos, en consecuencia, deberían de hacer las acotaciones que se comentan, declarar el agravio del recurrente como fundado y ordenar a la Procuraduría que previa modificación de la clasificación de información haga la entrega de la ubicación de cada uno de los inmuebles sujetos a extinción de dominio en aquellos procesos que se encuentren concluidos.

Finalmente, en atención a que para el…, y los que no, no, exactamente y en atención a que para cumplir con la resolución deberá de mediar la intervención del Comité de Transparencia, se sugiere que el plazo de cumplimiento sea de 10 días.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Entonces, maestra, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias. Atendiendo a lo que comenta el Comisionado que sí estoy de acuerdo si se trata de procedimientos concluidos debería, debería también orientarse o canalizarse, o remitirse, lo que quieran al Tribunal, porque el que puede determinar la conclusión de los procedimientos es el Tribunal para que pueda darse la información en los términos que refiere.

Recordemos también que hemos establecido y hay por ahí un criterio de las averiguaciones previas, cuando la Procuradora concluye su trámite pudiera la Procuradora darlo pero igual y puede ser que el procedimiento ante el Tribunal todavía no hay terminado.

Entonces, aquí hay que tener mucho de qué hablamos cuando estamos hablando de concluido, en este caso, reitero, porque a ver, si no me escucharon, hemos establecido que cuando la averiguación previa ya lo consignaron y hay algunos supuestos en los que ya no tiene actuar el Ministerio Público sí puede entregar versión pública de la averiguación previa y hay otro procedimiento u otro criterio en el sentido de que se entiende por concluido todo el procedimiento hasta que ya ha causado estado, hasta que ya no hay ninguna resolución al respecto.

Entonces, aquí si consideramos por concluido ese tema, quien pudiera también pronunciarse al respecto es el Tribunal y no queda o no sobra que se le pueda y dado que vamos a modificar, que se le orienta también para que lo pueda gestionar ante el propio Tribunal porque es el que podría establecer también si el procedimiento respectivo ya se encuentra concluido.

Entonces, esa sería mi observación y agrego que en los procedimientos que refiere como precedentes a este tema relacionado con extinción de dominio, en los otros asuntos que hemos resuelto, lo que determinamos es que le diera números y que le diera cifras, pero aquí nos estamos metiendo al tema de proporcionarle domicilio respecto de inmuebles que de saberse sobre los cuales se está ejerciendo extinción de dominio pues sí pone en riesgo el tema.

Entonces, para mí, sí debemos generar certeza de que esté concluido el procedimiento para que pueda ser proporcionado, eso es muy importante.

Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien, maestra.

Nada más para entender la reserva del Comisionado, digamos, la disputa es la ubicación de los domicilios. Primero, lo que él nos dice, porque la clasificación que hacen es una clasificación que va por otro lado. Lo que nos dice es a ver, primero ordenemos que se desclasifique eso y se clasifique correctamente, es lo primero que nos dice el Comisionado.

Segundo, que acá viene la parte importante del tema, dice que se den aquellos que ya concluyeron a favor del Estado, es decir, y que eso, finalmente, entiendo, por lo que me dice el Comisionado, una vez concluido todo el procedimiento, a la Procuraduría le notifiquen el tema, entonces, la Procuraduría tiene el asunto para saber qué cosa, qué cosa no y poderlo dar, que es lo novedoso que está aportando el Comisionado Luis Fernando.

Es decir, desclasificar porque no está bien hecha la clasificación, evidentemente hacer una clasificación adecuada de lo que tiene que ver y en aquellos casos que la Procuraduría tenga certeza, ¿cómo tiene certeza? Porque evidentemente lo que nos dice la maestra, quien le notifica es el propio Tribunal a la Procuraduría, una vez teniendo certeza, esos que han sido fallados a favor del Estado se puedan, que es un poco la clasificación y que no, digamos, un poco no se contrapone a lo que nos dice la maestra en términos de quién tendría certeza de tema, la Procuraduría.

Comisionado.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Estoy de acuerdo, sí puede ser lo que comenta la Comisionada, tenemos en uno de los expedientes que comenté, que como hechos notorios sí la Procuraduría tiene la información, porque sí, digamos, hay evidencia donde el Tribunal seguramente le notifica a la Procuraduría, entonces, están las dos propuestas, como ustedes digan, sí la tiene la Procuraduría en el Estado, pero ahí está la propuesta de la Comisionada, yo no la veo mal.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado Alejandro Torres Rogelio, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Estando de acuerdo con lo que han planteado los Comisionados, también pondría a su consideración en todo caso que se pudiera también mandar este asunto a la Oficialía Mayor puesto que como dijimos en el 628 del asunto al cual se acaba de hacer referencia, el recurso de revisión 628 también contra a Procuraduría, hablábamos de que cuando ya habían concluido los inmuebles pasan a propiedad de la ciudad y los inmuebles que pasan a ser propiedad de la ciudad, ya los tiene Oficialía Mayor en su ámbito y en aquel entonces, ordenábamos también la remisión a la Oficialía Mayor para el caso de los que por el procedimiento de extinción de dominio finalmente, llegaron a ser patrimonio de la ciudad.

Entonces, ponerlo a su consideración.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Yo insisto que la información la detenta la Procuraduría pero más bien es lo que, si ustedes consideran estas dos remisiones que están proponiendo no estaría en contra.

Nada más.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Nada más un poco a mí lo que me preocupa de las remisiones es para los temas de cumplimiento se nos puede complicar ¿por qué? Porque hay obligación del Tribunal de notificarle a la Procu el tema de la extinción de dominio. Sí tiene facultades, en el estudio viene, sí nos da certeza, sí y además porque tiene que ver con ubicaciones del asunto.

Yo por eso creo que lo que nos dicen, la primera parte del Comisionado, tiene razón, hay que modificar, no es porque lo traemos por confirmar, hay que confirmar el asunto del recurso, en eso todo mundo coincidimos, hay que ordenar la desclasificación, claro, para que haga una clasificación adecuada porque no hace una clasificación adecuada porque se va precisamente con datos patrimoniales y no tiene que ver con un asunto de datos patrimoniales, si acaso yo creo que puede irse por el 183, IX en la clasificación, es decir, porque ya está básicamente en la Ley de Extinción de Dominio lo que podría precisamente considerarse como de acceso restringido, ahí está esa parte de las ubicaciones.

La otra que es el elemento novedoso que nos dice el Comisionado, en el caso de que hubiera de estas ubicaciones ya concluidos de los que tenga certeza la propia Procuraduría cuando le remita el asunto pues esos pueden ser.

¿Qué me preocupa? Que cuando remitamos, no sé en realidad los procesos de desincorporación, por ejemplo, que luego son complicados para Oficialía Mayor y estas cosas le vayamos a dar poca certeza al asunto.

Creo que la Procuraduría tiene facultad normativa para decir: a ver, estos son, clasifico estos porque están en proceso y los que no los puedo poner a disposición y le damos certeza al asunto modificando el asunto y lo que nos plantea el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Estoy de acuerdo con lo que comenta el Comisionado y sale un punto nuevo con el cual coincido plenamente con el Comisionado, que habría que analizar la clasificación porque lo hace por temas confidenciales y realmente es información reservada y ahí habría que considerar la clasificación hecha que está a consideración, y coincido con el Comisionado Presidente, se debió haber hecho como reservada y no como confidencial.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Se va a datos patrimoniales y eso no tiene nada que ver con el asunto.

Maestra, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- A ver, el ente lo clasifica como confidencial porque dice que son domicilios, obviamente se remite a las personas que son dueñas de esos inmuebles y dice: pues no, no podemos dar sus domicilios. No, la verdad es que el tema no es ese por eso coincido en que está mal clasificada la información, tampoco procedería la reserva salvo que estuvieran los procedimientos en trámite.

Ahora, los procedimientos en trámite implican varias instancias, la instancia o la parte que tiene que ver con la averiguación previa la parte que tiene que ver con el Tribunal y además las impugnaciones que sobre el particular haya, que en estos casos de extinción de dominio normalmente llegan hasta la Corte, llega el tema hasta la Corte para que se pronuncie.

Entonces, la Ley de Extinción de Dominio habla de acciones coordinadas, todas las autoridades involucradas en el tema realizan las acciones que con base en sus atribuciones deben llevar a cabo, por eso me parece que no sobra, sobre todo, para que si se va proporcionar un domicilio respecto de esto que la propia ley sí señala y nos remite a la Ley de Transparencia para establecer restricciones al respecto, nos remitamos a las autoridades que tienen que ver con estas acciones coordinadas.

No sobra, aun cuando la Procuraduría pueda tener toda la información, pudiera ser que no sea así y que a lo mejor haya información que también puedan proporcionar las otras autoridades. No sobra que se le pueda orientar a quienes de acuerdo con la ley están involucrados en el tema, sobre todo, para dar certeza de que efectivamente respecto de os domicilios que la Procuraduría pueda proporcionar haya de verdad un asunto totalmente resuelto y no tiene nada que ver que la Oficialía Mayor ya haya terminado el proceso de incorporación o desincorporación, no porque esa ya es la parte de ejecución.

Aquí lo llevaría inclusive acabo la propia Oficialía cuando le avisen que ya no hubo ninguna determinación de la autoridad judicial respecto de ese tema y entonces, de eso sí puede tener certeza la Oficialía Mayor, por eso también coincido en que se le remita, porque todos ellos pueden tener certeza de que ese asunto está totalmente concluido y por ende sí se puede proporcionar el domicilio que se está pidiendo respecto del inmueble que se está ejerciendo extinción de dominio.

A mí me parece que por eso no sobra que todas las autoridades involucradas de acuerdo con la ley y que además están obligadas por la propia ley de la materia a tener acciones coordinadas puedan pronunciarse al respecto.

Entonces, creo yo que aquí es sin perjuicio de que la Procuraduría lo haga y lo tenga y segura estoy que todos han intercambiado la información, pueda en este caso también orientársele al particular sobre quiénes más pueden proporcionarle la información que tiene con la certeza debida.

Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Ahora, yo nada más, si me voy a la literalidad tanto del agravio como de la solicitud, dice: ubicación de cada uno de los inmuebles sujetos al procedimiento de extinción de, sujeto, no los concluidos, sujeto al procedimiento de estos, y el agravio dice: me están diciendo que es información confidencial, por lo tanto, me agravio de que no me están dando acceso. Un poco lo que nos decía el Comisionado, a ver, hay que modificar porque la clasificación está terrible y entonces lo que dice: es a ver, hagamos una nueva, que en eso coincidimos, hagamos una nueva.

Modifiquemos para ordenar la desclasificación y que clasifique de manera adecuada, no es un tema confidencial, digamos, nos queda claro que todo lo que tiene que ver con extinción de dominio es un tema de interés público, nos queda claro, lo hemos discutido jueces, hemos discutido una serie de cosas, pero están sujetos a un procedimiento; entonces, ahí creo que necesitamos establecer que se haga una nueva clasificación con el asunto.

Yo por qué creo que podría ir por 183, IX, porque claramente lo que dice es, la fracción IX de ésta, la información considerada como reservada las que por disposición expresa tengan tal carácter, es decir, y extinción de dominio sí da precisamente para proceder a hacer una clasificación de información restringida con estas características, ¿para qué? Para no, un poco generarnos problema en términos de que no podamos a la hora del asunto del cumplimiento, ¿por qué? Por todos los procedimientos que como bien se ha señalado acá, pues se cruzan, se entreveran, complejizan el asunto.

Entonces, por eso creo que, digo, todo mundo coincidimos con esa parte, lo que nos decía el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, claro, remitiéndonos al otro, que era una solicitud sí muy parecida pero tenía un matiz y que sí eran los concluidos, por eso dijimos: a ver, los que son de carácter público tienen interés público y lo que esté concluido que se dé, que se haya fallado a favor del Estado, un poco, digamos, acotando la parte y retomando la reserva hecha por el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

No sé, Comisionado.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí, digamos, yo hice una interpretación amplia, digamos, aunque nada más se agravia del punto, el inciso d) pero si leemos la solicitud, en el número 1 dice y va dándole concordancia, el número 1 dice: número de procedimientos legales de extinción de dominio interpuestos por las autoridades del Gobierno de la Ciudad de México ante los juzgados en la materia del 2009 a 2017, por el tema de la temporalidad y una vez hecho eso y que incluya las siguientes precisiones, derivado de ese primero, digamos, título o rubro, entonces, ubicación de cada uno de los inmuebles sujetos al procedimiento de extinción de dominio, pero en el principio dice de los interpuestos, de los procedimientos legales de extinción de dominio interpuestos.

Entonces, puede que, yo por eso le abrí el camino, digamos, abrí el camino a manera de que se pudiera entregar la información que haya causado estado.

Entonces, yo en una interpretación derivado del punto 1, por eso es que hago la propuesta.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Nada más un acotamiento porque también, digamos, está mal entrar a las interpretaciones pero lo que dice es, claro, interpuestos entre 2009 y 2017, sujetos al procedimiento de extinción de dominio, porque puede ser que en ese periodo aún no se terminen y no se concluyan algunos procedimientos de extinción. Esa es la otra parte.

Por eso digo, ya cuando vemos a las interpretaciones pueden ser siglos que vaya incluido, claro, pero puede haber que en este periodo estén sujetos todavía a procedimiento y, por lo tanto, caiga en un asunto todavía de información restringida.

Claro, yo creo que por eso, y el agravio es que me estás clasificando. Y nosotros decimos: “no va por confidencial, vamos por otra cosa”.

Comisionado David Mondragón, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, gracias, Presidente.

Yo me sumo a la interpretación que hace el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, porque es lo que iba a hacer en mi intervención antes de que anunciara la argumentación en esos términos, que dice: “números de procedimientos legales”.

No dice: “números de inmuebles que ya se extinguió el dominio”, no dice eso, es lo que inicia, cuántos ha iniciado no cuántos han concluido.

Y para darle el número de los que ha iniciado, a mí me parece que detrás de esa información es pública y que además nada más pide número el primer punto y, con base en eso, ya va el restante de la interpretación.-

Pero creo que sí pueden pronunciarse en ese sentido a partir del primer punto de que es el número de los iniciados, no de los concluidos, porque sí se ha argumentado aquí que quién sabe de la conclusión, que hasta que llegue Oficialía Mayor y los manden a pintar ya que estén en su posición, pero que no.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Maestra, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Estamos de acuerdo en que efectivamente si le van a dar los domicilios que sean de aquellos que el procedimiento ya haya causado estado, ese es el tema.

El número y lo demás sí lo pide, pero no se está metiendo en eso. Y sí lo pide, no pide nada más número, esa es una parte, pero ese no es el tema.

El tema aquí es el punto de que dice: “ubicación de cada uno de los inmuebles”, y ese es el tema del agravio. Dice: “domicilios, no me los dio, no me dio la ubicación”. Estamos de acuerdo en que se los dé siempre que el procedimiento haya causado estado. 

Y lo que agregamos, tanto como el Comisionado. A ver, me prestan atención porque si no, no van a poder coincidir conmigo.

Estamos de acuerdo los cinco en ese tema, en que le dé la información que esté reservada, digo, la información que no esté reservada porque ya causó estado y el tema es clasificar por reserva con base en procedimientos que se encuentran en proceso, no por confidencialidad. Ahí estamos bien, hasta ahí.

Lo que agregamos el Comisionado y su servidora es que se oriente, o se canalice o se dirija también al Tribunal o a la Oficialía Mayor para efecto de tener la certeza de que los procedimientos ya están firmes.

Porque dice: “ubicación de cada uno de los inmuebles sujetos al procedimiento de extinción de dominio”, pero si dijimos que se den aquellos que ya causaron estado, entonces las demás autoridades involucradas deberían pronunciarse por aquello de que tengan información que dé la certeza de que ya están esos domicilios terminados los procedimientos respectivos. 

Ese es el siguiente punto que agregamos el Comisionado y yo. Él propuso Oficialía Mayor y yo propuse al Tribunal. En lo primero estamos de acuerdo.

Lo segundo, que es lo que nos falta ponernos de acuerdo es si remitimos o no a esas dos autoridades para tener certeza de que los procedimientos ya están firmes y entonces sí se puede.

Él no pide firmes, él quiere que le den los domicilios, y el Comisionado propuso en su reserva que se dieran los domicilios de aquellos que ya estén firmes. Eso fue, por eso vamos a hacer la reserva, que se haga reserva en caso de aquellos que no estén firmes, y los que sí estén firmes es porque ya no hay ningún procedimiento.

Es por eso que él y yo propusimos, el Comisionado Torres y yo propusimos que las autoridades que se encuentren involucradas en esa firmeza o que tienen certeza también de ese procedimiento, se puedan pronunciar al respecto para dar los domicilios y que no haya ningún tema fuera.

En la primera parte –concluyo– estamos de acuerdo; la segunda parte nada más es si se da esa orientación, la orden para esa orientación a las autoridades con la finalidad –reitero– de dar la certeza de que los procedimientos están firmes.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- A ver, nada más, y ahorita el Comisionado, porque me pidió la palabra el Comisionado Alejandro Torres. Primero, hay coordenada de desclasificación, que se haga una clasificación adecuada de los procedimientos que están, claro.

De este periodo 2009-2017, que es el que pide, de lo que tenga certeza que por interés público se pueda dar, que se dé; es decir, de estas ubicaciones. Y con eso podríamos tener una orden, garantizando la interpretación amplia y estas cosas de la Procuraduría.

Quedaría nada el asunto de las remisiones, que a mí me preocupa por el tema del asunto, pero el Pleno manda, yo siempre he dicho que el Pleno manda. Sí estamos claros en esta primera etapa: desclasificaciones, clasificamos, que clasifique bien lo que está clasificando, que eso evidentemente le va a hacer una nueva clasificación del asunto.

El agravio, no hay que perder de vista que se agrave precisamente por la clasificación del domicilio, de la ubicación de los domicilios de los procedimientos aún sujetos de esta extinción de dominio. Y quedaría básicamente el asunto de si remitimos o no o si la Procuraduría nos da suficiente certeza de que en este periodo lo que haya fallado a favor del Estado lo puede entregar. Hasta ahí vamos.

Comisionado Alejandro Torres Rogelio y luego el Comisionado David Mondragón Centeno.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. En este tema yo quisiera destacar una cuestión. La Procuraduría capitalina ha tenido como práctica informar recurrentemente de los procesos sobre extinción de dominio que lleva a cabo, porque es su labor finalmente combatir el delito, y hay ciertos delitos en los que sí se aplica la extinción de dominio.

Y ha dado comunicados de prensa, de hecho, cada vez lo mostrado precisamente para el caso anterior que estuve recabando comunicados en los que no solamente da los detalles de que si fue por narcomenudeo, por trata de personas, en fin, una serie de delitos.

También daba en sus comunicados o ha estado dando en sus comunicados el detalle de los domicilios y no sólo eso, ha incluido fotografías, de hecho, de los inmuebles. Por ejemplo, de los hoteles donde se hacía la trata de personas, por ejemplo, particularmente.

Recuerdo el caso también de una persona, una menor que fue esclavizada en una planchaduría, la tenían ahí esclavizada y también dio los detalles ahí, si no mal recuerdo era en Iztapalapa, pero dio los detalles de la dirección.

Entonces, me resulta incongruente que por un lado clasifique la información y, por otro lado, en sus comunicados la divulga. Y además lo que es público finalmente ya no se puede reservar.

Y entonces yo la verdad es que creo que deberíamos tener también hechos notorios esos comunicados, que además son comunicados oficiales de la dependencia, en los que da la información de la ubicación sin esperar a que concluya el proceso ante el juez y finalmente ya se sentencia a favor de la Ciudad el inmueble para que sea susceptible de ser incorporado al patrimonio de la Ciudad producto de la comisión del delito correspondiente.

Pero ni siquiera espera a ello, sino que en el proceso informa. Claro, la Procuraduría tiene que informar a la sociedad que está cumpliendo con su deber, que está haciendo tales acciones, es importante que la gente lo sepa, pero al informar también está dando esa información que después, a partir de una solicitud de información, está clasificando como reservada.

Ahí es donde ya me parece inconsistente el actuar del sujeto obligado, y desde luego también me cuesta trabajo respaldar una propuesta así en el que se clasifique también esa información, dado que el mismo sujeto obligado por otra vía las hace públicas.

Lo pongo a su consideración, que ni siquiera los que están sujetos a proceso, a un procedimiento de extinción de dominio pudieran reservarse la dirección, todo lo demás sí estoy de acuerdo en lo que se ha planteado aquí, incluyendo lo de la Oficialía Mayor, porque también en la sesión pasada, en Oficialía Mayor, trayendo a colación el recurso 628, comentábamos que los ya concluidos la Oficialía Mayor es la que se encarga de la cuestión de los bienes inmuebles de la Ciudad, entonces se les proporciona.

Por supuesto al Tribunal sí, porque el requerimiento de la información –con esto concluyo– son varios rubros que tienen que ver, por ejemplo, con los juzgados, en cuál están radicados, en cuál se desistió, en fin, una serie de cosas, que eso sí lo puede tener el Tribunal sin lugar a dudas

Yo nada más pondría a consideración lo de la ubicación y la Oficialía Mayor, bueno, podría pasar lo de la Oficialía Mayor porque, como bien de se dice, la propia Procuraduría es informada, de hecho, también saca comunicados cuando dice: “el juez nos concedió la razón y sentenció y tal”, claro, tiene que hacer valer su actuación ante la sociedad, tiene que informar de ello que está siendo efectiva en estos casos y por ello es que también informa cuando ya se concluyó.

Así que la Procuraduría también tiene respecto de los que ya ganó, los juicios de extinción de dominio que ya ganó, pero de los que están en procedimiento yo creo que también debería darse la ubicación al menos, por lo menos la delegación, la colonia y tal vez hasta la calle, porque como digo, hasta fotografías pone en sus comunicados cuando están en proceso, cuando recién acaba de actuar.

Recuerdo también el caso, por ejemplo, de unas extranjeras que están investigando también en la Nápoles, también informaron en el momento del operativo, informa la Procuraduría de ello. ¿Por qué clasifica entonces cuando hay una solicitud de información algo que sí informa cuando está en sus comunicados y ni siquiera espera la conclusión del juicio?

Es lo que pongo a consideración.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- El Comisionado David Mondragón, luego la Comisionada Elsa Bibiana y luego el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias. Hoy he estado coincidiendo con el Comisionado Alejandro Torres y ésta no va a ser la excepción. Creo que cuida la cohesión y con lo que resolveríamos el tema es precisamente el definir que esa información es pública.

Y lo digo porque si vemos la información de datos personales, datos personales son aquellos que identifican o hacen identificable a una persona física. Una dirección de un inmueble, cuando vamos por la calle vemos todas las direcciones, vemos cómo se llama la calle, vemos cómo se llama el inmueble, ¿y con eso sabemos algo acerca de la persona, eso identifica a una persona?

Por supuesto que no identifica a una persona, en todos nuestros recorridos vemos casas con calles y número y colonia. Es información pública. Además, está involucrado en un delito, no solamente ese es el tema, está involucrado en un delito. 

Incluso las noticias cuando las dan sobre que en tal domicilio fue ubicado un lugar de narcomenudeo o hubo un asesinato o algo, no dan el nombre del dueño, jamás. Salen las cámaras de televisión, salen las fotografías de la prensa, sale el domicilio.

En muchas notas de prensa encontramos: “en la calle fulana de tal lugar, se hizo tal cosa, se cometió tal delito”. Creo que eso ha sido público por siempre y, en este momento, yo ya no veo ninguna razón para que no digamos que esa información es pública.

Porque no hace identificable a ninguna persona a menos que a alguien se le ocurra buscar en el Registro Público de la Propiedad, pero con qué interés o para qué lo habría de hacer. No faltará quien alguno que tenga algún motivo.

Pero para qué lo necesita hacer, es decir, necesitaría ubicar a la persona de su interés para hacerla al revés, para ver qué propiedades tiene esa persona, no al revés, no decir: “¿y esta casa a quién le pertenece?”, se me hace algo realmente incongruente, sin razón, si sentido alguno.

Por eso creo que la información de dónde están los inmuebles de calle y número es pública, y creo que con eso resolvemos. Yo me pronuncio porque sea pública en ese sentido y, entonces, se les ordene a los entes que tienen esa información que se pronuncien sobre ella y la den tal cual.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias. 

Comisionada, por favor
C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- A ver, a mí se me preocupa el tema de extinción de dominio y me voy a permitir leer lo que dice el Artículo 4º para entender cuál es la connotación de esto. 

El Artículo 4º dice: “la extinción de dominio es la pérdida de los derechos de propiedad de los bienes mencionados en el artículo 5º de esta Ley, sin contraprestación ni compensación alguna para el afectado cuando se acredite el hecho ilícito en los casos de delitos contra la salud en su modalidad de narcomenudeo, secuestro, robo de vehículos y trata de personas, y el afectado no logre probar la procedencia lícita de dichos bienes y su actuación de buena fe, así como que estaba impedido para conocer su utilización ilícita.

La extinción de dominio es de naturaleza jurisdiccional, de carácter real y de contenido patrimonial y procederá sobre cualquier derecho real, principal o accesorio, independientemente de quién los tenga en su poder o los haya adquirido.

La acción es autónoma, distinta e independiente de cualquier otra de naturaleza penal que se haya iniciado simultáneamente, de la que se haya desprendido o la que tuviere origen, sin perjuicio de los terceros de buena fe.

La extinción de dominio no procederá sobre bienes decomisados por la autoridad judicial en sentencia ejecutoriada.

Los bienes sobre los que se declare la extinción de dominio se aplicarán a favor del Gobierno del Distrito Federal y serán destinados al bienestar social mediante acuerdo del Jefe de Gobierno que se publique en la Gaceta Oficial.

Cuando se trate de bienes fungibles se destinarán en porcentajes iguales a la procuración de justicia y la seguridad pública.

Toda la información que se genere u obtenga con relación a esta Ley, se considerará como restringida en los términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal.

La Secretaría de Finanzas y la Oficialía Mayor entregarán un informe anual a la Asamblea sobre los bienes materia de este ordenamiento”.

Aquí lo que me preocupa es que la naturaleza de esta acción es precisamente tener un efecto que respecto de ciertos grupos de delincuencia organizada y demás se pueda menoscabar por lo menos en la parte patrimonial o se pueda establecer un tema de reducir sus operaciones, porque la mayoría de estos inmuebles se utilizan para la comisión de delitos, como bien ejemplificaron ya ustedes.

Proporcionar los domicilios en estos casos es grave, es grave porque ponemos en alerta de muchas cosas que por eso la misma ley, en su momento yo recuerdo que alguien decía que debía ser todo restringido en materia de extinción de dominio y se dijo no: “la Constitución prohíbe y la ley prohíbe clasificaciones previas y tampoco por ley”, entonces, eso no puede ser. Por eso es que el mismo artículo remite a lo que nos establece nuestras leyes de transparencia. 

Y aquí hay un tema de restricción por reserva en tratándose de todos esos procedimientos que no han causado estado. Aquí por eso es importante lo que introduce el Comisionado, por eso aquí hay que tener la certeza de que de verdad están firmes esos domicilios que vamos a proporcionar.

¿Por qué razón? Porque recordemos la naturaleza de la extinción de dominio, aquí no aplica el tema de que sea público y de que cualquiera se entere de cuál domicilio es de tal persona o aquí salimos y lo vemos, no.

No es lo mismo que veamos que aquí, por ejemplo, se estuvieran cometiendo actos delictivos. Cualquiera puede pasar y ver los domicilios de todo mundo, pero nadie sabe si ese domicilio está siendo utilizado para trata de personas y esté sujeto a un procedimiento mediante el cual se extinga.

Esto muchas veces no lo sabe ni siquiera los dueños de los inmuebles cuando rentan. Por eso es que sí se maneja cierta secrecía por la naturaleza de la extinción de dominio y que implica quitar esa parte de operación patrimonial al crimen organizado, particularmente en estos delitos que menciona la propia ley, porque es un tema delicado.

Por eso yo digo, si vamos a proporcionar los domicilios, vamos a tener la certeza de que de verdad ya se puede saber que ese domicilio fue objeto de este procedimiento y que ya no hay problema en saberlo, porque inclusive ya pasa a formar parte del Gobierno.

De lo contrario, sí podríamos poner en riesgo todo lo que tiene que ver con esta ley, a las autoridades que están involucradas en esto, a todas las personas que a lo mejor ni siquiera saben que su inmueble está siendo utilizado para determinadas cosas.

Creo yo que en este caso remitiéndonos a lo que dice la ley y a las reglas que tenemos nosotros para reserva, el tema debe ser más reservado que abierto por la naturaleza de la extinción de dominio.

Para mí en este supuesto no deberíamos, y en lo sucesivo, debemos considerar muy particularmente el tema de extinción de dominio. Y me queda claro que las autoridades involucradas en esto deben manifestarse, eso le da certeza al peticionario también y también nos da certeza a nosotros de lo que estamos abriendo.

Creo yo que en este caso no se debe abrir así de manera tan abierta.

Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias.

Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, por favor.
C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Ya lo comentó la Comisionada. Y nos habla el artículo 183 de nuestra Ley de la información reservada: “se obstruye a la prevención por persecución de los delitos”.

Y el 7º: “cuando se trate de expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, mientras la sentencia o resolución de fondo no haya causado estado, una vez que dicha resolución cause estado los expedientes serán públicos, salvo información reservada o confidencial que pudiera contener”.

Miren, nos regresamos a la propuesta original de si ya contiene o no la información la Procuraduría de estos asuntos. Y de las preguntas que hace el solicitante, entre otras cosas, en la respuesta original la Procuraduría responde en el inciso e), esto es en la página cinco, dice: “procedimientos de extinción de dominio que se resolvieron a favor de las autoridades del Gobierno de la Ciudad de México y cuántos a favor de la parte afectada.

Hago de su conocimiento que se han resuelto a favor del Gobierno de la Ciudad de México 82 juicios especiales de extinción de dominio y 66 a favor de la parte afectada.

f) Procedimientos pendientes de resolverse: me permito informarle que se encuentran en proceso 131 juicios especiales”, ¿qué quiere decir?, que ya sabe cuáles están pendientes, que ya sabe cuáles ganó el Gobierno de la Ciudad de México, que ya sabe cuáles fueron a favor de la parte afectada.

Creo que, con esta información, a menos que los comisionados insistan, creo que debería de quedarse ya en el tema de la Procuraduría, pero yo soy muy respetuoso.

Clasificando aquellos que se pueda ya dar a conocer los de la ubicación siempre y cuando hayan causado estado a favor del Gobierno de la Ciudad, porque si gana el particular, obviamente entramos en un tema de resguardo patrimonial.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- El Comisionado Alejandro Torres, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Un poco para sustentar lo que dije hace rato respecto de que la propia Procuraduría es la que informa de los procedimientos de extinción de dominio aun cuando no se han concluido, es que ahora me quiero hacer referencia a dos comunicados de prensa.

El más reciente, que por lo menos localicé, es el comunicado del 30 de marzo del 2017 de la Procuraduría General de Justicia de la Ciudad de México localizable en el sitio de internet de la Procuraduría, de hecho, aquí lo pueden ver, Comisionada.

Yo siempre he objetado esa forma de quitarle el rostro, nada más tapando con una cinta muy ligera los ojos, porque realmente sí se hacen identificables a la persona, pero bueno, ese es otro tema.

Y aquí dice: “cumplimenta PDI –que es la Policía de Investigación– orden de cateo en vivienda de la Delegación Gustavo A. Madero y detiene a tres personas por posesión de narcóticos”, y da la fotografía de las personas, y ya nada más leo los párrafos que tienen que ver. 

“Como parte de las acciones que realiza la Procuraduría General de Justicia Capitalina en el combate a la venta y distribución de drogas al menudeo en la Ciudad de México, a fin de mantener la salud y seguridad principalmente de niños y adolescentes –finalmente ya está justificando su actuación ante la sociedad– agentes de la Policía de Investigación cumplimentaron una orden de cateo en un domicilio de la Delegación Gustavo A. Madero, donde detuvieron a tres personas, entre ellas una mujer y aseguraron 78 dosis de cocaína y mil 99.6 gramos de marihuana.

Los imputados quedaron a disposición del agente del ministerio público quien ejerció acción penal en su contra, logrando que un Juez de Control los vinculara a proceso por el delito contra la salud en su modalidad de narcomenudeo en la hipótesis de posesión de narcóticos con la finalidad de comercializando”. Apenas está el asunto.

“El mandato judicial otorgado por un Juez de Control del Sistema Penal Acusatorio adscrito a la Unidad de Gestión II Especializada en Órdenes de Cateo y Aprehensión fue ejecutado por personal ministerial, peritos, elementos de la PDI y del Grupo Especial de Reacción e Intervención, el GERI, en una vivienda de la calle Rafael Ramírez, colonia Gabriel Hernández, de la Gustavo A. Madero”.

Como podemos ver, al comunicado además de los rostros agrega la fotografía del domicilio, que es lo que comentaba el Comisionado David Mondragón hace rato y yo también estoy de acuerdo con él, en que finalmente la persona en este recurso que estamos analizando nunca pidió nombres de los involucrados ahí en las cuestiones de extinción de dominio: quiénes son los propietarios o eso, no; solamente pidió estadísticas y juzgados. Entonces, creo que sí se lo puede dar.

En el otro comunicado, que ese es del año pasado, el comunicado del 20 de noviembre de 2016, la Procuraduría informa: “derivado de dos cateos, 12 detenciones y una orden de aprehensión cumplimentado por la PGJ capitalina en inmuebles de la Plaza de Santo Domingo, la Secretaría de Seguridad Pública, SSPCDMX, detuvo a ocho personas con documentación federal falsa y a un menor con narcótico”.

Y ahí vemos en este comunicado también como es que relata lo que ocurrió y también aquí ustedes podrán ver en este comunicado da cuenta, como resultado del primer cateo en el interior de un local ubicado en el primer piso en la Plaza de Santo Domingo, fueron aseguradas 125 bolsas de material sintético que contenían vegetal verde, que al ser analizado dieron un peso total de mil 657.4 gramos de marihuana, además se encontraron dos paquetes con sustancia sólida que en su interior tenían 68.9 miligramos de cocaína, eso por un lado.

Y ya más adelante, en el segundo cateo, en un establecimiento comercial establecido en el quinto piso de un inmueble ubicado en la calle Palma Norte, fueron aseguradas 12 personas: seis hombres, cuatro mujeres y dos menores.

Y aquí podemos ver cómo da los rostros, la mercancía asegurada también, además de que ya dio la ubicación.

Y dice en otro párrafo más adelante: “el representante social ejercitará acción penal contra los implicados ante un Juez de Control y un Juez de Justicia para Adolescentes, respectivamente, en tanto los inmuebles asegurados serán puestos para aplicación de extinción de dominio”, o sea, ni siquiera se esperan a que haya la conclusión del proceso de la extinción de dominio y que se dicte a favor de la representación social la sentencia para que pasen a ser patrimonio de la Ciudad, sino que desde el inicio, desde sus operativos da todos los detalles.

Ahora bien, como yo decía, delegación, colonia y calle tal vez, porque eso es lo que da en sus comunicados, ya no da el número, pero sí da hasta el nivel de calle, lo da la propia Procuraduría, no veo por qué hacerla reservada esta información.

Y, por otro lado, insisto, como dice el Comisionado David Mondragón, tampoco se está pidiendo el detalle del propietario o de quien ocupaba el inmueble en ese momento que se ejerció la extinción de dominio, en el que se inició el procedimiento.

Por eso creo que es información pública, aunque no haya concluido el proceso de extinción de dominio.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón.
C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias. Podemos encontrar una gran abundancia de notas al respecto, no hay más que googlearlo tantito de extinción de dominio y te aparecen cualquier cantidad de notas.

Yo por economía de tiempo no leo la nota, pero se trata también de un delincuente que le dicen “El Dany” que se dedica al narcotráfico y al lavado de dinero, y que le meten 25 inmuebles, son los que están ubicados, dan las direcciones de los inmuebles por colonia nada más, y yo considero que el periodista no dio las direcciones exactas por cuestiones de espacio.

En la prensa no puedes ocupar el espacio para decir de cada uno de los 25 inmuebles la calle y número, pero sí te dice: “ubicados tantos en tal colonia, tantos en tal colonia, tantos en tal colonia”.

Y aparecen las fotos de los inmuebles aquí, aparece hasta un video, que lo puede uno echar a andar para ver uno de los inmuebles. Entonces ahí están.

Un punto que hay que resaltar de lo que señaló el Comisionado Alejandro Torres es que no puede ser la incongruencia de la autoridad que tiene esta información de hacerla pública para unos efectos, no sé, para efectos de dar resultados, de rendir cuentas a la sociedad y de decir: “miren, estamos trabajando y estamos agarrando los delincuentes y estamos aplicando la ley”.

No puede ser que lo haga así en ese sentido, que lo haga público como es demostrable, como es evidente, es un hecho notorio; y que no lo haga público cuando un solicitante lo pide, es decir, que esté por debajo de ellos el derecho de acceso a la información pública que está establecido perfectamente en la norma como fundamental.

Y que, por otra parte, que para fines de comunicación social sí lo haga, eso quiere decir que la consideración de las autoridades no es uniforme, no tiene un criterio uniforme de si es pública o hay que protegerla.

Pero yo insisto, independientemente de ese criterio cambiante de la autoridad, lo que yo creo que es esa información es pública porque no es un dato personal y porque no pone en riesgo, no cae, no encaja dentro de ninguno de los supuestos de información reservada y tampoco es confidencial porque es información que haga identificable a una persona.

Un número de placa, por ejemplo, por sí mismo no es un dato personal. Los números de placas, igual que en mi ejemplo anterior, los vemos por todas partes y no significa nada; ahí están tales placas, ahí están tales placas, no significa nada, no hace identificable ni identifica a ninguna persona física; lo mismo que las direcciones, no son datos personales.

En ese sentido, creo que no caen ni en el supuesto de información confidencial ni de información reservada, por lo tanto es público; y en ese sentido, mi propuesta es que ordenemos al ente y también que lo mandemos a quien pueda tener la información para garantizar que se cubra todo el espectro de quienes pueden detentar esa información, de acuerdo con eso y que se ordene la entrega de información.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias. 

Maestra, por favor, usted en el uso de la voz.
C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias. Con el fin de precisar. Ya dijimos que confidencial no es, ya; reservada, es un tema de reserva. Ahora, reserva para el caso de los que no han sido concluidos, hasta ahí vamos bien, creo que no tenemos ningún problema al respecto.

Y el siguiente es la remisión a las autoridades involucradas con el tema, que ya salieron a quién va más, derivada del informe que tienen que rendir. Entonces, ahí que quede. Y reservada sí, porque obedece a lo que establece nuestra misma resolución.

Y decir que, aunque la Procuraduría lo abra en cualquier supuesto, hay que ver también los líos en los que se ha metido la Procuraduría por andar abriendo cosas y haciendo cosas hasta con el arraigo.

Yo creo que nosotros debemos de cuidar mucho siempre ese tema y por eso nuestra ley en todo momento establece que los procedimientos que no han causado estado no se pueden proporcionar porque debemos ser cuidadosos también del debido proceso.

El que otras autoridades pongan en evidencia determinadas personas no sirve para que nosotros lo hagamos también. Nosotros debemos de cuidar que haya un debido proceso, porque uno de los supuestos que establece nuestra ley es que para que la información se abra debe estar firme, si no está firme no se abre.

Aunque otra autoridad lo haga nosotros no podemos hacer eso, porque es un supuesto que establece nuestra propia ley y que además la Constitución nos obliga en el artículo 1º a observarlo, porque es un principio que tiene que ver con el debido proceso.

Si una persona no ha sido sentenciada, si una persona su inmueble está sujeto a extinción de dominio, pero eso no está firme, nosotros no tenemos por qué proporcionar el domicilio haga lo que haga cualquier otra autoridad. Ese un tema de debido proceso que tenemos que cuidar muchísimo de acuerdo también a lo que establece el artículo 1º de la Constitución.

Yo me quedaría con eso. Estoy de acuerdo con las dos primeras propuestas y dejaría en la mesa y votaría en ese sentido para que se mande también a las autoridades respectivas; lo del Tribunal y la Oficialía.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Porque ya cambiaron hasta la propuesta.
C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Bueno, yo sí subsisto con la del Tribunal. Y dice la ley que inclusive rinde un informe la propia Secretaría y la propia Oficialía Mayor, entonces ellos ya con ese informe saben exactamente qué bienes ya están ahí.

Ese sería nada más el punto, creo que en todo lo demás ya estamos de acuerdo.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Eso porque ya hay una propuesta acá para que la información sea pública.

Miren, yo un poco coincido con la maestra en términos porque la Procuraduría esté haciendo estas cosas, no es que sea público el asunto, porque entonces tendríamos que validar que las fotos, como bien dice el Comisionado que están ahí, que son presuntos y que otra vez estamos regresando a una historia de hace un par de años en donde evidentemente nosotros dijimos: “no es posible porque viola el debido proceso, viola datos, viola una serie de cosas, y no podemos presentar un debate”.

Y va a haber un debate fuerte, que yo entiendo, porque finalmente las fuentes de acceso públicas, como vienen definidas, va a ser un problema. Pero claro, hoy finalmente hasta en tanto no tengamos una serie de lógicas comunes en las leyes generales, las fuentes de acceso públicas tienen ciertas características y las áreas de comunicación no son fuentes de acceso público.

Yo por eso creo que más bien nosotros tendríamos que definir un tema de criterio de decirle a la Procuraduría: “oye, creo que traes un problema fuerte con lo que estás publicando, es decir, porque nos remites a nosotros y nosotros sí tenemos capacidad para decir qué información reviste de carácter público y qué no, entonces hay que tener cuidado con eso, porque estarías transgrediendo un tema que nosotros mismos, porque su ley nos remite y nosotros decimos.

Porque creo que sí hay un tema de crimen organizado, porque es crimen organizado, y además la ley lo que nos dice es un procedimiento y cuando lo establezca otra ley y una serie de cosas. Es decir, se configura lo que finalmente podría ser información reservada. 

¿Qué me preocupa? Me preocupa que nuestra interpretación sea: “a ver, ciertas cosas pueden ser públicas y, claro, contravengamos lo que nosotros mismos entendemos como información reservada, qué es lo que está en procedimiento, lo que está en forma de juicio.

Me queda claro que hay una parte importante que tiene que ver con el carácter de información pública que tiene el asunto de extinción de dominio, claro, no lo niego, hay una parte muy importante porque es pegarle a la parte del crimen, sobre todo organizado, en lo que sensiblemente le permite operar, que es toda la parte financiera, económica, de inmuebles; y eso me parece que es importante.

¿Pero cuándo? Cuando esté completado, firme el asunto, porque digamos, ha abundado muy bien el asunto la maestra, creo que el tema del Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava también coincide en que no puede ser un tema confidencial vinculado al patrimonio de una persona, que sí tiene que ver con un asunto de información reservada porque se sigue en forma de juicio, porque hay una ley, porque hay un procedimiento. 

Yo creo que también que el artículo 1º de debido proceso es un tema fundamental, porque sí hay un tema.

La misma Procuraduría creo que a veces se mete en problemas por la difusión de estas cosas, que entiendo que también tienen que publicitar la eficiencia y la eficacia de las acciones que se toman, pero no sé cuántos de estos han caído precisamente por ese adelanto.

Y lo otro es que valdría la pena echarle una revisada al asunto de lo que nos están presentando como información, porque ahí nosotros creo que sí podemos hacer un tema de interpretación de: “a ver, lo que no, lo que estás publicitando puede tener un serio problema”.

Como yo lo remito al ejemplo que muy bien pone el Comisionado Alejandro Torres Rogelio en términos de las imágenes de los presuntos, ¿cuánto hemos batallado en esta Ciudad?

Y además yo un poco lo digo hasta en broma, porque cada vez, digo no cada vez, pero en algunas ocasiones hasta el mismo Jefe de Gobierno dice: “es que si nosotros íbamos tan bien, ¿por qué luego no nos dejan a los presuntos?”, es un tema de derechos.

Todavía se acuerda y un poco a través de mi lo reclama al Pleno, pero es un tema de derechos el asunto de los presuntos. Y creo que es un tema que tiene que ver con lo otro.

Eso no quiere decir que restrinja o la intención sea cerrar esa parte, no; me parece que más bien hay que cumplir con lo que se establece en el asunto en la ley. Creo que el argumento del 1º Constitucional en términos del debido proceso sí me parece importante y más bien buscar que en tanto no tengamos como fuentes de acceso públicas, que además yo sí creo que las fuentes de acceso públicas están normadas, son específicas, es una contraprestación, están establecidas y no son tan amplias, porque entonces sí vamos a tener un problema en términos de validar, por la información que podamos encontrar de manera accesible, gratis ahí, el asunto y, a partir de eso, guiarnos para decir que esta es información, puede ser que esté ahí,  pero eso no quiere decir que esté validada públicamente o que tenga ciertas características.

Que eso a mí siempre me preocupa y me preocupa pensando, sobre todo en el tema de datos personales y lo que viene sobre las fuentes de acceso públicas que trae la Ley General.

Las definiciones me parecen muy buenas, pero ya cuando uno va al 5º de la Ley General y te dice: “las fuentes de acceso públicas son todas aquellas en donde haya datos y sirvan precisamente para localizar”, dices: “no va, qué barbaridad”, eso es lo que hizo ahorita el Comisionado David Mondragón, de sacar su teléfono y decir tengo una fuente de acceso pública, eso tampoco puede ser.

Digamos, ahí tenemos un tema complicado, pero yo sí iría por la clasificación, la propuesta que hace una reclasificación, no es una clasificación confidencial, es una clasificación de información reservada, la Procuraduría la podría dar y nada más la diferencia que tenemos, pero ahorita la dividimos, es sobre si remitimos o no, dice la Comisionada el tema de Tribunal y la Oficialía Mayor.

Comisionado David Mondragón Centeno, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Muchas gracias. Yo creo que, como bien enfatizó la Comisionada Elsa Bibiana Peralta, el debate sobre el asunto de confidencial o no era confidencial ya quedó saldado, quedó zanjado, no son datos confidenciales, no son datos personales; y luego entonces, lo que se propone es que sean datos reservados e información reservada.

Creo que no aplica ningún fundamenta de ley para hacer eso. ¿En qué supuesto de nuestra ley cae eso?

Ya citó la Comisionada ahí sobre la Ley de Extinción de Dominio que en una parte señala que esa información será reservada.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- No, remite a nuestra ley y que la ley dice que son supuestos de reserva.
C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Y habla de todo lo relacionado con la extinción de dominio.

Y efectivamente, existen las versiones públicas, existen las versiones públicas de todo, de todo se puede hacer una versión pública. Y en este caso, si uno aborda todos los aspectos que ya señaló la Comisionada Elsa Bibiana, uno puede pensar que sí hay ahí algo que se debe reservar: la investigación antes de la captura, los datos de la captura, el operativo que se realizó, la averiguación previa que se inicia, toda esa parte que corresponde a todo el contexto de la extinción del dominio mucha información de esa puede ser reservada.

Pero hay información de esa que puede ser pública y esa es la versión pública, y yo creo que una versión pública de esa información son los domicilios. 

¿Qué domicilios están?

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Que se litiga.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- No, porque esa es otra cosa distinta. Dar el domicilio no le da ventajas a terceros, porque deben de recordar que no simplemente es la información que está en procesos, porque entonces todo lo que está en un expediente se va a reservar, eso no es cierto.

Está reservada la información, la razón de la reserva de esa información es no dar ventajas a terceros en el litigio, esa es la razón y no hay otra, por lo menos esa es la más importante.

Pero como conocer el domicilio que está en proceso de litigio no le da ventajas a terceros o cualquier otra razón que ustedes me citen de la que está establecida por ley o cuál es la razón, no nada más porque está en proceso. Porque está en proceso no, no es porque está en proceso; es porque da ventajas a terceros.

Y en este caso no es el caso, por lo tanto, yo no voy a abundar mucho en ese sentido, creo que la información es pública de los domicilios de los bienes que están en proceso de extinción de dominio y, por lo tanto, debe de entregarse con los sujetos que ya aquí se indicaron.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Nada más un poco la acotación, porque la extinción remite a nuestra ley en términos de decir: “bueno, lo que sea reservado se tiene que reservar”, así lo hace extinción de dominio.

Y lo que se ha invocado acá es el 183, que como información reservada podrá clasificarse aquella como publicación. Y ya nos decía por ejemplo el Comisionado, la fracción III obstruye la prevención o persecución de los delitos.

Que puede obstruir o revelar esta información, sí, porque finalmente se está investigando sobre delitos, además, de alto impacto, de lo que llaman delitos que sí afectan y lesionan fuertemente a una comunidad, como trata de personas, narcomenudeo, estas cosas que lesionan. Por eso además se establece, por ejemplo, puede ser una causal.

La misma fracción VII dice: “cuando se trate de expedientes judiciales o de procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio”, una extinción de dominio es eso, mientras la sentencia o resolución no haya causado ejecutoria, que es un poco lo que nos dice el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

Y yo decía la última, la nueve, la que por disposición expresa una ley tenga tal carácter. Porque finalmente extinción de dominio sí te dice: “esta información será reservada”, pero remite a nuestra ley.

Y no es por no abrir el tema, es básicamente por cumplir con el debido proceso, cumplir con la posibilidad que tiene precisamente de que no obstruyamos la acción administrativa. Entiendo que la Procuraduría al sacar este tipo de comunicados trae problemas.

Y además esos comunicados, yo insisto, va a haber un debate fuerte ahí, yo me estoy reservando para datos personales, pero fuentes de acceso públicos no puede ser como muy bien el Comisionado sacó su teléfono, vio el asunto y dijo: “aquí hay un montón de información”, eso no puede ser una fuente de acceso pública válida para el tema.

Las fuentes de acceso pública los ejemplos son muy claros: Registro Público de la Propiedad, el Registro Civil, que además dan versiones públicas de las actas, porque ahí ni viene mi abuelita, ni me abuelito, puede ser una versión pública.

Por eso creo que no es confidencial que, como bien lo dice el Comisionado, no está en el tema de confidencial porque no es que identifique a una persona con su patrimonio, sino es reservada por las características.

Yo coincido en que finalmente para que tenga eficacia también el mecanismo de extinción de dominio, hay una parte que debe de ser como pública, y es cuando se concluye el asunto que se diga cuáles son, cómo están, a qué se van a destinar esos inmuebles.

El caso más característico es el tema del predio de la Ford, que fue un tema de extinción de dominio y luego hubo un debate por todo el tema de lo que se podría hacer con ese predio, que es toda una manzana completa del predio de la Ford, donde finalmente se comerciaba con robo de autopartes. Pero el tema fue después de concluido el tema.

O no sé si se llamaba “La Fortaleza” esta vecindad de Tenoch de 1, 2, 3, o por ahí, que sí era un tema complicado, que fue de las primeras de extinción de dominio, que claro, se sabía, no se sabía.

Y cuando acaba y se concluye el proceso, ya sabemos a dónde se incorpora, cómo se incorpora.

Yo por eso digo, nosotros sí tenemos facultad para decir qué tipo de información es, y creo que no es un asunto de información reservada. Y creo que ahí tendríamos que decirle a la Procuraduría: “hay un tema complicado con el asunto que estás publicitando, sí tienes que hacer una publicidad, claro, del asunto de tus logros, la eficiencia, la eficacia policial, pero hay que tener cuidado porque te puedes meter en problemas, no solamente con nosotros, pero sí con los procedimientos administrativos, el problema del juicio o lo que sea”.

Y no es otra cosa, no es argumentar que hay que cerrar, porque no es cerrar la información, no es ese el espíritu, el espíritu es que se haga una buena clasificación, que se le dé certeza a la persona, atender el asunto del agravio y simplemente estamos diciendo: de 2009 a 2017 lo que ya esté firme y se ha fallado a favor del Estado, que se entregue.

Eso es un asunto, me parece, de publicidad. Un poco así está el tema.

Alguien me había pedido la palabra. Comisionado Alejandro Torres Rogelio, por favor. 

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. La parte en la que creo que ya debemos tener acuerdo es en la cuestión de la remisión del Tribunal, ya para no discutir ello. Si se quiere incluir a la Oficialía adelante, si no, no tengo problema en ello.

La cuestión de la confidencial, igual creo que ya también está eso. Quisiera plantear algo que tal vez podría ayudarnos a lograr aquí ya finalmente el consenso o en todo caso la unanimidad al respecto, sobre todo por lo que acaba de comentar, entre otras cosas, la parte de la Procuraduría y cómo viene actuando, dando a conocer la información.

No estoy de acuerdo con el planteamiento que hizo la Comisionada de que debemos ignorar eso y que haya ella, no, no; ¿por qué?, porque finalmente no se trata nada más, no se trata aquí de decir, en mi caso lo que yo expuse ahorita en esta mesa, de por ejemplo notas de prensa que sí las hacía referencia el Comisionado Mondragón, no.

Porque sabemos que las notas de prensa pueden ser indicios, pero finalmente no tienen ningún valor probatorio. Los comunicados sí, porque son comunicaciones oficiales, de hecho, yo hice referencia en el primer caso al comunicado CS/2016-1285, que es del 20 de noviembre de 2016, para ser más exactos.

El segundo es del 30 de marzo del 2017 de la Procuraduría, comunicados, y estos son finalmente hechos notorios también, así como los micrositios que realizan los sujetos obligados para informar de determinados casos como el Tren Interurbano que vimos hace rato en la sesión; también nos da información, nos dan elementos informativos, son oficiales.

Mi propuesta sería la siguiente, efectivamente lo de la clasificación por confidencial no va. En todo caso hay que ordenar que la información se entregue la información, pero si considera que hay información susceptible de ser clasificada como reservada, entonces que haga su trabajo el Comité de Transparencia del sujeto obligado.

Pero incorporemos entonces estos hechos notorios para hacer notar que la Procuraduría ha informado en casos de extinción de dominio tanto delegación, colonia y calle, para que con estos hechos notorios entonces proceda conforme a la ley y que es esto. Si va a reservar tendrá que presentar la prueba de daño.

Y entonces en la prueba de daño y teniendo en cuenta estos hechos notorios, tendrá que demostrar las tres cosas que dice el 174: “que la divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicios significativo al interés público.

Segundo. Que el riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda”. Ella misma lo difunde.

“Y tercero. Que la limitación se adecúa al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio”.

Entonces, creo que el sujeto tendría, eso sí, incluir los hechos notorios que estamos haciendo referencia para que, entonces, haga la prueba de daño y ya. 

Si es que procede, entonces se haga la clasificación por el Comité de Transparencia correspondiente. Sería mi propuesta.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- A mí me preocupa. Digamos, suena bien, pero me preocupa porque al momento de meter los hechos notorios de una posible irregularidad que ha hecho la Procuraduría, nosotros estaríamos convalidando esa irregularidad.

Y dice: “bueno, como ya el InfoDF me dice que con este hecho notorio que yo hice, me está convalidando que yo estoy actuando de manera legal”. Es la única preocupación que yo tendría en ese tema.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Maestra, por favor.
C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- El único supuesto que nos permite la ley para hacer la prueba de daño que señala el Comisionado es la fracción VIII y la VII, nada más, es lo que habíamos propuesto en un principio, que cuando se trate de procedimientos que ya estén firmes se da el domicilio, si son procedimientos que no están firmes no se puede proporcionar. Eso es todo. 

Pero recordemos, el procedimiento de extinción de dominio va sobre esos inmuebles, ese es el punto importante aquí, no es cualquier dato, no es cualquier domicilio, no; es sobre el que se está ejerciendo una acción de extinción de dominio que ya la ley dijo todo lo que implica.

Entonces, aquí hay procedimientos judiciales al respecto, el único supuesto que nos marca la ley es: si están reservados, no se puede proporcionar; si ya causaron estados, entonces ya se pueden dar, inclusive en versión pública, porque si ahí hay otros datos que contengan que protegerse es una versión pública, tampoco se va a dar así la resolución abierta, seguramente habrá que hacer una versión pública de lo que se entregue cuando ya haya causado estado.

Ese es el punto aquí, que no hay que perder la naturaleza y me parece, lo digo con todo respeto, que tenemos que atender a la naturaleza de este procedimiento de extinción de dominio.

El tema de la naturaleza de la extinción de dominio es lo que nosotros tenemos también que ayudar a preservar en un tema de equilibrio, y lo dice el mismo 174: “el riesgo de perjuicio supondría la divulgación, supera el interés público general de que se difunda”.

Aquí hay un tema de interés público: esta ley. La misma ley lo dice y aquí hay que ponderar esa parte y se trata de un procedimiento además.

Dice: “que la limitación se adecúe al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo menos disponible”; así es, es el medio menos restrictivo disponible, solamente con base en la reserva, porque se trata de procedimientos que están en trámite, que no han causado estado, sobre los cuales no hay certeza de que ese domicilio se puede proporcionar.

Sí, porque puede suceder que las personas, la acción no haya procedido la de extinción de dominio, y tú ya diste el domicilio como que estaba en un proceso de extinción de dominio, y eso también le causa perjuicios a terceros.

Nosotros tenemos que ponderar todo un esquema en general, claro, meternos a ese tema ahorita para resolver no es el que aplica. Yo me quedaría, y ya en ese sentido emitiría mi voto, en el caso de que los domicilios se proporcionan siempre y cuando hayan causado estado la resolución. Si no ha causado estado, no se proporciona.

Y además agregaríamos que se den versiones públicas, porque igual hay que reservar todo lo demás. Y el tema de la remisión a las autoridades correspondientes para dar esa certeza de la firmeza de los procedimientos.

Esa sería mi propuesta y sobre eso emitiría mi voto. Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón Centeno, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Creo que argumentado, debatir sobre los argumentos que pueda dar el Comité de Transparencia para hacer su prueba de daño, le corresponde al Comité de Transparencia y no a nosotros debatir sobre cómo hacerlo.

Lo que sí nos corresponde y coincide con lo que planteó ya al último la Comisionada Elsa Bibiana Peralta, es efectivamente, queda claro que la información que ya causó estado es pública y no necesita nada, es obligatorio que lo entregue.

Y de la otra parte que no ha causado estado, pues que haga la prueba de daño, es lo que pedimos en todas partes. La propuesta del Comisionado Alejandro Torres es esa, que entregue la información que es pública, la que ya causó estado, y que de la otra, en su caso, nos haga la prueba de daño.

¿Con qué argumentos, qué fundamento? Con los que ellos legalmente, con los recursos legales que tengan y que están obligados a utilizar con la ley en la mano.

Porque eso hacen todos los entes, no va a ser este un caso aparte de todos, prueba de daño de lo que reserves.

Y lo otro que a mí sí me parece importante que incluyamos eso, porque más que perjudicar al Instituto lo beneficio, porque nosotros, lo voy a decir con letras grandes, lo iba a decir con otros términos, pero creo que los más adecuados son esos, no nos vamos a hacer de la vista gorda de los hechos notorios.

No podemos decir: “hay esto, lo guardo por acá debajo del cajón porque no quiero quién sabe qué, ¿no quiero quién sabe qué, qué?

Tenemos que decirle: “oye, tú estás haciendo esto, porque eso es lo que le da la limpieza de su trabajo al Instituto, y antes que perjudicarnos no estamos convalidando nada, estamos hablando de cómo está el asunto. Al analizar el asunto nos estamos dando cuenta que no estás declarando, porque esa es nuestra resolución, al estar analizando nos estamos dando cuenta que tú estás declarando como reservada esta información cuando nosotros tenemos visos que estás haciendo esto otro”.

Y entonces, para cualquier gente que revise esto, es más, en segunda instancia, los periodistas, la sociedad civil, lo que quieran van a decir: “el Instituto actuó bien porque entregó lo que debería de entregar, no hizo caso omiso, ni escondió papeles debajo del escritorio”.

Hay que integrarlos como propone el Comisionado Alejandro Torres.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Pues yo diría más allá, si nosotros estamos viendo que están actuando de manera indebida, hay que actuar, pero no meterlo en una resolución, sino hay que actuar directo sobre el asunto. Es decir, está revelando información que para nosotros es reservada. 

Yo coincido con la maestra, la naturaleza de esta información coincidimos que es de una naturaleza reservada y las pruebas de daños se dan, como bien lo explicaba, por otra razón. Y claro, meter un hecho notorio con estas características creo que nos lleva.

Como bien dice el Comisionado David Mondragón, si tenemos certeza de la naturaleza de la información y que sabemos que están revelando una serie de cosas, hay que actuar de manera directa, no en la resolución; porque como dice el Comisionado Luis Fernando: nos va a generar un tema de confusión.

Y hay causales de reserva claramente establecidas para saber la naturaleza de la información, que ese es el punto. Lo otro, yo creo que estas cosas que ellos publican hay que generar un mecanismo fundamental.

Yo por eso decía, fuentes de acceso públicas, sé que las fuentes de acceso públicas van a venir definidas o están definidas en la Ley General, todavía no entra afortunadamente; pero yo traigo una reserva, porque claro dice: “fuentes de acceso pública: las áreas de comunicación social de las instituciones”.

Pero ahí traemos un tema otra vez que vamos a tener que revisar a pie, de puntillas. Yo por eso digo, si está esto hay que ir directo sobre el asunto de la Procuraduría para saber cómo está publicando esto y la naturaleza.

“¿Y qué hicimos en el caso, por ejemplo, de presuntos? Le dijimos cómo se deberían de presentar”. En este caso, creo que podríamos muy bien hacer otra vez un mecanismo en términos precisamente de cómo presentar los boletines cuando se trate de extinción de dominio, porque es información reservada.

Y ahí sí vendría el asunto de que creo que podría venir hasta delegación en el tema, porque lo otro sí implica que el mismo domicilio, es decir, yo también creo que las versiones públicas, que ya lo dijeron ustedes, cuando causa estado y el litigio es el domicilio, pues el domicilio es público porque ya causó estado y ya pasó a ser parte del patrimonio del Estado o del gobierno, por lo tanto es público, no hay nada que lo medie porque ya es del Estado, ha pasado el procedimiento, ha causado estado, el domicilio y la ubicación y la extinción de dominio es totalmente público.

Pero esa es la única diferencia con el asunto de la prueba de daño. Y la prueba de daño, porque si no, a mí me preocupa porque la Ley General y la de nosotros también trae todo el asunto de la prueba de interés público que nos tendría que pasar con nosotros, es decir, ¿por qué tenemos que abrir una información que claramente es reservada y que a nosotros nos parecería que tendría un tema de interés público?

Yo nunca estuve de acuerdo con que viniera en la Ley General en ese asunto el tema de la prueba de interés público, que corre a cargo del Instituto. Porque esto es muy claro, hay capacidad para poder reservar el tema.

Y esto, como dice el Comisionado David Mondragón y Alejandro, hay que atenderlo sin duda alguna. Yo creo que no es a través de una resolución del Pleno, sino sí muy claramente el asunto de decir: “a ver, si esta naturaleza es información reservada, es reservada, y, por lo tanto, hay que cuidar lo que está diciendo por la naturaleza de la información”.

Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, por último, creo que además va a resultar útil si nosotros incluimos esos comunicados como hechos notorios en la resolución.

¿Por qué? Porque eso va a obligar al sujeto obligado, valga la expresión, a que se defina; o en adelante dice: “el Subcomité de Transparencia, esto es público y por lo tanto nuestros boletines de prensa pueden incluir esa información o definitivamente ya no podemos sacar estos boletines de prensa, que se defina.

Aquí no hay definición porque hay diferencia de criterios, algunos Comisionados tienen la certeza de que sí es información reservada o dos comisionados tenemos la certeza de que es información pública el domicilio nada más, nada más el domicilio y los bienes, nada más, ningún elemento más, ni una coma más, el domicilio nada más, porque esa es información pública.

Por lo tanto, nosotros no tenemos certeza como Pleno, como estamos en lo individual tenemos certezas o tenemos criterios de interpretación. Pero el ente también está en una circunstancia cambiante de que dar información, insisto, ya lo dije hace rato, a través de comunicados de prensa y no da la información a los solicitantes de información pública.

Yo creo que incluirlo, insisto, y con eso termino, va a ser útil para que el ente, el Comité de Transparencia defina su criterio. Si define su criterio en el sentido de que es reservada, pues que responda así, que haga su prueba de daño y tan tan.

Y si decide que es pública que se la entregue al solicitante y que siga publicándola en comunicados de prensa.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado Alejandro Torres Rogelio, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Antes que nada sí estoy de acuerdo en que podamos acudir a una reunión con la gente de la Procuraduría para definir estos temas, no solamente por extinción de dominio, sino como ya lo mencioné hace rato, por otro tipo de información, en este caso por ejemplo imágenes, caso concreto a mí por ejemplo no me termina de convencer la bandita negra que le ponen tan delgada, porque para mí sigue siendo identificable la persona, no la identificaremos por sus ojos pero hay otras características que sí se están revelando que sí permiten en un momento dado identificar a la persona.

Entonces, no me convence eso.

Pero como esa otra cosa, como las imágenes, que como les mostré, también traen imágenes de los inmuebles. Y que después cuando llega una solicitud de información y su recurso de revisión, dicen totalmente otra cosa, su postura es distinta, es incongruente.

Sí necesitamos trabajar con ellos para poder tener un discurso homogéneo al respecto como instituciones. Y creo que la nuestra lo ha sido y se mantiene.

Por las causales que decía la maestra hace rato, por ejemplo, la cuestión del interés público. Imagen que cualquier persona quiere adquirir este predio de uno de los dos casos que yo mencioné, ¿es de interés público o no que esa persona en un momento dado sepa que eso está en un proceso de extinción de dominio? 

Y resulta que sí la compra, está comprando algo que no le va a funcionar, que le va a generar un problema porque nadie le informó que eso estaba en proceso de extinción de dominio, ¿y qué pasa?, claro, pero para poder contemplarlo, es decir, quedan por ejemplo bloqueadas esas propiedades, el juez lo ordena bloquearlas precisamente para que no haya algún proceso de compraventa de ello mientras se define.

Hasta que después ya si la autoridad dice: “no procede la extinción de dominio en este inmueble”, se libera y el dueño puede hacer lo que quiera: rentarlo, venderlo o lo que sea, quedárselo, heredarlo.

Pero para ello sirven las fuentes de acceso público también, como el Registro de la Propiedad, para saber si está bloqueado o no, si trae problema o no, si quien me lo vende es el legítimo propietario; para eso son las fuentes de interés público.

Hay un interés también de conocer esta información que está en estos procedimientos. Desde luego no la información del propietario y además ni siquiera fue motivo de la solicitud de información.

Yo creo que la autoridad en este caso es sobre la que tiene que recaer, tal como lo establece la ley, de mostrar que procede la reserva de la información, por eso yo proponía, bueno, ya no hay confidencial, pero sí vámonos al tema que en todo caso considere el Comité de Transparencia, si debe darse o no debe darse o, en su caso, una versión pública.

¿Por qué? Para ello es que valoro la importancia de incluir los hechos notorios, porque para que ellos mismos digan: “podemos dar hasta delegación, colonia y calle, puesto que eso es lo que han venido haciendo en sus comunicados”, no dan el número del domicilio del inmueble, hasta ahí se detienen, hasta el nivel de calle se detienen.

En algún caso sí mencionaron un local, por ejemplo, pero por lo general solamente dan hasta el nivel de calle. A lo mejor la versión pública puede contener ello.

¿En qué se dañaría el interés público si se da una información que contenga, por ejemplo, la delegación o incluso colonia?

Yo creo que no se lesiona la acción de la autoridad mientras está ante los juzgados acreditando precisamente que se cometió alguna de las causales que establece la Ley de Extinción de Dominio para que efectivamente se le quite la propiedad a la persona.

El hecho de que se introduzca delegación y la colonia no creo que le signifique ningún problema, inclusive hasta el nivel de calle. Pero creo que eso le corresponde ya al sujeto obligado, no a nosotros. Por eso es mi propuesta: confidencial no, ya por lo que se dijo, y solamente que se considera que hay información susceptible de ser reservada, entonces que parte por el Comité de Transparencia y tendrá ahí que acreditarse efectivamente que tiene que reservarse la información por lo que ellos digan, que ellos lo digan, no nosotros.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Vamos a intentar arreglar el turno. Primero, entiendo que ya no es la propuesta de que sea público.

Primero, todo mundo estamos de acuerdo, primero, en modificar la respuesta: desclasificar lo que clasificaron por confidencial, ¿sí?, y que se haga una nueva clasificación.

Ahí hay una propuesta en términos de que esa clasificación sea 183, las fracciones que correspondan. Esa es una propuesta.

La otra propuesta es que se haga una prueba de daño.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Voy de acuerdo hasta que se desclasifique como confidencial, y lo siguiente es que someta al Comité de Transparencia la información y que el Comité de Transparencia, conforme lo marque la ley, porque el Comité de Transparencia es el que finalmente es que abre la información, puede confirmar la clasificación la que hacen las unidades administrativas me refiero, acuérdense, finalmente la unidad administrativa es la que hace la clasificación, pero el Comité de Transparencia es el que confirma esa clasificación, la modifica o de plano dice: “no, es pública”, o bien ordena una versión pública.

Yo digo que…

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Es que no estamos alejados del asunto. Primero, nosotros somos quienes ordenamos la desclasificación, estamos de acuerdo con que esa clasificación es confidencial, eso no es confidencial.

Segundo. Que pase por el Comité y que el Comité clasifique, que es lo que dice el Comisionado Alejandro Torres Rogelio.

Maestra, nada más para que nos plantee.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- El motivo de la reserva fue lo que propuso el Comisionado, que aquí se entregara lo que había causado estado y lo que no, no sea entregado. Ese fue el motivo de la reserva.

Entonces, bajo ese supuesto yo estoy de acuerdo atendiendo a la naturaleza del proceso de extinción de dominio, se puede proporcionar aquello que ya esté firme, porque está sujeto a un procedimiento, o no se puede proporcionar aquello que todavía no se haya resuelto. Ese es el tema y la naturaleza.

Yo me quedo con esa, porque si le damos la facultad al comité de que ellos clasifiquen, entonces nos van a invocar lo que quieran y en eso ya nos hubiéramos a comer desde a qué hora.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Es el 183, se clasifica con base en el 183, que es lo que está planteando.

Ahora, la maestra lo que ya causó estado y que está notificado y que ha fallado a favor del estado, que sea público. Eso creo que todo mundo estamos de acuerdo, que es lo que nos dice la maestra. ¿Sí?

Comisionado, ya estamos a punto.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Claro, no voy a echar marcha atrás. No puedo ser incongruente en mi coincidencia con el Comisionado Alejandro Torres en esta ocasión.

Yo creo que el planteamiento que se está haciendo ahorita, que está sintetizando muy bien el Comisionado Presidente salva todo, porque es lo que estamos diciendo. Al final de cuenta en términos prácticos le estamos diciendo al ente: pronúnciate. La verdad.

¿Qué le estamos diciendo? Lo que causó estado publícalo, coincidimos todo en que es pública esta información.

Y lo otro, le estamos diciendo: “pronúnciate, es decir, si quieres pasarlo al comité, pásalo al comité, ahí analícenlo y pronúnciese al respecto”.

Lo que sí le estamos diciendo: “no lo puedes clasificar como confidencial”, porque es lo primero que le estamos diciendo, no es confidencial.

“Después, entrega lo público y después lo otro pásalo por donde debes de pasarlo, hazla, pero haz la prueba de daño”.

Es decir, cuando le dices que lo pasen por el comité, sin tener que decírselos, el comité está obligado a hacer la prueba de daño, no pueden reservar sin hacer prueba de daño. Entonces, al decirle: “pásalo por el comité”, ya le estás diciendo que haga la prueba de daño y que argumente por qué, porque si no se los volvemos a desclasificar.

Tiene que venir su prueba de daño, no puede decir simplemente: “a partir de esta resolución del Pleno es reservada”, no, ¿es reservada por qué?, esa es la prueba de daño.

Lo va a tener que hacer por procedimiento.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Lo que va a hacer es fundar y motivar el tema de la reserva, eso sí lo tiene que hacer. Claro, nosotros le decimos: “183”, y nosotros mal sería que no supiéramos por dónde tendría que reservar la información, que es lo que hemos venido debatiendo, y tiene que fundar y motivar la reserva, ese es el tema.

Y hacer público lo que ya causó estado, y eso tiene que quedar claro. En términos de lo que ya causó estado, es porque es de interés público, ahí está el interés público, que nosotros sepamos que lo que causó estado puede ser público, ¿qué son?, las ubicaciones.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Y un aspecto importante, porque todavía está el punto pendiente de incluir eso como un hecho notorio, esa información. Podríamos no incluirlo en el recurso de revisión como hecho notorio, pero lo que yo sí pongo a consideración de este Pleno es que en caso de que reserve esa información el propio Comité de Transparencia, y después nos encontremos con un comunicado de este carácter, ahí sí actuemos con las atribuciones para sancionar.

Porque si ellos mismos declararon la información como reservada y dieron la prueba de daño y luego nos la vuelven a publicar, creo que ahí sí el Instituto no puede dejar de asumir su responsabilidad.

Si la reserva y a futuro la pública, tendremos que hacer un análisis de incumplimiento de la ley al respecto.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Por supuesto, por revelar información reservada, en su carácter de reservada.

Maestra, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Para efectos de cumplimiento, porque nosotros estamos resolviendo, sí debemos ser precisos y decirle cómo y qué es lo que tiene que hacer con fundamento en la ley, lo hemos hecho muchísimas veces para que sea así.

Si no lo hacemos así lo dejamos muy abierto y no vamos a tener después oportunidad de revisar ese tema o como lo cumplimentó. A mí me parece que no podemos ser tan abiertos después de que ya determinamos, insisto, lo que debía resolverse con base en el mismo 183, que además ese fue el motivo, el tema fue el motivo de la reserva.

Sobre eso ha girado la discusión, estuvimos o no de acuerdo y sobre eso vamos a resolver y sobre eso tiene que cumplir la autoridad y ese cumplimiento tiene que ser muy puntual.

De lo contrario, le dejamos a la autoridad abierta la puerta para hacer que igual puede quedar fuera de lo que aquí se determinó. 

¿Y cómo le vamos a decir que no cumplió? Acuérdense que derivado del cumplimiento hay un procedimiento de incumplimiento que se le puede sancionar a la autoridad o dar vista cuando no cumplen, si nosotros no le precisamos cómo tiene que cumplir y le dejamos abierto, después no vamos a poder determinar una cuestión de incumplimiento.

Entonces, sí tenemos que ser nosotros aquí muy precisos en qué sentido queremos que cumplimente. Y sí lo  hemos hecho muchas veces, sí hemos precisado qué es lo que tienen que hacer al momento de cumplir la determinación.

Yo sí me iría muy tajante por las fracciones VII y VIII, hasta la IX igual, exactamente, porque remite aquí inclusive a una ley especial que nos habla de la naturaleza del procedimiento que estamos analizando y del por qué estamos determinando todo esto.

A mí me parece que sí debemos de ser muy puntuales. En esa parte, insisto, precisemos qué es lo que tiene que decir.

Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Entonces ya llegamos al asunto: desclasificamos, ordenamos desclasificación, tiene que fundar y motivar la clasificación según el 183, las fracciones, dice la maestra, VII, ¿hay otra más?, VII y IX, ¿hay otra más?, la III, VII y IX, pero que funde y motive el asunto.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- La VI también cuando dice: “afecte los derechos del debido proceso”.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Es que cae, es que es un pinche juicio, perdónenme, es un juicio así, de esos. Que hasta yo que no soy abogado y es evidente, pues ya me vieron.
C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Está bien, perdón por lo de juicio.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Perdón  por lo de juicio, está bien.

Comisionado.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Así como lo estamos, que ahí vamos, parecería, perdón lo que voy a decir, pareciera, y yo quisiera precisar, pareciera que estamos que se clasifique por el 183, perfecto, creo que ya todos coincidimos; pero pareciera que estamos ordenando la clasificación de toda la información y pareciera que estamos resguardando el domicilio que aquí ya tenemos.

Pero precisamente por eso mi propuesta, ¿sí estás de acuerdo?, poniendo la propuesta original que yo había hecho y la voy a volver a leer, bueno, no, nada más la leo, ahorita la adecuamos, nada más la voy a leer.

“En consecuencia, deberán de hacer las acotaciones que se comentan, declarar el agravio recurrente como fundado, ordenar a la Procuraduría que previa modificación de la clasificación –que ahí vamos– haga la entrega de la ubicación de cada uno de los inmuebles sujetos a extinción de dominio en aquellos procesos que se encuentren concluidos”.

Esta fue la propuesta, aquí está y no le ha cambiado ni una coma ni un punto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- No así, hay que ordenar la desclasificación.
C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Hay que ver la revisión, ¿ya no?

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Hay que nada más ordenar desclasificación, porque eso no venía que ordenara la desclasificación, pero no es desclasifica, porque quien puede desclasificar, como decía el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, somos nosotros.

Desclasifique, clasifique el 183, fundado y motivando el asunto y todos aquellos procedimientos que hayan causado estado y sea a favor del Estado, como lo dice, sean públicos. Ese es el tema.

El interés público se da cuando han causado estado y podemos conocer qué ha pasado con ese asunto de los inmuebles.

Una acotación por parte del Comisionado Alejandro Torres Rogelio.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Hasta ahí vamos de acuerdo, porque los que ya han causado estado, los que ya concluyeron hasta las mismas fracciones del 183 lo establecen, eso no tiene mayor controversia.

El punto que yo traje es: ¿y qué pasa con aquellas que apenas están en carpeta de investigación?, porque los hechos notorios que yo traje a la mesa son precisamente esos, que están en carpeta de investigación.

Y yo digo que precisamente éstos también tendría que ser tomados en cuenta para que se dé la ubicación, dice así nada más la solicitud: “ubicación de cada uno de los inmuebles sujetos a procedimiento de extinción de dominio”, no habla de los que están concluidos, me refiero al inciso d) de la solicitud de información: “ubicación de cada uno de los inmuebles sujetos al procedimiento de extinción de dominio”, que no caen en el 183, estos son los que no han concluido, están sujetos a procedimiento.

¿Pero qué entendemos por ubicación? Por eso yo digo, en los hechos notorios, la propia Procuraduría informe de delegación, colonia y calle, entonces que la versión pública que ve la información llegue hasta ese nivel de desagregación.

Esa es el planteamiento que yo hago respecto de los que no están concluidos.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Es que los que no están concluidos caen en el supuesto del 183 que es lo que vamos a reclasificar, porque ese es el tema. En realidad, ya coincidimos en que el procedimiento, bla, bla, bla, no voy a repetir; pero a un poco a lo que llegamos es precisamente los que no están concluidos, el 183 que funde y motive la clasificación del asunto y que sean públicos los que están y ya causaron estado, que eso es a lo que hemos llegado.

Y este asunto de estos comunicados de prensa, yo creo que sí hay que atajarlos de manera directa con la Procuraduría, no en la resolución, sino atajarlo de manera directa y decir, con esta resolución nosotros estamos diciendo, a ver para que no haya duda, porque finalmente en términos de información pública nosotros somos la autoridad, dicen.

¿Qué necesitamos hacer? Plantearle y decirle: “la naturaleza es reservada, y si tú revelas esa información hay un problema”, como el tema de los datos personales en los presuntos, y entonces ahí ver qué cosa.

Y si dice: “yo no tengo problema en el tema”, ahí entonces sí vamos a tener un problema como dice el Comisionado David Mondragón, que yo creo que sí tienen un problema, porque hay debido proceso, hay una serie de cosas.

No tengo certeza de que finalmente estos comunicados de prensa y los domicilios que dan, estén metidos en un procedimiento para extinción de dominio, puede ser que no.

Porque sé que algunos que dijeron a la mera hora no, porque por ejemplo la parte esa de la planchaduría, de la lavandería, a la mera hora no. Primero dijeron que sí y la continuación de la nota es que la planchaduría sigue funcionando normal, hasta lo vimos en la tele que ahí estaba y entrevistaron. Finalmente hay un tema donde no tenemos certeza.

Por eso creo que el asunto es reservado por todo lo que hemos visto en el 183, que funde y motive perfectamente el tema de la reserva, que dé lo que ya causó estado y estas cosas las atendemos de manera directa para ver otra vez el tema de las imágenes y otra vez el tema de los boletines sobre un tema que nosotros, según nuestra ley, porque nos dan facultad a nosotros para establecer lo que es la naturaleza de la información es reservada.

Y con eso creo, maestra, le damos certeza a todo mundo. Claro, porque a veces nos dicen: “ustedes nos dicen, pues dennos certeza”. Ahí está la certeza.

¿Así?

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Y falta el último.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- El último es si remitimos o no remitimos al Tribunal, ahí nos quedamos.

Nada más vuelvo a cantar, para que no haya duda: ordenar la desclasificación, no por confidencial se va a clasificar fundado y motivando de acuerdo al 183, fracciones III, VII y IX.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- No, III, VI, VII, VIII y IX.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- III, VI, VII, VIII y IX, fundando y motivando, y el 184.

Y lo que sea público y haya causado estado que sea público y remitiendo para dar certeza de los que ya han causado estado al Tribunal.

Señor Secretario Técnico, modificando.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de la información.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Una aclaración por parte del Comisionado Alejandro Torres Rogelio.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Es que acaban de mencionar el 184 y el 184 dice las causales de reserva previstas en el artículo anterior, o sea, el 183, se deberán fundar y motivar a través de la aplicación de la prueba de daño a la que se hace referencia en el presente título.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- El 183.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Y 184.
C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Tiene que ser prueba de daño.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Y luego la fracción IX.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Bueno, como quieran, pero tiene que hacer prueba.
C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Tiene que hacer prueba de daño.

La fracción IX del 183 me estoy refiriendo dice: “las que por disposición expresa una ley tenga tal carácter siempre que sean acordes con las bases, principios y disposiciones establecidas aquí en la ley y no la contravengan, que es la remisión que se hace de la Ley de Extinción de Dominio a la Ley de Transparencia”.

Claro que la segunda parte del segundo supuesto del IX no veo cómo encuadra: “así como las previstas en tratados internacionales”, bueno, por lo menos la primera parte de la fracción IX.

Y una última sugerencia o solicitud, que efectivamente es muy necesario platicar con la Procuraduría, se sugiere que invitarlos a que pudiéramos realizar como hemos hecho en otras ocasiones a una reunión de trabajo aquí en el Instituto, de tal manera que pudiéramos estar todos presentes y poder exponer con ellos y poder intercambiar con ellos los puntos de vista diferentes.

La visión que ellos tengan, conocerla todos y así poder todos estar en la misma sintonía. Invitarlos a ellos a que pudieran venir aquí y que pudiéramos estar todos presentes, checar agendas y todo, porque a mí sí me interesa asistir.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Hay que atajarlo inmediatamente el asunto.

Entonces, nos quedamos con el 183, fundando y motivando.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- ¿184, no?

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Fundando y motivando. Es que luego los cumplimientos son complicados. Tiene que fundar y motivar el asunto, además ya le estamos dando. ¿Cómo?

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Está bien, ya así.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Ese es, ya para que no haya.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Pero tiene que ser.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Va a fundar y motivar y nos va a entregar su fundamentación y su motivación, digo, los que encuadren, porque a lo mejor nos dicen otra cosa y ya lo veremos en el cumplimiento, que no creo que nos digan otra cosa porque estaría muy complicado.

La última.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Fundar y motivar es hacer la prueba de daños, porque cuando fundas te refieres a los artículos de ley que te lo permiten, y cuando motivas te refieres a por qué. 

No basta con que cite los artículos de la ley, es necesario que pruebe que esos artículos le aplican, que causan un riesgo, ta, ta, y esa es la prueba de daño.

Entonces, fundando y motivando es haciendo la prueba de daño.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Sí, va a fundar y motivar el asunto de la utilización que hace de la reserva, que ese es el asunto.

Vamos, señor Secretario Técnico. ¿A todo mundo nos quedó claro cómo está la resolución?

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP. 0779/2017 de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal sea el de modificar con las consideraciones y con los ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Que nos haga un resumen el Secretario Técnico. 
Vamos a los recursos de revisión en materia de acceso que no han sido reservados o no tienen comentarios.

Antes de pasar, la maestra por favor. 

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Antes de pasar nada más una precisión para efectos de acta, por si luego toman en cuenta los números de los reservados.

Los reservados no fueron 20, hay un error en la numeración, fueron 21. Entonces, nada más para que quede ahí constancia.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- La pregunta es, ¿pero sí están todos los que son?

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Sí están todos, nada más se equivocaron, está en un error en el número, entonces son 21, no 20.

Es que se metieron dos 13. Pero son 21 las reservas que se hicieron y no 20.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Nada más hay que darle seguimiento para que a la hora que nos lo ponga a consideración pueda precisamente dar cuenta de que están todos los que son simplemente.

Por favor, señor Secretario Técnico, para que los pueda poner a consideración del Pleno y nosotros podamos emitir el sentido de nuestra votación.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido que el sentido de la resolución de los recursos de revisión en materia de acceso a la información todos ellos RR.SIP/2017: 0736, de PROCDMX S.A. de C.V.; 0751 de la Delegación Coyoacán, 0752 de la Delegación Benito Juárez, 0768 de la Delegación Miguel Hidalgo, 0778 de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, 0793 de la Secretaría de Obras y Servicios, 0801 de la Delegación Álvaro Obregón y 0813 de la Delegación Venustiano Carranza, sea el de revocar, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

Ahora quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución de los recursos de revisión en materia de acceso a la información todos ellos RR.SIP/2017: 0755 de la Delegación Cuauhtémoc, 0780 y 0806, ambos de la Delegación Benito Juárez; y 0816 de la Delegación Azcapotzalco, sea el de modificar, favor de manifestarlo.

Se aprueban por unanimidad.

Quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP.811/2017 de la Auditoría Superior de la Ciudad de México sea el de confirmar, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

Y quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución de los recursos de revisión en materia de acceso a la información todos ellos RR.SIP/2017: 774 del Partido de la Revolución Democrática en el Distrito Federal, 792 del Instituto Electoral del Distrito Federal, 804 de la Delegación Gustavo A. Madero y 853 del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, sea el de sobreseer por quedar sin materia, favor de manifestarlo.

Se aprueban por unanimidad.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Hemos llegado al final de los recursos reservados en esta sesión.

Agradecemos mucho la presencia y el trabajo de nuestra Directora de Asuntos Jurídicos, Alejandra Mendoza Castañeda. Muchas gracias.

Vamos al último punto del Orden del Día que son Asuntos Generales. No hay asuntos generales qué tratar.

Siendo las 18 horas con 27 minutos del 7 de junio de 2017, se da por terminada la Vigésima Primera Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto. Agradeciendo a todos su presencia, su trabajo.

Muy buenas tardes y nos vemos la próxima semana.
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